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J:NTRODUCCJ:ON 

Hoy en día, al interior de la dogmática del Derecho 

Procesal Penal, surge la imperiosa necesidad de replantear de nueva 

cuenta la figura del defensor en la Averiguación Previa, sabemos que 

dentro de un Derecho Moderno y dotado de un auténtico sentido 

democrático, tan importante como el equilibrio de las partes es, 

asegurar un régimen de defensa real y verdadero en esta fase del 

procedimiento penal donde se integra y perfecciona la indagación. 

Es de relevancia manifiesta. el aseguramiento de las 

garantías del inculpado y principalmente, el derecho de no 

autocriminarse de ahí que la garantía de de·Fensa del detenido o 

acusado durante la Averiguación Previa, fortalezca los principios de 

libertad y seguridad jurídica y constituye un esfuerzo complejo y 

delicado que no puede -ni debe- vulnerar el interés de la sociedad. 

Durante muchos arfas, la Averiguación Previa se ha 

desarrollado con mecanismos medievales y técnicas inquisitorias, 

haciéndose nugatoria 1 por no decir imposible, la intervención de la 

defensa ante la Representación Social, unas veces negándole su 

carácter, otras obstaculizándola, y otras más, bloqueando al máwimo 

su participación con procedimientos corruptos y cc.n·uptores, siempre 

con el fin de obtener confesiones fabricadas y consignaciones 

ilegales, violando el principio de legalidad y demás garantías dP. los 

inculpados. 

La presente tesis tiene por objeto analiznr la figura 

de la defensa a este nivel de la estructura procedimental en materia 

penal; se parte en el Capítulo Primero denominado "Definición y 

(ntecedentes de la defensa" en el que se hace referencia a ¡as 



diversas acepciones del tema que hoy nos ocupa, además de hacer una 

breve retrospectiva histórica en la evolución de la defensa. 

En el Capítulo Segundo llamado "Algunas 

consideraciones en torno a la Institución de la Defensa", se estudia 

la defensa como garantía individual, su naturaleza jurídica, las 

clases de Defensor así como las funciones del mismo. 

En el Capítulo Tercero hago referencia a los 

11 0rdanamientos legales que rigen a la institución de la defensa en 

México", desde nuestro máximo ordenamiento jurídico, es decir la 

Constitución Política de nuestro País hasta los Acuerdos emitidos por 

la Proc'uraduría General de Justicia del Distrito FederaL. 

En el Capítulo Cuarto "La Garantía de Defensa en la 

Fase de Averiguación Previa en el Procedimiento Penal Mexicano" se 

hace un recorrido de la Averiguación Previa en el Procedimiento Penal 

Mexicano, se estudia la actividad inv~stigadora y el ejercicio de la 

acción penal; se distingue entre acción penal y acción procesal 

penal, se analizan 6Us características y finalidades, así como el 

órgano encargado para la preparación y ejercicio de la acción 

procesal penal .. 

El Capítulo Guinto se refiere a "Nuestro Punto de. 

Vista 11 , donde se plantea la problematica en torno al tema y las 

consideraciones al respecto del mismo, para finalizar con las 

conclusiones .. 

Sabemos que, este esbozo alrededor del tema que hoy 

nos ocupa, es sólo una semilla más en este gran surco de la legalidad 

y seguridad de los gobernados, razón por la cual aceptamos la 

limitaciones y dem~s restricciones de la presente tesis. 
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CAPZTULO PRZMERO 

DEFINICION V ANTECEDENTES DE LA DEFENSA. 

I. DwfiniciOo del Concwpta de dwfan•a. 

El concepto da defensa ha recibido diversas 

acepciones, atendiendo a su raíz etimoldgica, derivada del latín 

11 defensa 11
, que pasa al español como defensa, y no es otra cosa sino 

la acción y efecto de defenderse~ gramaticalmente el Diccionario 

Enciclopédico Brugera consigna que la palabra defensa significa: 

•razdn a mativo qua •• aleo• •n al Juicio para contradecir 
a de•virtuar la accidn del d1111andante•, t .. blAn significa 
•abogado dttf•nsor d•l litioant• o presunto responaabla11

, 

para finalizar Indica qu• tarbl6n Implica la cannotacldn d• 
•aaparo, prat•ccidn, aocarro .N 

Desde el punto de vista jurídico, según Guarneri: 

"vl conc•pta da dftf•n•• •• correlativo al de la acuaacidn y 
~~=~~~u~ r~ ~~t~~=~f;:t_c• pramal de las cantrarlaa, •l 

Otras de~iniciones de este concepto lo de~inen comoz 

•ampare, proteccidn, reaiwtencia al ataque, ara• d9f•n•iva, 
••nteni•i•nta de una cau•a, Idea a pl•n dl•cutlda • 
impugnado por otros, socorro, ayuda, rmpulsa o 
r11ehazamiento de una agra•idn, atJooado de-fenwor, ••crito 
con •1 qu• •• trata d8 at•nusr la conducta del acu•ado ant• 
~ J~~!"~~l;i~\ho a d•r•cha en juicio civil o contenciosa 

Oiccignarin Enciclopédico Renquera, Editorial Bruguera 
Mexicana de Ediciones, S.A. MéKico 1979, 16 Vals, Tomo II, pág. 
428 

2 Op115 Cit , pág. 428 

Guarneri, José 11 las Partes pn pi Proceso Ppnal 11 Edit. 
Jasé Ma. Cajiga Jr. Puebla, México 1952, pág. 328 

4 Ldp•z Leyva, JaaOs "La defensa en la Averjg11ación Previa", 
Anuario Jurídico UNAM. año 1985, Tomo XII, pág. 448 



Algunas más señalan: 

"Conjunte d1t m•dios que pued•n ponerse en accidn para 
reapondar a una qu•rella criminal", e como 11 al juicio qua 
por una mismo o por letrado se aauma como una pr•tanaidn 
aJ•na plant•ada. Judicial.,.nt• para lnt•ntar la abaolucldn 
drt una u otra ••p•ci•"• también •• ha dicho qua "inteor• un 
dttracho aun en loa casos de mayor ~lagrancia en lo penal y 
d9 mayor Iniquidad an lo civil, por la poaibllidad qua las 
1~:;:~r~!:~d~~·~•n deavirtuadas o lo• hecho• •ncuantren una 

La Enciclopedia Jurídica Española nos da deriniciones 

de este concepto desde varios puntos de vista: 

Al Criminoldglco.- Indudablamanta dicha palabra adquiara su 
aignificado originario y propio, fuera d•l campo d•l 
Darscho, y expresa, al ejercicio de una actividad, natural 
o hwftana, de amparo y protacci~n. S. d•fiand• activa o 
pasiv&11ent•, aqual a quien •• ataca, Justa o injuatamante1 
hombree, puablos y animales... incluso laa cosas sa 
defiendan matardricamanta, da la accidn da lea elementos 
que conspiran contra su axiatencia on •l mundo de los 
••raa. En tal concepto, la dtrfanaa •• una fugrza vital qua 
tiende en todo momento a procurar la parman.ncia d• todo lo 
qu• •• o está creando, ~rente a las acciones contrarias qua 
pr•tend•n da•truirla•. 

D• aqul se desprenda• 

1. La id•• d• dafena• e• corr•l•tiva, y s• da en funcidn de 
l• ofanaa. 

2. Implica una Actividad d• signo igual, paro contrario• 
la primera.. 

YI 

3. Posea un car4ctar preponderantamante bélico, an cuanto 
tienda a enervar e dmatruir todo aquello qua •• la opone. 

8) Jurldico.- Par.mi el DttrRcho, la palabra "d•f•nsa11 poaae 
tambi6n acepcione• o signi~icadoa difarantas, asl, unas 
veces •• aplica como eco da su sioni~icacidn orioinal, al 
•J•rcicio de un• actividad Jurídica d• amparo y protaccidn 
a quien se encu•ntra atacado, por el ejercicio de una 
accidn dirigida contra 01 o blan por traaposlcldn, da! acto 
al agant•• se llama tambi•n defensa a la persona que 
ejercita esta actividad o tambi6n al instrumento o pieza 

Opus Cit. , pág 448 

2 



oratoria utilizada para defender, con lo cual se verifica, 

an el saetar jurídico, analcgo fenómeno de mimetismo. 

Constriñéndonos a un terreno puramante tOcnico, an derecho 
se habla de dos clases o direcciones de la defensa: la 
m•terial y la formal. 

Es material, aquella que se ejercita legítimamente por 
cualquier persona, cuando se ve atacada por otra, y suele 
dar lugar a la figura material da ºdefensa legítima" o 
"legítima defensa" qua regula el Cddigo Penal ••• un segundo 
sentido de la defensa llamado ".formal o procesal", y 
constituye el derecho da defensa específico. Se caracteriza 
éste, como aquél, que se eJarcita en los Tribunales de 
Juaticia, an favor de los derechos qua son ahí 
controvertidos en legal formal. Es lo que se llama, 
ordinAriamanta, ejercicio del derecho da defenaa en juicio 
o jurisdiccional. 

C) Procesal.- Dogmática dominante, haciéndose eco da cierta 
tendencia doctrinal eHtranjera, diatingu• dos modalidades 
da la misma. Se entiende por daf•nsa material a la que me 
pr•ctica por dabar legal, por todos los •lamentos 
parsonaleG componentea o intervinientae an el 
procedimientoJ y la ••ounda, o ••a, la formal, as aqu•ll• 
que su practica pro~esionalmanta, por personas, p•ritos en 
Der•cho, asumiendo tal carácter en ~avor de sus 
patroc i nadoa. 

a) De~ansa Material.- Se funda en la rsgla que justifica el 
principio general da defensa human• y •a aplicado a la 
situ•cidn de necesidad jurídica •n que se encuentra 
favorecido por la mi&ma. En definitiva, las instituciones 
p6blicas aat'n situadas •n conaidaracidn a proveer a la 
ayuda y protuccidn del necesitado, evitando la agreaidn a 
que conduce la ignorancia o el error. En cualquier caso, al 
d•ber social da socorro, sa deba cumplir da una manera 
actual y permanente. 

b> Defensa Formal o Estricta.- Independientemente dal 
concepto procedente, se distingue por la doctrina la 
defensa procesal genuina, o estricta, que es aquella qu• se 
encomienda a una persona perito en Derecho para que ampara 
y da~ienda los derechos da otra en juicio. Es, en 
definitiva, un concepto instrumental da la institucidn, que 
ha tomado carta de naturaleza en el Derecho mundial y que 
contribuye a componer el aquipo instrumental de los 
organismos jurisdiccionales encargados de la administracidn 
de justicia. 



Aun dentro de este concepto •• distinguieron otros dos 
santidos1 

El qu• •• r•fiar• • la Institucidn •ncargada da praatar la 
••i•tancia t6cnica qu• repr ... nta, o bian, la propia 
p•r•ona qua aJarcita in actu dicha funcidn •n favor di! loa 
acusados a incluso d•aandadoa, •n •l aantldo a411 amplid'. 

Rafael de Piña, define el concepto de defensa como1 

11 la actividad encaminada a la tutela de los inter•••• 
lag!ti111Da implicadot1 •n un proc••o <p•nal, civil, ate.>, 
realizada por Abooado, por persona no titulada Cmn aquellos 
r•gím•nm• procaaales que p•rmit•n la int•rv•ncidn d• 
paraonaa no tituladas an •ata funcidnl o por al propio 
interesado11 7. 

Respecto a la defensa, Juan José González Bustamante 

opina: 

"la institución d• la dl>fansa rapraa•nta •n •l 
procadimianto p•nal moderno una funcidn d• alt!sillD 
int•r6s, ••• que •• la considere como un drgano ancargado 
de pr••t•r gratuit•m•nta aaiatancia t6cnica a 1•• partas o 
como la p•raona qua, a cambio da retribución, pana loa 
f~~~~=~~ftoa prof••ionale• qua pos•• al uarvicio dlll 

Por su parte, Jesús Zamora- Pierce, opina: 

11 El dmracha da d•fandersa 11& aquel que tiene el proca•ado 
panal para oponCJrs• a la acusactdn11 9-. 

Para este autor, la defensa constituye junto con los 

conceptos de accidn y jurisdicción los cimientos del proceso penal. 

b Nueva fnciclopedia Jurídica 1 Tomo VI, Edit Francisco Sei>e, 
S.A., Barcelona España 1975, pág. 320-321 

7 Da Pina Rafael, Oi¡;r:ionarjp de Oprpchp. Edit Porrúa, S.A., 
10a edición, México 1983, pág. 207 

· Gcnzález Bustamanta Juan José, ~ froceaal Penal 
Mexicaoc 11 , Edit Porrúa, S.A., 10a edici.jn, México 1991, pág. 86 

Zamora-Pierce Jesó.s, 11 Garant ías y Proceso Penal" ~ Edit. 
Porr·L1c.. s. A., 4a. edición, México 1990, pág. :.33 

4 



I.2 lle•arrollc Hi•tdrico d• l• D•j:en••· 

En cuanto al Derecho da la defensa y su evolución 

histórica, vemos que es en el Antl;uo T••ta.mento dende ya &e 

•stablece, pues &e e>ipresa que la.a.Las y Job proporcionan a los 

defensores de los mentecatos, ignorantes. menores, viudas, pobres~ 

normas para que mediante su intervención realizaran gestiones en 

favor' de éstos cuando sus derechos hubiesen sido quebrantados.' 

Es en Greci• donde a través del desarrollo y 

perfeccionamiento de la Ora.tori~, se da origen a la pet"suasión 

1111diaMte la Oratoria depurada, los lológra.fo& aparecen y GU labor 

consiste vn el&boraY discursos por escrito (discurso ~orensa), dando 

'J."UQar así a los escritoras da alegatos, sin embargo, era sólo el 

acusador y •l acunada los que comparecían personalmante ante el, 

Tribunal del pueblo p•ra al•gar de viva voz. •& decir los loldgrafos 

escribían discurmos para que otros los leyeran cobrJndoles honorarios 

por sus servicio&, surgiendo la ca.rrer'• de AbDQado .. 

Durante el siglo V d. C., &e rompan los valas del 

0.Y•cho Tradicional Remano, permitiéndo~eles a los plebeyos preparar 

su propia defensa, el patronatua ocaustdicu• era un experto orador 

que defendía los intereses de su cliente, previo asesoramiento de un 

verdadero advocatua, el cual era perito en Jurisprudencia y en 

recursos legales, correspondiéndole al patrono representar y proteger 

a su client~, así vemos que es en el Libro I. Título III del Digesto 

donde se reglamentan las funciones de los defensor·es .. 

Así, el Derecho Romano supera al Griego c:on la 

intet"Vención de sus grandes jurisconsultos, dando ínic.io a la etapa 

del procedi.mit:nto penal moderno, al adoptarse el juicio cr3.l ante el 

5 



pueblo, y desarrollarse p6blicamente el proceso en la Plaza del Agora 

o en el Foro Romano. 

En el D•r•cha Gttrraano, los procedimientos judiciales 

requerían de Tdrmulas que deberá usar el intarc•aor como 

representante del acusado, sus afirmaciones erróneas podían se 

rectiTicadas,pero esta rectifica.cidn no procedía. si habían sido 

hechas por las partes en persona. 

Es en 1532, con la Constitución Carolina, donde se le 

reconoce al inculpado el derecho dR ~er defendido por un tercer, 

adem4s de regularse ampliamente l•s ~unciones de Ja deTen~a, es 

decir, la Constitución Carolina contiene ya la reglamentacidn d• la 

defensa, así como su intervencidn autorizadaJ en los casos de cierta 

gravedad, la defensa se declaraba obligatoria y, si el acusado 

confe&aba, la funcidn del defensor se concretaba. a pedir el perddn 

para. su representado. 

"La dnica p•raona a qui•n •• 1• p•rmitiA •noi•ndar sus 
errar•• para •l •rntnrce•ar•. el cual padla rectificarla• 
•n tanto qua l•D daclaracion•• aanlfestada• por la• parta• 
tenlan la caracterl•tlca da ••r irravacabl••· El ofendido 
RNlgla au d•recha por medio d• la venoanza. Apllc4ndD~' el 
Juicio d• Dlaa, 1011 Ordallaa y •I Juramento purgatorio" 

Según Alcal.:i Zamora, la figura típica que 

prevalecieron en el Derecho Germánico fue la Autodefensa, 

desarrollándose el proceso en forma oral y pública, de carácter 

solemne y ~ormalista, cuyo objetivo principal era lograr la. 

composición para evitar venganza de la sangrell. 

lC BriHl'lo Bi•rra Humbarto, "Derecho procesal" Cárdenas 
Editor y Distribuidor. la edición, MéHico 1979, tomo II, pág. 449 

·· Citada por G•rc{ai R•míraz Sergio, Derecho Pracp5al Penal, 
Edit Pon;úa, S.A •.• Mé•ico 1978, pág. 74 
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"A •u vez la ccmp•t•ncia, aa delimitara por la asamblea de 

loa hombres libres en quien•• radicaba la juriadiccidn. Esa 
pre•idida por el Juaz Director dtl D•bates, pero la 
prapua•ta dal f•llo r•ac1• en el Ju~z parmananta, an los 
Juri11p•rito• o an les urtoil•finder 11 

• 

Como se puede observar y como ya quedo anotado, el 

procedimiento tenía las características de oral, público, 

independientemente de que se llevara a cabo un estricto ~ormalismo. 

Por ello, desde la antigüedad se convirtió en costumbre hacerse 

representar al acusado por el intercesor, el cual tenía la ~unción de 

hacer las declaracioneG requeridas por las disposiciones y costumbres 

que imperaban en ese momento en que se basaba el procedimiento 

ritualistas. 

Nicolau Eymeric, Inquisidor general de Aragdn, 

escribid a mediados del siglo XIV una obra llamada "Manual da 

Inquisidores". que resumía los procedimientos seguidos por la 

inquf$ÍCidn y que sirvió como regla práctica y Cddigo Criminal en 

todas las inquisiciones del orden cristiano. Esa Obra nos informa que 

el procedimiento era secreto para el reo, y que cuando finalmente, 

encontr4ndose lista la acusación, ~sta se le comunicaba tan sdlo 

parcialmente, Sl•Primiendo y deformando la información c:on el expreso 

propósito de impedirle un reconocimiento cabal de la misma. 13 

Respecto a la L•QiSlacidn Espa~ola, tanto en el Fuero 

Juzgo como en la Nueva Recopilación, se faculta al juez para apremiar 

a los pro~esores da Derecho y a los abogados del foro para que 

proporcionaran sus servicios profesionales gratuitos en favor de la 

ll García Ramíraz B•rgio, ~. pág. 75 

13 Zamora-Piera J•sú.11, ~. pág. 334 
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defensa de los pobres y desvalidos, se mencionaba también a los 

defensores y 1f1"3.ndadores, teniendo estos últimos la encc;mienda por 

parte de príncipes y obispos para hacer valer la verdad y no dejarla 

derrumbarse ante el poderío, así, la Ley en Enjuiciamiento Criminal 

da 14 de septiembre de 1882, estableció para los integrantes que los 

Colegios de Abog~dos la obligación de representar a las personas que 

estaban imposibilitadas económicamente para cubrir los gastos de un 

defensor particular, los cuales no tenían derecho de excusa, sino 

únicamente por motivos de fuerza mayor o verdaderamente personal, y 

qua e5taban supeditados a la aprobación de los decanos de los 

Colegios de Abogados o por el Tribunal donde le~ correspondería 

desempeñar su función. Dichas disposiciones estuvieron vigentes en el 

Virreinato, antes de la proclamación de la Independencia de México, 

condan•ndose en la Providencia de la Real Audiencia del 21 de octubre 

de 1796. 

Existieron en España otras leyes importantes como el 

Fuero Real, en el que se instaura la Unidad Jurídica, después de la 

reconquista de Alfonso X, las cuales fueron el resultado de la 

influencia romanista y canonista en España. En estas leyes, a los 

defensores se les llamó 11Voceros 11 y 11 Procuradores 11
• teniendo éstos 

escasa intervención en la representación del acusado. 

Las Leyes de Estilo, sirvieron para la aplicación e 

interpretación de las normas haciendo la funcidn de jurisprudencia o 

doctrina en el Derecho, aclarando las lagunas que habían en la 

legislación. En la Constitución de Cádiz de 1812. se suprime el 

absolutismo, delimitando las atríbucior.es de los gobernantes. En esta 

Constitución se otorgan muy pocos derechos a las personas qLie :;e les 

8 



imputaba alguna acusación criminal. 

11 Loa Fu11ro• conai•tían en divar•o11 ord•nami11nto11 legalea, 
que promulgaban loa diferente• monarca• •n •u• rainadoa, 

~~;~~:~:"!~t~~·10:s~r~~=d~~~!.?ft~ y penal•• y la relacidn 

En Francia en el esplendor del sistema inquisitivo, 

con la Ordenanza de 1670, se prohibió de una f'orma generalizada que 

al acusado tuviera la asistencia jurídica del def'ensor, de tal manera 

que al entrar en vigor se suprimió de una fonna total la intervención 

del defensor, pues no obstante que la representación jurídica estaba 

limitada grandemente an las layes anteriorea a dicha Ordenanza, aQtas 

disposiciones eran poco respetadas por no ser tan rigoristas como el 

sistema inquisitivo. 

El Edicto de·B de mayo da 1777, trajo consigo reformas 

positivas a le Ordenanza anterior~ante citada, entre las que se 

pu•den anotar la suspensión del tormento o la exigencia de los juece& 

de motivar sus sentencia, oblig4ndolos a fundar jurídicamente las 

11ismas. 

Durante lü R•volucidn Franc••a se suprime la abogacía, 

de acuerdo al Decreto del 25 de agosto de 1790, defendiéndose por si 

mismas las partes, o bien, utilizando los servicios del Defensor de 

Oficio. 

El Código de instrucción criminal de 1808, se mantuvo 

vigente en Francia, mediante el cual es aceptada la defensa y la hace 

obligatoria en algunos casos, sufriendo varias reformas pero 

l! BriBeño Sierra Humberto, OQ.U.S_..:..i:t., pág. 448 
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manteniendo la esen~ia que se le dio desde la Epoca NapolaónicalS. 

También con la Revalucidn Ruaa se suprime la abDQacía 

par considerarse una prActica burgue&a, restableciéndose la profesidn 

posteriormente, dándole al de~ensor el carácter de servidor de la 

colectividad. 

González Bustamante comenta que: 

"••••1 principio de qu• la d9fen•a •• obligatoria y la 
consagracldn d9 qu• el acusado d9be disfrutar dll toda el••• 
dll libertades para prllJlararla, tuvl•ron su origen en la 
Atia..blea Constituyente •n Franela al expedir•• las l•Ye• 
~~:l~~ulaban •! Proc•dlmi•nto P•nal el 29 d9 .. ptlembre dio 

Bernabé Luna Ramos apunta: 

"•••ya desd• •l a~o de 1791 1 •n la Asambl•• Con•tltuv•nte 
en Francia, •• raconocía el der•cho a la defensa por parte 
dlll indiciado a d .. lgnar d9fenaor d••de &1 memento d• .. r 
det•nldoJ ••l•l•a>o •• r&eonoc• el <hlr&eho dlll defensor de 
1ntarv•nir en toda• la• actuaclonaa pro:a•al•• ain qu• 
pudiera v11d4lr••l• el ccnocl•lantc dll 1aB

17 
actuacionttS 

practicadas d••dll •1 inicio del procedimiento • 

La de~ensa en México se ha consagrado en casi todas 

sus Constitucianos, las leyes mexicanas establecen el .Principio de la 

defensa, así como su obligatoriedad en materia penal, y el hecho de 

ser gratuita en materia ~ederal, común y militar, se establece 

también la institución del De~ensor de Oficio, el cual proporciona 

sus servicios profesionales de manera gratuita a quien lo solicite, y 

son las leyes penales las que regulan o reglamentan la defensa. 

ll Colln S4nchaz 
Procedimipotos penales 11 

México 1979, pág. 20-21 

11 ~. pág89 

Guillermo, "Derprho Mexicano de 
Edit. Porrúa, S.A .• Quinta Edición, 

11 Luna Ramos Bernab6, 111 a dpfposa en 1.:i Aypriguacióo 
~~. Anuario Jurídico UNAM. Año 1985, Tomo XII, pág. 476 
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A continuación, oresento una retrospectiva histórica 

de la De~ensa en Mé~ico a través de las Epocas Prehispánicas, 

Colonial e Independiente. 

I. 3 R•tra•p•ctiva de la dei'9n•• d• M6Kica. 

I.3.1. Eppce Prghi1g4nica. 

México, las dos culturas prehispánicas más 

sobresalientes ~ueron la Maya y la Azteca, contaban con una 

sorprendente organización jurídica y un derecho de tipa 

consuetudinario, transmitido de padres a hijos y de ancianos a 

jóvenes. 

J. Kohler señala que: 

" •n •l O.racho da loa azt•c•• al prac•dimi•ntc penal •• 
SllQU{& de oficia y •• iniciaba can •l rUIDQr· pOblica de qu• 
habla ca11etido un hmcha illcita. para iniciarla la 
p•r...:ucun• IB. 

Lucio Mendieta y Nuñez establece que: 

"••• en •1 puabla aztKa no u ti•nen antacact.nta• d• haber 
exiatida funcionas de abDQ•cla y que al par..:ar •J•rclan 
••ta actividad la• ai•ma• ofendida~ a acuaadaa, dando a au 
vaz una •Nplicación a Osta, cdmo •• que •l siatama 
Jurldica, ••l CDllD •l JDBcani•mo Judicial, ar• CDlllPl•tt\""'nt• 
acc•aibl• al puebla debida a aimpllcidad y ••ncillaz• • 

Sin embargo, algunos otros autores mencionan que si 

existían actos de defensa en la Cultura Azteca y, que se encargaban 

de representar al desvalido, llamándose 11 Tepantlato• 11
, pero estando 

da acuerdo estos autores en el sentido de que no existían leyes que 

reglamentaran la defensa como un derecho del hombre. En 

18 Kohl•r J., "t:'l rlPrPr-ho dP lns aztecas" trad del alemán 
por el Licenciado Carlos Robalo y Fernández, Edit f''evista 
Jurídica de la Escuela Libre de Derecho, México 1924. pág 75 

19 Hmndieta y Nuñez Lucio, "El dprpc;bp Precolpnial'~~ Edit 
Porrúa, S.A., México~ 4a. edición, 1981, pág. 144 
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Enciclopedia "Mé>dco a través de los Siglos". se menciona que: 

11 
•• ne e>eiatía la pena pmcuniaria, por la -Falta da moneda, 

ni la pri•idn como p•n•J lo• dalitoa .. con•ideraban laves 
o 9r~v••J en las leyes, la pana consi•tía normalmente •n 
azotes, golpes con palos piadras, •whibicionas póblicaa, o 
••• primordialm•nte P•n•• corporales, y los gravas 
=~~~Í~~~;n en esclavitud, la pmna del talidn o la 

El derecho Haya en forma similar al de los aztecas, 

con algunas particulares, como que se caracterizaba por ser 

eHtremadamente rígido en las sanciones que imponian, castigando al 

que atentara contra las buenas costumbres, la paz y la tranquilidad 

social, no existiendo ningún recurso en contra de las sanciones o 

sentencias que se pronunciaban21• 

I.3.2 Eooc1 Cglgnial. 

Durante la Epoca Colonial, debido a la conquista, 

méwico tuvo una gran influencia española; paulatinamente el Derecho 

Peninsulár fue desplazado al sistema jurídico de las culturas 

indígenas de la Nueva España. 

Las Ordenanzas expedidas por Hernan Cortés son los 

primeros antecedentes de la introduccidn del· Derecho Hispano en 

México. 

En un principio la organización del poder en todos sus 

aspectos y forman recayeron en personas de origen español, los cuales 

eran nombrados por los reyes de España, y los virreyes y otras altas 

autoridades. siend~ hasta la Cédula Real de 9 de octubre de 1549, 

~·j Riva Palacio D. Vicante y otros, "México A Trayp5 dp lgs 
~. Edit. Cümbt·e S.A., México 1981, 17 edición, Tomo II, 
p.:'lg. 20~-21)~ 

'.'. Q~ •• ¡>ilg. 203 
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donde se exigio que se seleccionara entr.e los indiganas a las 

personas más iddneas para desempeñar, entre otros cargos~ los de 

jueces, alcaldes, alguQciles, regidores y escribanos. 

En lo que se refiere a la asistencia jurídica por 

parte de abogados en México, es similat· a la de España, tema que ya 

se trató anteriormente al hacer referencia del Derecho hispano. 

"El procadimi•nto panal ha•ta poco deepuOa de proclamaras 
la Independencia de M6xico, so rigid por al siat•ma de 
•nJuiciami•nto inquisitorio, el cual, como ya •• dijo 
ant•a, •• caract•riza por la falta de garantias y d•r•chos 
para el acu•ado con •l •Mease de facultad•• qua •nv••tí• a 
loa Ju•cas, convirtiendo su voluntad en falloa inapelable•, 
a la confasidn qu• .. l• conaiderd la reina d9 la• prumbaa, 
era arrancada por medio del torm~nto, hª incomunicacidn y 
la privación indefinida d• la libertad" • 

I.3.3. MOxtco Indapwndiwnte. 

Posteriormente a la Proclamacidn de la Independencia 

de MéMico, continuaron rigiendo provisionalmente las normas y 

procedimientos implantados durante la Colonia, pues se carecía 

totalmente de ordenamientos propios. 

El sistema inquisitorio siguió vigente hasta que la 

Constitucidn de C~diz de 1812, así como las ideas emanadas de la 

Revolucidn Francesa transformaron el pensamiento, las leye~ / el 

procedimiento, tanto en España como en México, así el 2~ de octubre 

de 1814 se promulga en México "El Decreto Constitucional oara la 

libertad de la América Mexicana", y a pesar de no haber tenido 

vigencia, es de gran importancia oor ser el antecedente de las 

constituciones que posteriormente regirían a México, ya que estas 

recogerían lo m~s importante y próspero de las bases jurídic~s y 

¡; ~·. pág 20:::-204 
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filosóficas de la Revolución Francesa y de la Constitución de Cádiz. 

El 4 de septiembre de 1824. se proclamo la primera 

Constitución de la Rep~blica Independi&nte, bajo el Sistema Federal; 

esta Ley suprema mejora la administración de justicia y los 

procedimientos judiciales, otorgando garantías a los gobernados, 

teniendo cerno antecedentes el derecho de defensa el que nadie debería 

ser juzgado ni sentenciado, sino después de haber sido oído 

legalmente. Está Constitución y las leyes secundarias sufrieron 

grandes modificaciones, durante el régimen centralista del General 

Antonio López de Santa Ana, a partir de 183.5, así como los constantes 

cambios de gobierno, la intervención norteamericana y cuartelazos que 

afectaron a la naciente República Me~icana. 

La Constitución de 1857, también llamada Constitución 

Liberal y que consagra las ideas de l~ reforma, se puede considerar 

como el resultado del descontento y las injusticias, principalmente 

del régimen dictatorial santanista. 

En esta Carta Magna, es donde se consagran los 

derechos del hombre, considerando por primera vez en la República 

Mexicana, garantías que tuvieron notorias deficiencias, pues no 

estaban debidamente especificadas. 

Es en ella donde nace la defensoría de Ofic1~, como 

resultado de la madurez humana y jurídica, después de haber sufrido 

el pt.ieblo me>:icano múltiple~ injusticias. 

La Constitución Liberal de 1857 en ~u a1·tículo 20 

ft·acción \.', establecía: 

11 
••• tod~ acusado tiene el derecho de dafandersa por si 

mismo o por persona de su conf i•nza, y en caso da no tener 
quien lo· defienda se le presentará la lista de los 



d•f•naor•• d• oficio p•ra que 61 da•l9na a lo& que 
conaider• convenientea. 11 

En la carta Magna de 1857, se cambia al nombre de 

11P•rsanaro 11 al de 11 De.fansor 11
• También se consagran otras garantías-;, 

en el artículo 20 se indica que el acusado tendrA el derec~o de saber 

el motivo de su enjuiciamiento y el nombre de su acusador, si lo 

había; que se le recibiera su declaración preparatoria dentro de las 

cuarenta y ocho horas, contadas a pa1·tir de qt1e se le pusiera a 

disposición del juez: tenía el derecho de ser careado con los 

testigos que deponían en su contra y de que se le facilitaran los 

datos necesarios y que constaran en el proceso, para la preparación 

de su defensa23 • 

En la Constitución de 1917, es donde se da una 

verdadera importancia al Derecho de la Defensa Gratuita. otorgada por 

el Estado y en la cual se consagran los postulados de la Revolución 

Mexicana. Nuestra Carta Magna vigente es uno de los m~s preciados 

logros del pueblo mexicano, después de la Dictadura de Porfirio Dlaz, 

quien duro en el poder desde el año de 1876 hasta 1911. 

Es en la Constitución de 1917 donde se consagran 

diversas garantías, pero basta mencionar por el momento que es el 

articulo 20 donde se establece el Derecho de la Defensa y q....1e en 

virtud del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación E~ 

día 3 de sept iemb1·e de 1993, dicho at"ticul¿tdo qL1eda reformado, 

estableciendo constitucionalmente el Derecho a la Defensa en l~ rase 

de averiguació~ previa. 

·· Briseño Sierra Humb•rto, Opus Cj t. pag 225 
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CAPZTULO SEGUNDO 

ALGUNAS CONSIDERACIONES EN TORNO A LA INSTITUCION DE LA 
DEFENSA 

11 t 1 • d•f•n•• como gacantla indiyidual, 

La defensa como garantía individual y a la vez 

constitucional de nuestro Derecho Pt·ocesal Penal Mexicano, se 

encuentra reglamentada dentro del artículo 20 de nuestra Ley 

Fundamental, en su fracción IX. 

Es aquí donde en parte, está comprendida una de las 

garantías de seguridad jurídir.a del individuo, que se crearon 

evidentemente para proteger al gobernado del Estado, en su calidad de 

proce&ado, imponiendo este ordenamiento constitucional a toda 

autoridad jurisdiccional que conoce de lo& juicios criminales 

correspondientes, imponiendo diversa& obligaciones y prohibiciones a 

titulo de requisitos legales constitucionales, que debe llenar todo 

procedimiento para que en e~ta forma no sean despojados del derecho 

de defensa los propios acusados. 

Las garantías de Seguridad contenidas en el articulo 

20 de nuestra Carta Magna son a su vez objetos de normacidn en 

Materia Procesal Penal, en otras palabras, tanto el Código Federal de 

Procedimientos Penales como los diversos Cddigas Penales Procesales 

de las Estados, reglamentan los aludidas preceptos. 

Hemos mani~estado que el art~culo 20 Constitucional en 

citanto a que contiene la garantía. de defensa en favor de la persona 

acusada en los juicios crimi:iales. es una fasE' de los dignc.s valores 

de la libertad y protección individual. En efecto 1 aunque las 

garantíias individuales de las personas en cuanto a la situación 



jurídica que puedan tener en las causas criminales. están 

comprendidas, entre los articulo 16 al 23 de nuestra Constitución, 

mismos que se encuentran contenidos todos los principios que han de 

servir de base a la legislacidn penal, para hacer efectiva la 

garantía procesal de los acusados, la inviolabilidad del hogar .. los 

derechos de la defensa y el tratamiento· humano de las personas 

sometidas a juicios penales. 

Este artículo 20 tiende a garantizar el Derecho de 

Defensa según nos lo indica su fracción IX. protegiendo as\, al 

acusado contra arbitrariedades d& todo tipo ejercidas por el ~oder 

Públ ice, más aún, pues este Derecho de 

Averiguacidn Previa, como ya se mencionó 

Defensa durante la 

anteriormente, queda 

e&tabler.ido plenamente en nuestra constitución como una garantía 

individual. 

De esta manera, encontramos en nuestra Constitución de 

1917, misma que sustituyó a la de 1857, el enfocamiento con más vigor 

del problema del Derecho de Defensa, dándole al mismo, el carácter de 

garantía constitucional. Antes de esa reglamentación, la figura del 

defensor no tenía la importancia que ahora se le concede, tal vez a 

el los se deba que el artículo 7o. del Código de Procedimientos 

Penales de 1894, concedía al acusado el derecho de designar defensor·, 

pero hasta después de terminado el interrogatorio a que se le sometía 

al rendir su declaración preparatoria. Es dec1r, aunque no se le 

negaba el derecho de defenderse, si se le restringía. L.:i garant :La de 

defensa está contenida en nuestra Constitución Federal de la 

República, como antes se dejó asentado. en su artículo 20, f,-accic.;1 

IX. misma que establece. de conformidad co, las reform~s d(c'·'=tadas 
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al 3 de septiembre de 1993, er. el Diario Oficial de la Federación: 

"D••d• el inicio d• au proc••o ur~ informado d• lo• 
der•choa qu• •n au favor consigna ••ta Constitucidn y 
t•ndr6 d•r•cho a una dllfan•a adecuada por al, por aboQado, 
o por p•r•ona d9 •u coni'ianza.Si no qui•r• o no puado 
nooabrar defensor, detlputa de habar •ido requ•rido pat'a 
hac•rlo, •l Ju•z dtt d9•i9nar6 un clllfansor d• oficio. 
TambiOn tmndr6 dllr•cho a qum •u d9f•n•or ca11par•zca •n 
todo• loa •cto• dttl proc••o y .. t• tandrA obligacidn d• 
hacer lo cuanta• v•c•s •• l• requ iera1 y ••• 11 

Con respecto a la multicitada reforma constitucional 

del 3 de septiembre .de 1993, sigue diciendo su penúltimo párrafos 

"LA• garantia• •n la• fraccione11 v, VII, y IX tambiOn s•r6n 
ob9ervad•• durant• la av•riQuacidn pr•via y •n lo• tOr•lno• 
y con loa ¡{equi•itoa y Hmitn qua 1•• lttY•• 
••t.abl•zcan ••• N 

Il.2 Naturaleza JurldlC• ele la Defan••• 

La fracción IX del artículo 20 constitucional consagra 

el derecho de tener defensor; las reformas a este prucepto de 

conformidad con el decreto publicado en el Diario Oficial de ta 
Federación da 3 de Septiembre de 1993, establecen tal garantía en los 

siguientes términos: 

de 

"D••d• •l inicio d• •u proc•so HrA informado da lo• 
dllr•cho qu• •n •u favor conaigna ••ta Conatitucidn y t•ndr6 
dllr•cho a una de4'1rnaa adecuada, por •i por abogado, o por 
p•raona d• au confianza. Si no quiar• o no pu•d• nombrar 
d•f•naor, daapuO• d• habar •ido roqu•rido para hacerlo, •1 
Ju•z l• deai9nara un d•f•naor d• oficio. Tambitn t•ndr6 
d9r•cho a qu• au d•fanaor compar•zca •n todo• loa acto• d•l 
procaao y ••t• t•ndr6 obligacidn d• hac•rlo cuanta• VIH:•• 
•• la r•qui11r111 y ••• 11 

,- .llla.rio Ofii::ial ée 1¿¡ Federación_, Tomo CDLXXX., No. ~ J. 
septiembre de 1993 

., 
~Qf:ii:jal de lA Eedec:ac; j Oc, Tomo CDLXXX., No. 3, 

:eptiembre de 1993 
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De la lectura de este precepto nace la interrogante: 

lCual ea l• naturaleza juridic• d•l dafllnaar? 

Diversas teori~ tratan de responder al cuestionamiento 

anterior diciendo algunas que, responde al carácter de un mandatario, 

otras lo ubican como un au~iliar de la administración de Justicia, 

también se ha dicho que es un Simple Asesor, a bien, que tiene un 

carácter Sui Generis. 

Esta postura le da al da~ensor el car~cter de un 

~andatario, tal es el caso de los Códigos de Procedimientos Penales 

de 1880 y 1894, siendo que el primero de ellos disponia: 

Art. u.:s. "l.aa daf•naar•• puedan promover sin la nac••ldad 
de la pr .. ancia d• •u• defendida• las dlliganciaa qua 
creyeran canvanientaa, pera en al aJarcicia da au •ncar;o 
no contrariar'" las inatruccianas que de ella• hubieren 
recibido" 

El Código de Procedimientos Penales de 

establee í cu 

Art. 112 "Due loa dafllnaare• puedan promavar teda• la• 
diligencias o int•ntar todo• lo• racur•o• 1e;al•• qua 
creyaran conv•niante•, •Kcepto en al ca•o de que en auto• 
canata la voluntad dal proc•••do da qua no •• practiquen 
la• prtlHlr•• e da qu• no wa intenten los segundos, teniendo 
por tal voluntad la ccnforaid•d eKpr••• por 1•• ••ntanclae 
o autos, centra loa qua pudieran lnt•ntar•• racuraa1 que 
aal•i•mc, pu•d•n daaiatirae d9 la• dlli;encla• que hUbiaren 
110licltado o da lo• recuraoa que hayan intentado, •Kcepto 
en •1 ca•a d• que al pracaeado haya hoteho la prcmocidn 
intentando al racurao, pu•• entoncaa •1 desiatlmiento del 
deflln•ar no aurtlri• ningCn efecto". 

1894, 

Sin embargo, existen otras que lo contradicen 

sustentándose en que el mandato es un contrato por virtud del cual 

una persona llamada mandante da a otra. llamada mandatario, el ocder 

de ejecutar en su nombre uno o muchos actos juridicos. que de ser asi 

¡q 



el defensor en su carácter oe mandatario tendría que contar con el 

expreso consentimiento del mandante, o sea, el acusado quedando 

sujetas todas las actuaciones del mandatario a la voluntad del 

mandante. 

Al respecto, Gon~ález Bustamante opina que de ser así1 

11 En la interpa•icidn d• r•cur•a o de otro• m•dioa da 
dllf•n•a que conaa;ra la ley para impuonar las r••oluctone• 
Judicial•• n•c••lt&rl& contar con el ••pr••o con••ntlmlento 
del m&ndant•, que •• •l acusado y que sn cualq~¡ar momento 
podrla contrariar la• petlclon•• d•l mandatario' 

Por otra parte tenemos que, atendiendo a la fracción 

IX del artículo 20 Constitucional, reza1 

• ••• ai no qui•r• o no pu•dll nombra~ def•n•or d•apu6a d• 
haber •Ido r11qu•rldo para hacerlo, el Ju•z lo daalgnar' un 
dttf9nsor de ofic lo ••• • 

"El hecho d• que el defen•or daba ••i•tlr, Incluso •I ello 
.. nec••arlo, •• contra d• la voluntad del proce•aclo, nos 
peralta ya afirmar que no •• un mandatario de ••te, pua•to 
qua el aand&to •• •le111pr• llbr ... nta otorgado. Luago, no 
debe regir•• por lH r•11las c1e127 .. ndato, ni &Justar su• 
actos a la voluntad •1 proc•aado• 

.IL.2,2 AuxiH•c da la Admtntatr•cidn da Juattci• 

Otra postura es la que considera al defenGor como 

au~iliar en la Administración de Justicia, bajo este carácter el 

defensor tendría que romper con el secreto profesional, dando 

informes al inculpado y como ejemplo tenemos que Italia, durante el 

régimen fascista se le consideró al defensor como auxiliar de la 

Admin¿strac1on de Justicia, negando la de~ensa a individuos que eran 

considerados peligrosos para el orden sccial y político. siendo que: 

Gonz4laz Bustamante 
Mex ic:aoo". Edi t. Po,- r·U.a, S. A., 

Juan José, ~cho prgce5al 
10a edición, Héxico 1991, pág. 91 

" Zamora-Pi arce Je5ús, "Garantí as y Proceso penal", Edi t. 
~c..·rúr,. S. A •• •1a. edición. México 1990. pág 334. 



"el hacho da qua loa dalltoa político• o •ocia!•• •• 
prohiba a la AboQacía la d•~•n•a de loa criminales, 

~~~~f~~!~ ~~ e~~~=~~/~;~1E:~ad~~28~n•trum•nto abmdo, para 

Manzini señala que el defensor- penal no e~ un 

patrocinador de la delincuencia sino del Derecho y de la Justicia en 

cuanto puedan resultar lesionadas en la persona del imputadJ9. 

Este cor.cepto del defensor sólo se dio en los Estado 

totalitarios, ejemplo de ello, ya se mencionó a la Italia fascista 

también a la Alemania Nazi. donde se le obligaba al abogado a 

entregar su lealtad a los intereses del Estado, antes que los 

intereses de su cliente. 

JI 2 3 Rimpl• Agpsgr 

En cuanto a esta postura, que tampoco es bien 

aceptada, no se conci.be al defensor como un consultor o asesor, que 

sólo aconseje a su cliente, ya que es el principal defensor de los 

intereses de éste. 

11.2,3 Pa•tcido ayt G•n•rt1, 

La moderna doctrina procesal reconoce en el defensor 

penal una naturaleza compleja que le da diversos matices como asesor 

del procesado, de representante y de sustitutivo procesal de éste. 

así tenemos las siguientes opiniones.de diversos juristas: 

28 Ganz'l•z Bustamant11 Juan JosO, On11s Cj t ~ pág 93 

¡¡ 11azlnl citado por Gondlez Bustamanh Juan José ll¡¡.us 
cJ..t...... pág. 93 



Carnelutti señalaba: 

11 
••• al d•f•n•cn· en cier

0
toa ca•o•, l• compete el car4cter de 

su•tituto proc•••l· •• u 

Guarneri comenta: 

"• •• v•l"dader•m•nte, •l c:t.f•naor pmnal t i•n• una natUl"&l•Z& 
poli•drica, y una vec•• •• pr•senta como r•pr•••nñ•nte, 
atraa a•i•t•nt• y finalmanta cama auatituta praca•al" • 

Leone establece: 

11 
••• cant•mplando al defensor en •i confi;uracidn Q•n•ral, 

pr•acindianda par tanta, da aqualla• ca•a• •n qu• la l•y l• 
canfi•r• •xpre•amenta una paaicidn de raprvsentacidn ••• no• 
•ncantrama• •n pr•••ncia da una ••rie d• t•nt•tiva• 
•nc .. inadaa a d•finlrlo Jurldlcamant•• rapr•aantacidn1 
nunciatura1 •uetltucidn prac••al1 titularidad d• un aficio1 
r•lacidn a int•rua•• •ubardinada•. B• trata d• t•ntativa• 
cada UM4 da la• cual•• taca un a•p•cto d•l diaputa~ailOCI 
probl ... a, p•ra incapaz da rHalv•rla en •u int•gridad" • 

Por lo anterior, podemos advertir que a medida de que 

los avances técnicos del proceso penal son mayores, aumenta también 

la intervención del defensor, por lo que se puede afirmar que se ha 

convertido en el sustituto procesal del acusado, siendo por tanto, 

una institución autónoma con naturaleza y régimen jurídico 

aspecialo:s. 

II 3 1 D•T•naor P•rticul•r 

El proceso penal se encuentra enmarcado dentro de un 

tri~ngulo, en el cual en uno de sus vértices ubicamos a el dr;ano 

J(• Carnalutti Francisco, C119stiones 5gbr;::. el Proceso Penal", 
Ed1t. Jurídicas E1.1ropa-Amer1ca, Buenos Aires, 1961, pág 222-223. 

St Guarnari José, "Lac; parte en el Prgcec;p Penal" Edit. José 
H. Cajiga Jr., Mé>:ico 1952~ pág. 336 

Ed1t. 
574. 

Lacne Giovanni, ºTratado de Del"'ectig 
Jurídicas Europa-América, Buenos Aires, 

Procesal Penal", 
1961, Tomo V, pág 



Juri•diccianal, que se encarga de la regulación del procedimientc; en 

otro, al Hinist•rio POblico, que lleva la acusación, apoyándose en su 

capacidad técnica, sus eMperiencia, en respaldo pericial~ archivos y 

policías; y -finalmente al imputado, cuya personalidad se ve 

Tue~temente afectada psíquica y moralmente, por la detención. el 

encarcelamiento, el ejercicio de la accidn penal y en fin, todo 

aquello que conlleva tal situacidn, y al que habrá de prestarle 

awdlio para nivelar en lo posible las normas dentt·o de la contienda 

jurisdiccional. 

Sin embargo no en todas las épocas de la historia se 

ha pensado de igual manera, pues, la Política Criminal es la que 

determina -finalmente la posibilidad de defensa o la negativa de ese 

derecho, en que va de por medio la libertad personal. 

Miguel Fénech al referirse a la deTensa nos habla de 

la defensa genérica y de la defensa especíTica o procesal~ 

argumentando que: 

"La def•n•a Q•n6rica •• aquella qu• llava a cabo la propia 
at• por •í, m•diant• acto• con•tituido• por accion•• u 
ami•iane•, •ncaminada• • hac•r pro•p•rar o a i1tpadir qu• 
pro•p•r• la actuacidn de l& pr•t•n•idn. E•ta el••• d• 
dltfen•• no •• haya regulad• por al dar•cho con norma• 
l111p•ratlv••• •lno con la conc••idn dtl det•rminado• d•r•cho• 
in•pi~ado• •n •l conocimi•nto d• la natural•z• humana, 
11111dlant• la prohibicidn d•l 11111pl•o dtl lftRdlo• coactivo•, 
tala• coma el Juram•nto, cuando •• trata d• la part• 
acu••d• y cualqui•r otro gtnoro d• coacclon•• d••tlnada• • 
obt•n•r por fuarza y contra la voluntad d•l •UJ•to una 
dmclar..acidn d•l conoclml•nto qu• h• de r•pmrcutir •n contra 
9uyanJJ. 

ll F6nach Miguel, 
Barcelona~ 1951 Tomo I. p~g 

"Derecho 
359 
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Respecto a la defensa especíTica o procesal, que 

también suele llamarse profesional. Fenecht apunta: 

"E• la qua lleva a cabo ya no la parta mi•ma, •ino par 
p•r•ana• qu• tl•n•n cama prafe•idn el •Jerclcia de eeta 
funcidn t6cnica-Jurldica de defensa d• la• partea que 
act6an en el prace•a penal, para poner de relieve •ue 
derecha• y contribuir can •u• canaci11ienta• a la 
arientacidn y dlreccidn de arden y consecuencia de la• 
f~::";i~~= ~fªml~=~~.per•igue y, •n definitiva. facilitar 

Fénech, adem~s se reFiere a la defensa en sentido lato 

y dice1 

"E• toda actividad de la• perte• encaminada• a hacer valer 
en el procesa au• derecha• e interelin en arden a la 
actuacidn de la proteccidB punitiva a de reaarcimiento en 
eu casa, a para impedirla" • 

Para el mi•mo autor la defensa en sentido estricto es: 

" ... la actividad de la• parte• acueada•, i11putado y 
re1poneable civil enca•lnadee • oponer.. a la actuacidn de 
la• pretenalon•• punitiva• y de reeercieienta, en •u caeo, 
~ .. !:~:!:u.• les mi ... •e hac•n valer par la• parte• 

Dentro de la defensa en sentida estricto, Higual 

Fénech distingue además, a la defensa en sentido negativo y a la 

deFensa en sentido positivo. Entiende por deFensa negativa1 

• ••• a la qu• •• realiz• ined!ant• n•gaciacione• provi•t•• a 
acompaRadaa e no de pru•ba•, dll laa a~irmacicnas o 
alegacianaa efectuada• par la• parta• acu•adara•••• En 
tanta, d•f•n•a en •entido pa•ltivo, •• la que .,. lleva a 
cabo mediante contra alegacian•• y contra prueba• 
deatlnada• a daatruir a dejar •In valor, o al mena• 
di•minulr, •l contenido o •lgnlflcacidn d& la• alegaclane• 

l4 F6nach Miguel, DIJUS ci:t., Tomo I, pág. 359. 

)5 FOnech Miguel, Om1s cit .• Tomo !, pág. 340. 

.. Fénech Miguel, Op11s cit.• Tomo 1. p.ig • 340. 
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y pru•bas d• la parta acuHdora"ll, 

• 11.3 2 Dwf•n•or de Dftcto. 

Como sabemos, el procesado siempre será "oldo por &i o 

por p•r•ona da su confianza", de manera que, cuando aquel no opta por 

lo primero o no seRale persona o personas de su confianza que lo 

defienda, el Juez de la causa le presentará la lista de los 

defensores de oficio para que elija el que o los que le convenga; mas 

si el procesado no procede a ello, queda obligado el Juez nombrarle 

uno de oficio. 

La defensoría de oficio tiene por objeto patrocinar a 

todos loa procesados que carecen de defensor particular. En el orden 

federal en la justicia de fuero común, el Estado ha instituido 

patrocinio Qratuito en beneficio d& quienes estando involucrados en 

un asunto penal, carecen de medios económicos para pagar a un 

de~ensor particular, o aun teniéndolo, no lo designan. 

Las atribuciones y el funcionamiento de la defensoría 

de oficio se regulan en el orden ~ederal, por la ley publicada en el 

Diario Oficial de la Federación del 9 de ~ebrero de 1922 y por el 

Reglamento de la Defensoría de Oficio del Distrito Federal del 29 de 

junio de 1940 en el ámbito local. 

En el fuero federal, el jefe y los miembros óel cuerpo 

de defenGores, son nombrados por la Suprema Corte de Justicia y 

residen en donde tienen sus asientos los poderes federales, algunos 

están adscritos a la Suprema Cortes de Justicia de la Nación y los 

demás, a los Juzgados de Distrito y a los Tribunales de Circuito. 

37 F6nach Miguel, Op11s cit., Tomo 1, pág. 340. 
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La defensoría de oficio en el fuero comOn en el 

Distrito Federal, depende del Departamento del Distrito Federal, 

quien hace la designación del jefe de los defensores. Se les adscribe 

a los ju2gados atendi8ndo p~ra ello, el no.mero da asuntos que se 

ventilen. 

Como regla general, se puede afirmar que todos los 

defensores de oficio deben ser aptos para el cumplimiento de sus 

funciones, sin embargo, hay algunas ocasiones en las que se presentan 

causas que por su importancia en relación con el proceso, les 

inhabilitan. 

El Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federa, no reglamenta esa situación para los defensores particularesi 

sólo se refiere a los de oficio e indica en si artículo 5141 

La• dttfen11C1r•• d• oficia padr•n •Mcu•ar .. 1 I.- Cuando 
interv•nQ• un defensar particular1 y II.- cuando ftl 
ofendida a perJudicada por el delito ••• el •lama cltlfenaar, 
•U cdnyug•, .u• pariant .. en l{nea r•cta •in liaitacidn dtt 
Qr•da, a a• ..fiOlat•ral•• canaangu·,neaa a afin•• dentro del 
cuarta Qr•da • 

En el fuero militar existe un cuerpo de defensores de 

oficio para los casos en que haya necesidad de otorgar defensa 

gratuita. 

Son designados por el Secretario de la Defensa 

Nacional y se adscriben al lugar donde se requieren sus servicios. 

En los Estados de la República, el Ejecutivo Local 

designa al jefe de la defensoría de oficio y a los integrantes de 

ésta. Regularmente e~iste un defensor adscrito a cada uno de los 

~·t rddigp de 

E.e.d.e !:al... 
Proc::edimigntos Penales para 
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Juzgados de Primera Instancia y otro adscrito al Tribunal Superior de 

Justicia. 

Jt.3.2.1 En el fuero comOn 

La defensoria de oficio en el Fuaro Común, sobre esta 

materia se encuentra establecida en el Reglamento de la Defensoría 

del Fuero Camón en el Distrito Federal de fecha siete de mayo de mil 

novecientos cuarenta y publicado en el Diario Oficial de la 

federación de ese mismo aAa, estando integrado por treinta y ocho 

artículos que componen siete capítulos, en los cuales se encuentra 

contemplado también la defensoría de oficio en materia Civil, y se 

regula entre otras cosas su organización, función competencia, 

atribucione» y sanciones. 

JJ.3.2,2 En el fuarg f'«deral, 

Las leyes adjetivas contemplan como ente juridico al 

defensor en la etapa de averiguación previa, así lo constatamos en el 

artículo 134 bis para el fuero común y el 128 para el fuero federal, 

en ambas normas procesales se establece el derecho a su designación, 

pero en ninguno de estos dos casos se precisan los limites de su 

actuación. por ende debemos remitirnos a que la base de su actividad 

está depositada sin lugar a dudas, en que dispone nuestra Carta 

Magna, posteriormente analizaremos con mayor detenimiento las leyes 

que rigen la Institución de la Defensa en MéMico. 

II.3.2.3 En el Fu•ro Mtlit•r· 

La reglamentación de esta defensoría de oficio y la 

organización de su cuerpo de defensores se encuentra en el Código de 

Justicia Militar de fecha 28 de Agosto de 1933, no obstante el fuero 

militar cuenta con su Ley Orgánica del Ministerio Público y Cuerpo de 
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Defensores Militares de fecha 4 de junio de 1929 constituida de 3 

Títulos~ 27 artículo y 1 transitorio donde se consigna su entrada en 

vigor el día lo, de Julio de 1929. 

Esta LeY tiene disposiciones similares a la de los 

otros fueros tales como atribuciones y deberes de los defensores 

mi~itares, correcciones disciplinarías. organización y 

funcionamiento, etc. 

JI. 3.3 D•f•n11Qr de Confianza, 

En rigor jurídico no sa puede hablar de un 11 dafensor 

de confianza 11
, esto más bien obedece que dada la vigencia del caso el 

legislador pensó en que el ase~oramionto legal no solamente.debería 

P• provenir del defensor da confianza, sino de otro exP•rto en 

derecho en el cual se e&tuviesa confianzA por sus conocimientos y 

pericia, generaleente el de~ensor de confianza si representa un apoyo 

moral para la persona involucrada en un hecho delictuoBo. 

Desde luego esta acepc'ión tiene ba•e y fundamento en 

nuestra Constitución, en el Artículo 20 fracción IX el que p&rmite la 

presencia da la persona de su "confianza" en quien recaerá la 

responsabilidad de defensor al acusado, esta primera parte de la 

fracción que se comenta prevé varías hipótesis siendo la primera la 

del derecho que tiene el acusado de defenderse por sí, o por persona 

de su confianza, o por ambos su determinación y en caso de no tener 

ninguno se le nombrar~ uno de oficio. 

Considerando importante mencionar que anteriormente a 

la reforma y adición dE fech~ 3 de septiembre de 1993 al ar"tículo 20 

const:-~cional. e$ta multicitada reformada fraccidn hacia referencia 

al derecho del acusado de nombrar· defensor desdE el momentc; en oue 



era aprehendido; término este último que considero desafortunado, 

puesto que sólo puede librar ordenes de aprehensidn el Organo 

Jurisdiccional, de tal suerte~ que se presuponía que el acusado tenia 

derecho a nombrar defensor cuando éste se encontrara a disposición de 

un Juez. 

Como veremos en el siguiente capitulo, actualmente el 

derecho a la defensa a quedado constitucionalmente establecido 

durante la averiguación previa. 

11,4 Funcione• d@l Dwfwn1gr, 

Para ol maestro Mario Oderigo. el defensor tiene una 

sala f'unción: "El defensor cumple una .función de orden público, en el 

sentido que su accidn va encaminada a la consecucidn de una finalidad 

social, cual es la de impedir que la ignorancia y el egoísmo agravien 

injustamente la situación del procesado, vale decir que, en tal 

medida, colabora para la más ajustada realización del Derecho Penal 

11aterial.39 

Acerca de la funcidn que tiene el Abogado defensor con 

respecto a su cliente, en el procedimiento penal, el Maestro Jorge A. 

Claria Olmedo, divide estas funciones en dos: 

"Lo asiste material y técnicamente aconsejándolo, 

integrando sus deficiencias en la apreciación de los hechos, 

patrccinándolo jurídicamente en lo sustancial y en lo formal, 

controlando la actividad de los otros sujetos y personas 

intervinientes en el proceso, representándolo en algunos acto5: o 

actuando al lado o en interés del imputado, sin instituirse en ningún 

:9 Oder'iQO Mario A., 11 Derecbp Prm:esal Penal", Edit. Idees. 
Buenos Aires, Argentina 1952, Tomo II, pág. 310 
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momento en consorte, sustituto procesal 

coadyuvante" .•o 
o tercero adhesivo o 

B> Funcidn Representativa1 

11 La asistencitil por medio de la represantacidn se 

muestra en cuanto al defensor actóa en el proceso sin la presencia 

afectiva del imputado pero en nombre e int~rés de éste, es decir, 

para hacer valer los intereses qua la lay confiere al sujeto penal 

pasivo del proceso. 

Los efectos Jurídicos emergantas de su gestión recaen 

sobre al mientras no RHtralimiten las ofuncionws 

r•presentativas de la ley procesal, y su origen en el nombramiento y 

aceptación del cargo. El efecto de le funcidn representativa se 

proyecta en al patrocinio penal, 

patrocinante la not• de praamiencia'r4t. 

diindole a la persona del 

4{i Clara Olmedo Joro• A., 11 Trr1t;a.dn de Derecho procesal 
~' Edit. Har, S.A.,Buenos Aires Argentina, 1963, Tomo 111, 
pág. 142 

' 1 Claria Olmedo Jorge A., Opus Cit , Tomo I lI, pág 194 



CAPXTULO TERCERO 

ORDENAMIENTOS LEGALES QUE RIGEN A LA INSTITUCION DE LA 
DEFENSA EN HEXICO 

111 Cnnwtttuctdn pal(ttc• efe Jnw E•t•dow Unido• 
Mwvlc•nn• 

La etapa de la Averiguación Previa en el procedimiento 

panal consi&te en la preparacidn y ejercicio de la acción penal que 

realiza el Hinisterio Público a ~in de comprobar el cuerpo del delito 

V la presunt~ ra&pcnsabilidad del inculpado, teniendo la acción penal 

como origen al delito y compete su conocimiento al Ministerio 

P{tblico, por disposición constitucional, pues de conformidad con el 

artículo 21 da la Carta Magna, éste tiena el monopolio del ejercicio 

de la acción penal. 

La defensa en la primera etapa del procedimiento 

penal, es decir, en la Averiguación Previa, cuyo fundamento 

constitucional lo encontramos en el artículo 20 ~racción novena y 

pentlltimo párrafo del mismo, trae consigo el hecho de que exista un 

equilibrio en las diligencias de actos violatorios de los derechos 

del inculpado, toda vez, que la participación del defensor trae como 

consecuencia, procesalmente hablando, que la Averiguación Previa 

adole:ca de vicios, implicando la defensa en esta etapa del proceso 

personal un beneficio para el indiciado, pues estará acompa~ado en lo 

sucesivo por un Abogado defensor en todas las diligencias que se 

realicen ante la autoridad investigadora, la de.fensa en la 

Averiguación Previa en consecuencia, debe empezar su cometido desde 

el momento mismo de la detenc16n del inculpado. 
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Anteriormf:!nte ul decreto del 3 de septiembre de 1993, 

que c~mo ya lo habíamos mencionado, reforma el ortículo hoy objeto de 

nuestro estudio, antre otros, establecía: 

"En todo juicio d•l ord•n criminal t•ndr' •l acu•ado l&• 
•IQulent•• garant,aa1 

IX, S• l• olr' en d•f•n•a por aí o por p•r•ona da •u 
confianza, o por ambo•, .. Qdn •U voluntad. En caao d• no 
t•nmr qul•n lo d•fi•nda, •• l• pr•••ntar' li•ta d• 
dmf•naor•• d• oficio para qua •lija •l qu•, o lo• qu• l• 
convengan. Si •l acu•ada na quier• nombrar d•fansorea, 
d9apu6• d• ••r rmqu•rido d9 hac•rlo, al rendir au 
dllclaraciOn prmparatoria, al Juez l• nombrar' uno da 
oficio. El &cuaedo podr' nombrar d•f•n•or d••d• •l mDlltlnto 
en que ••• aprendido, y teridr' derecho a qua ••t• •• hall• 
prea•nte •n todos lat1 acto• dml Juicio1 pero tendr4 
obligación de hacerla campar•c•r cuanta• vwc•• se nacesite, 

y ···" 
En torno a este precgpto constitucional se desprendía 

qua existían diver6as momento& procedimentales para el nombramiento 

dttl defensor: 

a) En la declaración preparatoria, ya qua el presunto 

raeponsable tiene derecho a nombrar dS'fensor particular o de oficio; 

pero si ni lo quiere hacer, después de haber sido requerido para 

ello, el juez tiene que nombrarle uno de oficio. 

Este derecho del presunto responsable y obligación del 

jue:z, no se circunscribe al acto de la declaraciór., va que el 

presunto responsable, podrá revocar al ya designado, teniendo derecho 

a nombrar defensor particular o de oficio~ si no lo hace el juez lo 

hará para evitar dejarlo en estado de indefensión. 

b> En esta fracción IX del referido artículo se 

est~blec:.ía que: 

"· •• El acusado podrá nombrar defensc.r desde el 1i1omento 

en que sea aprehendido y teí'drá derecho a que és~e s-e halle preser.:e 
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en todos los actos del juicio; ••• 11 

Los términos acusado, aprehendido y Juicio, no fueron 

interpretados literalmente~ y aunque era con.fusa en su redacción. el 

artículo 20 constitucional otorgaba el derecho a la defensa desde el 

momento de la detención, asi tenemos que la palabra acusado debe ser 

interpretada en el sentido estricto jurídicamente hablando, como el 

presunto responsable o la persona respecto de la cual existen datos 

suficientes para suponer Fundadamente. 

En cuanto a la palabr~ aprehendido, empleada en esta 

fracción, dicho concepto se entiende como el estado a través del cual 

•1 sujeto está privado de su libertad, ya sea por que se trate de 

flagrante delito, de notaria urgencia, al respecto y en el sentido en 

al que h•mos tratado el significado de la palabra "aprehendidoº 

algunos autores han opinado, como la Doctora Olga Islas de González 

Mariscal y el Doctor Elpidio Ramíre•• 

"11 acuudo podf26 nombrar dltf•n•ar cla•d• •l •omento •n qu• 
H• apr•hendido 

El artículo 16 congtitucional sirve de apoyo para 

hacer ver que nuestra Carta Magna emplea como sinónimo orden de 

aprehensidn y orden de detención ya que establece que en los casos de 

flagrante delito cualquier persona puede aprehender al d~lincuente. y 

también tratándose de notoria urgencia la autoridad administrativa, 

bajo su más estricta responsabilidad decretará la detención de un 

acusado. 

4: 1•1•• Ol;a y Ruir•z Elpidio, El Sistema Pro;;esal Pena; 
pn la Cgn5tit11ción 11 , Mé>eico, Edit. Porrl.Ja, S.A., 1979, pág 22. 
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En otro orden de ideas, la palabra aprehensidn de la 

anterior fracción IX del artículo 20 Constitucional, debería de ser 

interpretada como la detención, pues como dice García Ramírez, en 

cuanto al momento de nombramiento de defensor la $Upracitada fracción 

es explícita: desde el momento en que sea aprehendido <el indiciado). 

Dicho tratadista explica que l• voz •prehan•idn ••puede interpretar••• 

favor r•i, como •indnilllD d• d•t•ncldn, o bi•n, •n t6rmino• m•a 

rl;urDtlD•, como •Pr•hen•ldn •n ••ntido ••tricto, ••to ••• como 

•Jmcucidn da un 1Hndftali•nto da •utorid•d".43 

Por Gltimo, la palabra juicio utilizada en la tantaS 

veces citada fracción IX, no debet·ía de entenderse en los términos de 

la fracción III del artículo ta. dal Cddigo Federal de Procedimientos 

Penales, pues de entender el t4rmino ºJuicio", como al cúmulo de 

diligencias que se realizan exclusivamente ante la presencia del 

órgano jurisdiccion•l, haría nugatoria y en consecuencia quedaría 

anulada la posibilidad de que el presunto responsable pueda nombrar 

defensor desde la fase de Averiguación Previa~ conculcando en su 

perjuicio tal beneTicio, pues tal darecho es en nuestra opinión una 

garantia consagrada en la Constitucidn y en el Cddigo adjetivo del 

fuero común y en la Ley de Ampara. 

Con fecha 8 de jdl io de 1993 fueron turnadas para su 

estudio y an~lisis a las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos 

Conetitucionales y de Justicia dos iniciativas. una de ellas 

consistía en el proyecto de Decreto que reformaba. entre otros 

articulo el 20 constitucional. 

•· García Ramírez Sergio, "CHrso de Derecho Procesal Penal 11
, 

Edit. Porrúa, S.A. Mé>:ico. 1974. pág. 231 



La exposición de motivos que acompañaban a las 

iniciativas, planteaba, como parte de la reforma del Estado, el 

ámbito de las garantías individuales en materia penal, señalaba que 

era necesario establecer disposiciones en cuya virtud, los 

particulares hallasen en la norma jurídica, tutela y protección con 

respecto a los actos de las autoridades, que tienen a su cargo, la 

bósqueda a impartición de la justicia. 

El articulo 20 de la Constitución Políticn de los 

Estados Unidos Mexicanos, contempla todas las garantías que el Estado 

debe respetar a los inculpados en el procedimiento penal. Es de tal 

tenor que la reforma que se planteó contiene los siguientes cambios 

que se eKprasan en el encabezado del citado artículo. 

La reforma sustituyó el término "juicio de orden 

criminalº por el de "proceso de orden penal 11 al considerarse qu~ la 

eMpresión clarifica la fase del procedimiento penal que es 

competencia del jue%. Algunos legisladores cuestionaron el empleo de 

aquel término porque se contrapone con el de "juich1 11 al que se 

refieren los artículos 14 y 23 de la Constitución. Tal observación 

fue desechada, ya que en su redacción íntegra el artí;:ulo 20 

constitucional plantea que el concepto de Juicio compr2nde las fases 

jurisdiccional y 

contradicción. 

previa por lo cual se superó la aparente 

A mayor abundamiento, se reafirma la vigencia de las 

garantías en la fase jurisdiccional, cuya adopción es posible por la 

estructura acusatoria del proceso, y se e>"tiEnden aquellas a la fase 

previa en lo que se adapte a la naturaleza administrativa de la 

misma. 
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El viernes 3 de 5eptiembr·e de 1993 aparac:e publicado 

en el Diario 0-ficial de la Federac:ión el multicitado articule, A 

continuación transcribo integra su publicación: 

ARTICUL.O 20.- En todo proc••o d• ordlln p•n•l, t•ndr' •l 
inculpado las •ii;¡ulentes garantlaSI 

I, ln.,.dlatament• qu• lo sollclt•, •l Ju•z d•b•r' otorgarl• 
la llb•rtad provisional bajo caución, sl•mpr• y cuando •• 
i;¡aranticD •l llDnto ••timado d• la reparación d•l daRo y d• 
las 1anciona• p.cuniarias qua an •u ca•o pu•d•n imponers• 
al Inculpado y no H trat• d• dlllitoa •n qu• por su 
;ravadad la lay •Mpresamanta prohiba concadar ••te 
bllneficio, 

El monto y la 'forma d• caución qu• •• fiJ• d•bllr'n ••r 
·~ulbl•• par• •l Inculpado. En clrcunatancl•• que la l•Y 
determina, la autorid&d judicial podr6 disminuir •l monto 
de caución lnlcial1 

El ju•z podr' r•vocar la libllrtad 
proc:a•ado incumpla en fer•• ;rav• 
oblig•cionea qu• an Urminoa d11 l•Y 
•n razdn 1191 proCHOJ 

provisional cuando •l 
con cualqui•r• dtl la• 
•• ct.riv•n a •u caroo 

ll, No podr' ••r oblii;¡ado a declarar, Qu•d• prohibida y 
.. r, •ancionada por la lay p•n•l, toda incomunicación, 
lntl•idacidn o tortura. L.a conf'trsión randida ante cualquier 
autoridad distinta dlll Hlni•t•rio POblico o d•I Ju••• o 
ante •sto• ain la aaietancia dll su deftinsor car•c•r4 d• 
todo valor probatorio. 

U!. 

v. a vn. 
VIII. Ber4 juzi;¡ado ant•s dll cuatro m•••• •i •• tratar• d• 
dttlltos cuya pena m'Mi.,. no ••c•d• d• dos •Ro• da prisión, 
y ant•• do un ª"º •i la pena exc•dier• dll ••a tiempo, &alvo 
que solicite mayor plazo para su d•f•n••· 

IX, D .. d• el inicio da au proc••o ••r' infor01Ado d• lo• 
dllrecho• qu• an su favor conelgna ••t• Constitución y 
t1ndr4 d•r•cho a una d•fan•• adecuada por et, por abogado, 
o por p•r•ona dll su confianza. Si no qui•r• o no puad• 
nombrar defan•or, daspu6s d• haber •ido r•qu•rido para 
hac•rlo, •l Ju1z l• designar' un d•f•n•or d• oficio. 
T1mbi•n t•ndr• der•cho a qu• •u d•Tmn•or comparazca •n 
todos lo• actos d•l proc••o y 6•t• t•ndr' obligación el@ 
h1c•rla cuantas vwc•• •• 1• requiera1 y 
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x. 
~aa garantlas prRvist•& an las fracclonRs V, VII y IX 
tambltn a•r•n ob••rvadas duranta la avariouación previa, en 
loa ttrmino• y con loa r•quisitos y llmitae qu• las leyes 
establezcan1 la previsto en la• fraccione• I y II no eatar• 
auJ•to a condición alouna. 

En todo proceso panal, la vtctlma a el ofandldo por al;On 
delito tendr• der•cho a r•cibir aa•aor!a Jur{dica a qu• se 
l• satisfaga la reparación d•l daRo cuando pracada a 
coadyuvar can al Hinistario PObltco, a qua •• le prast• 
atancidn '"*dlca d• uro•ncia cuando raqui•r• y, loa dRmll 
qua ••Ralan las l•Y••· 

Respecto a la reforma de la fFacción IX y del 

penóltimo párrafo, transcritos anteriormente y que se re~ieren a la 

garantía de defens~ durante la averiguación previa, podemos comentar 

que el objetivo que persigue responde a las necesidades y exigencias 

de un Estado de Derecho. consistente en garantizar el derecho a una 

defensa adecuada. la defensa del inculpado podrá realizarse desde el 

inicio del proceso por s1, por abogado o por una persona de la 

confianza de aquél. 

La defensa adecuada consiste básícamente en las 

siguientes actuaciones de la defenma: 

1. La aportación oportuna de pruebas idóneas; 

2. La promulgación de los medios de impugnación frente 

a los actos de autoridad que a~ecten los intereses legítimos de la 

d&fRn&af 

3. La argumentación sistemática del derecho aplicable 

al caso concreto y; 

4. La utilización de todos los beneficios que la 

legislación procesal establece para la defensa, a fin de evitar los 

riesgos de error judici~l, es decir. los de injusto condena. 
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llI.2 Cddign F•d•ral da Proc•dfmipntg• pwnal•a. 

El derecho a la defensa dentro de la averiguación 

previa queda establecido en el título segundo que aparece bajo el 

rubro de 11 Averiguación Previa 11
, en el capítulo JI denominado "Reglas 

especiales para la práctica de diligencias y levantamiento de actas 

de policía judicial" del Código Federal de Procedimientos Pemlles, en 

loe artículos que a continuación transcribo para su mejor 

comprensión: 

ART, 127 bl•.- Toda par•ona qua haya da rendir daclaracldn, 
an lo• ca•o• da lo• artículo • 124 y 12!5, tandr' derecho • 
hacerlo ••l•tldo por un abogado nombrado por 61, 

Esta artículo hace referencia al 124 y 125 d81 mismo 

prdenamiento que rezan: 

ART. 124.- En al ca.a <191 artículo anterior, •• procadar4 a 
lllivantar al acta corra•pondlant•,m qua cont•ndr'• la hora, 

_ftlcha y llDdo an qu• .. tanva conoclmlanto da lo• hacho~1 al 
niilibr• y 91 car•ct•r da la P•r•ona qua dio noticia d• 
a11o•, y •u d•claracldn, ••í coao la d• ID• taatl;o• cuyo• 
dicho• ••an m.t• l11portanta• y -la d•l Inculpado, •I •• 
ancontra•• pr•••nta, lncluyando al grupo etnico lndíg•na al 
qua p•rt•n•c•, •n •u ca•o• la da•crlpcldn d• lo qua haya 
mido obJ•to cltt lnspaccldn ocular1 loa nombra• y domicilio• 
da lo• taatlgos qua no •• hayan podido aHaminar1 •l 
ra•ultado d• la obsarvacldn da las particularidad•• qua •• 
hayan notado a raíz de ocurridos la• h•choa, •n la• 
p•r•onaa qua •n all•• intarv•nganJ las RMtdidan y 
providencia• qua aa hayan tomado para la lnvaatigacldn d• 
loa h•chos, así como loa dam'• datos y clrcunatanciaa qua 
•• ••tima n•c••ario hac• constar. 

ART, 124 bia En la avar!guacldn previa an contra ch 
parwonaa qu• no hablen o no •ntiendan auficiwntemente el 
cast•llano, •• l•• nombrar' un traductor d•sda el primar 
día da au datancldn, quian dabar4 aalstlrlaa an todo• la§ 
acto• procadim•ntales sucesivos y en la correcta 
camunic•cidn que haya da t•n•r can su defenaor a •l 
traductor qua mgjoren dicha comunic&cidn. 

ART. 125.- El Mlniatarlo POblico qua Inicia una 
averiguación pravi& podr4 citar par• qu• declaran sobra los 
hachos qua sa averigUan , ~ las p•raona» qu• por cualquier 
concepto participan en ellos o aparezcan tenoan datos ~abra 



lo• mismo•. En el acta •• har4 con•tar qui6n m•ncionó a la 
p•r•ona qua haya de citar••• o por qu• motivo el 
funcionario qu• practlqu• la• dlllQ•ncla• ••timd 
conveniente hacer la citacidn. 

ART. 128.- Cuando al inculpado fu•r• aprehendido, detenido 
o •• pr•••ntar• voluntariamente, •• proc•dsr' de inmediato 
de lA •iouient• formas 

I, S• har' canatar al día, hora y luQar de su detención, •n 
su caso, ••! como el nombre y car90 d• quien•• la 
practlc.aron1 

11. B• l• har4 •ab1r la imputacidn qu• •Kiut• 1n su contra 
y en su caso, •l ncmbr• d•l denunciant•, así cama loa 
•iQulentH darecho11 

a) El de comunicar•• iNl•dlat•m•nta con quien astlma 
convani•nt•s 

bl El d• de•i9nar 1in domara peraona de su confianza para 
qu• lo defienda o auMili•, quien tendrt derecho a canecer 
la n1tur1l•za y causa de la acuaacidn, y 

el El de no declarar en •U contra y de no declarar •i a•i 
la d••••· 
Para loa afecta• de lea 
utilizar •l tel6fona 
cCllllnicacidn. 

inci•a• al y b) •• la permitir• 
a cualquier otra medio dlt 

111, Cuando •l detenido fuere ind!Q•n~ qu~ ne habla 
cast•llano, •• l• dasi9nar• un traductor qulmn l• har• 
•aber le• derecha• a qu• •• rttfl•r• la fracción anterior. 
Bi a1 tratar6 d• un •KtranJ•rc, la dat•ncidn •• comunicar• 
da irnn•dlato a la rapr•1antacldn diplDlll•tica o can1ular que 
carrenpand11 

IV. El Hinlstario Póblico recibir' la• prumba• qua al 
dat•nido o •u dmf1nsor aparten d•ntro da la averiguacidn 
previa y para los fin•• de asta, qu& &a tcmar~n an cu•nta, 
como l•Qalm•nte corrasponda, an al caso d• la ccnat;nacidn 
a d• libertad dal detenido, en su caeo. Cuando no ••a 
po•lbl• •l desahogo d• pru•bas ofraclda• par •I d•t•nido o 
1u d•~•n•or, el juzoador ra•olvar4 Gobra la admisldn y 
pr~ctica de la• mlamaa, y 

V. En todo ca•o, •• mantendr4n 1eparAdo~ a loa hembra& y a 
las mujer•• •n 101 luo•r•• dv d•t•ncidn. 

Ü~§Qa ~I mamonto •" qui •• det•rmin• la d1tencldn, el 
Ministerio POblicc har4 •ab•r al d•t•nldo la imputn~i~A ~~@ 
§@ 11 hacR y el d•r•cho que tivna para designar persona que 
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la d•fi•nda, daJanda can•tancia d• ••t• natificacidn •n la• 
actuacian••· El Mini•t•ria POblica r•cibir• la• pru•b•• qUD 
•1 d•t•nido a 1u dof•naor opartunam•nt• apart•n d•ntra d• 
la av•riguacidn pr•via y para loa fin•• d• ••ta, qu• •• 
t0111ar•n •n cu•nta, como lagal .. nt• carr•apanda, an •l ca•c 
do can•ignacidn a llb•racidn dol dot•nldo, •n •U caao, 
Cuando na ••a pa•lbl• •1 pl•na dlt9ahogd d• pru•b•• da la 
d•f•n•a, •• r• .. rvar•n la• dar•cho• d• ••ta para afr•c•rla• 
ant• la autoridad Judicial, y •l Mlnl•t•rla POblica har• la 
can•ignacidn •l ••t•n •ati•f•chaa la• r•qui•ita• para al 
aJ•rclcia d• la accidn. 

Los articulo anteriores se proponen ~ortalecer los 

principios de libertad y de seguridad jurídica, salvaguardar los 

derechos humanos en materia de procedimientos penales, considerando 

loa 4mbitoa legitime• de actuacidn de la autoridad, tanto en la etapa 

,indaga.ter ia y persecutoria de los delitos ~omo en la etapa 

propiamente jurisdiccional de todo procedimiento de este orden. 

IIX,:s Cddign de Prac•dimt•nto• pwnalmn p•c• pl 

El at"t{culo 270 del Cddigc adjetivo en ref'arencia fue 

re.formado por al artículo 20. d•l Decreto del 22 de Diciembre da 

1990, entrando en vigor el lo. de diciembre de 1991. dicho numeral 

anteriormente a su reforma establecíiu 

"Antes de t1-asladar al presunto reo a la c.i.rcel 

preventiva :.e le tomarán sus generales y se le identificará 

debí damente haciéndole saber el derecho que tiene para nombrar 

defensor. Este podrá previa la protesta otorgad• ante los 

funcionarios del Ministerio Público o de la polic1a que intervenga, 

entrar al desempeño de su cometido". 

40 



Es decir, el Ministerio Público co.,+or.Tie a lo 

establecido en ~l anterior precepto no tenia obligación de nombrarle 

defensor al presunto responsable en la fase de Averiguación Previa, 

sino sdlo una vez qu9 fuese consignado. 

Por otra parte, Cervantes de Castillejos, opina que el 

texto legal transcrito al establecer ql•e 11•1 defensar antrar4 en el 

dH•mp•lta d9 au cantan! da". ••taba Indicada qu• H pad(an apartar 

pru•baa y participar •n •l d•carralla d• •lla• en la Av•rtguacidn 

Pr•via.14 

Sin e~bargo, esto en la pr~ctica siempr~ fue nugatoria 

por oposición purm~nente da la autoridad investigadora a la presencia 

del defensor en esta etapa del procedimiento penal. 

"Antes de trasladar al presunto rasponsable a la 

cárcel preventiva se le tomarán sus generale$ y se le identi~icará 

debidamentaz El Ministerio Póblico recibirá las pruebas que el 

detenido o su defensor aporten dentro de la Averiguación Previa y 

par• loa fines da ésta, que se tomarán en cuenta como legalmente 

corresponda, en el acto de la consignación o de libertad del detenido 

en su caso. Cuando nO sea posible el desahogo de pruebas ofrecidas 

por el detenido o su defensor, el ju~gador r-esolver~ sobre la 

ad11isi 6n y práctica de las mismas". 

El artículo anterior encuentra apoyo jurídico en el 

artículo 134 bis, párrafo final del mismo ordenamiento, el que en lo 

conducente señala: 

44 C•rv•nt•• da Ca•tillajoa l"finarva. "La Defensa en la 
Ayprig11acido Previaº, Anuario Jurídico del Instituto :fo 
Investigaciones Jurídicas, UNAM. México, 1985, Año XII, pág. 349 
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"Las d•tenido•. dasd• al momento de su aprahanaidn, podr'n 
nembrar abo;ado e persona de au confianza que •• •ncar;ua 
d• au d•fanaa. A falta da una u otro, al Ministerio POblico 
la nombrar4 una de afie io. 11 

Desde el punto de vista practi~o, este artí~ulo tiene 

gran importancia~ pues con él el legislador local reconocía la 

correcta interpretación de 1 unterior artículo 20 fracción IX de la 

Constitución ya que en esos momentos todavía no había sido reformado. 

Por otra parte, el análisis que se e~ectúa también 

encuentra apoyo legal en el artículo 269 Tracción 11 inciso b, del 

mismo ordenamiento que dispone: 

ART. 269.- Cuando •l inculpado fu••a aprah•ndidu, detmnido 
a .. pr .. entar• valuntaria .. nt•, se prac•d8r' 
i.,...diatam•nt• de la •iguianta forma1 

1. Se har6 constar al dta, hora y lugar de au detancidn, an 
llU caao, aat como •l nombr• y car;o da qui•n•• la 
jlractlcaronf 

II. Se 1• har6 •abar la imputacidn qu• ••i•t• •n au contra 
y •n su caso, •l nombra del d•nuncianta, a•í como la• 
•ioui•nt•• d•rechos1 

al El de comunicar•• in11adiatam•nt• con quien •&tima 
convaniant•1 

b> El da d9aignar •in damora P•r•ona d• au· confianza par·a 
qu• lo d•fi•nda o auxilia, quian t•ndr6 d•racho a conocer 
la naturaleza y cau&a dm la acusacidn, y 

e> El da no declarar en su contra y da no declarar si asi 
lo d••••· 
Para los incisos al y bl sa l• permltlra utilizar al 
t•l6fono o cualquier otro medio da comunicacidn. 

111. Cuando al datenldo fu•r• un indt;ena qua no habla 
castellano, sa la designar' un traductor, quien la har~ 
sabar los derecho& a que aa refiera la fracción anterior. 

Zamora-Pierce comenta al respecto que: 

11 El deFensor, cuando interviene en un caso en que su 

defer.s.:. ha ~~do .:11:teni do durante una ~veri9uacid~ previa tiene un~ 
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función p1·imordial: la de estar presente er. todo interr:igatoric cur> 

se le h.:1ga al indicia. 0-::0, a fin de cerciorar::e de que se respel::• su 

det·echo a guardar silencio o bien, que sus decla1·aciones son 

libremente emitidas. Asi el respeto a la garantía de defensa sirve 

da protección a la garantía de no autoc::riminarse. En caso c:.ontrario~ 

si no ete protege la libertad del indiciado en el momento de rc::ndir 

declaración durante la Averiguación Previa, el proceso jL1dicial puede 

iniciarse sobre la baGe de una confesión coaccionada. A partir de ese 

momento, y dada la Jurisprudencia de la Suprema Ceirte conforme a la 

cual debe d~rsele preferente valor probatorio a esa declaración 

inicial, el proceso se convierte en un rito vac~o, de resultado 

prefijado. Al impedir la intervención del defensor durante la 

Averiguación Prevía~ hacemos inútil su posterior actuación du~ante el 

proceso11
• 

45 

Al respecto tenemos que el artículo 249 del 

ordenamiento citado, se refiere al valor jurídico de la prueba y 

dice1 

ART. 249.- La conf••ldn Judicial har' pru•b• plena, cuando 
concurran l•• siguient•• circunstancia•a 

I. lhl• ••t• pr•cl••••nt• cOt!lprobada la ••l•t•nc!a del 
dltl!to, aalvo lo dl•PU•ato •n loa arttculo llS y 1161 

II. Gu• ... httcha par p•r•ona no menar dlt dl•clocho ª"ºª• 
•n au contra, can pl•nc canocimi•nto, y sin coacc1dn ni 
vlol•ncla ftalca a moral1 

III. lhl• ••• d• hacho propio1 

45 Zamara-Pi1trc• J••O•, "Garantías v Prm:esn Penal 11
• Edit. 

Porrúa, S.A., 4a. edición, Héxicc· 1990, p~g 350. 
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IV. Que 111 h1Gha apte al Miniatarto P¡'ihlirg. iupr p 
tri h11p•l dp 11 c11111 y 'º pr•••ni;;ia ctet def•n•or o p•c•QM 
d• w.u r-nl"t.S:i.121"'ª u ••t• el i ºCllhlfdO d1bf demente 
egt•r•do dpJ ornc•djmientg y c$el prqsepg 

v. !lu• no vaya ac"'"l'aRada da otra• pru•ba• o praaunciant1• 
qua la hagan invaraa,mil, a Juicio d•l Ju•z. 

La garantía del indiciado a gozar del beneficio de la 

defensa durant~ la Averiguacion Pr~via, a partir de 6U detención y 

que le es reconocido por la Constitución~ doctrina, ley procesal 

penal y por la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia, 

responde a necesidades técnicas, lógicas y jurídicas inderogables 

111.4 ley dM la Ollfen•or«e de Oficia F•d•c•l 

La Ley de Defenaoría de O~icio F~deral e~ creada 

mediante el Decreto del 14 de enero de 1922, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 9 de febrero del rr.ismo año constando de 

15 artículos y 7 transitorios, establece entre otras ~osas que el 

nombramiento y remoción del jefe y demás miembros del Cuerpo de 

Defensores lo hará la Suprema Corte de Justicia de la Nacidn. 

Respecto al papel que desempeña el dafen&or de oficio 

federal en la averiguación previa, &e establece en la Ley en Comento 

lo siguiente: 

Art. 4o. Le• def•naor•• d• oficio patrocinar4n a la• rmoa 
qu• no t•noan d•f•naor particular cu•ndo •••n nombrado• •n 
la• t6rmino• que pr•scriba la fraccidn IX d•l articulo 20 
Constitucional, 

Entre los artículos más interesantes se encuentra el 

que ind1cci sus deberes: 

Art. 10.- Don obligacionaa d• loa dafansorea1 

I. D•fend•r a la• r&oa qua no t•ngan d•fanaor particular, 
cuando ulloa mismo• a al tribunal r••p•ctivo los d•signa 
con 121ut fín1 
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II. D•••mp•R•r eu• funcicn•• •nt• le• JuzQ•dc• e tribunal•• 
da &u respectiva adacripcidn y anta al Jurado que conozca 
del prccaso ccrraspondianta, cuando ••ta lo amerita, ••Qón 
la fraccidn VI del artículo 20 ccn•titucicnal1 

III. Promover las pruebas y d•m4a dilio•nciaa necesaria 
para qu• ••a m'• eficaz la daf•naa1 

IV. Introducir y continuar, bajo &u m4• estricta 
responsabilidad, antu quian ccrrasponda, an favor da sus 
dafanaos, los recursos que procedan conforme a la ley1 

V. P•dir amparo cuando las garantícs individuales d•l rae 
hayan aido violadas por los Juaces o tribunal••, o por la 
•utcridad administrativa1 
VI. Rendir maneualmante informe ~l jefe de la institucidn, 
aobr• lo• procesos an que haya intervenido, haciando laa 
indicaciones necesarias para la estadística 
corraapondi•nt•1 

VII. Patrccin•r a le• rae• qu• lo solicitan 
in•titucidn~ •n todo ca•o da indulta nacaaArio 
cbt•n•r al beneficie da libartad pr•paratcria1 

anta la 
y para 

VIII. La• d11111•• cbliQacicn•e qu•, •n Q•nmral, l•• impuaiura 
una d•f•n•a completa y aficaz. 

En cuanto a las prohibiciones para ejercer la abogacía 

tenemos que: 

Art. 11.- B• prohibe a lo• dafanscr•• •J•rcar la abogacía 
•n toda el••• d• asuntos judiciala• dal ramo fadaral, 
axc•pta cuando •• trata d• causa propia, d• •u cdnyuga, o 
da •u• aacandi•ntaa, dmacendtanta• o colataralaa. 

Respecto a las causas de responsabi 1 idad se establE·:e 

en el apartado de los artículos tra~sitorios que: 

Art. Je,- El J•f• d• la d•fansa, le• defensoras da oficie y 
los amplaadoa subalt•rno& son raaponsabla& por loa delitos 
y faltas oficiala• •n que incurran durante al ejercicio de 
au ancargo, dwbi•ndo reputara• causas da re•pons•bilidad 
la• siguiente•• 

t. Faltar frecuantamanta, sin causa justificada a sus 
r•apactiva& oficin•• o a las priaion•• y hoapitalaa a donde 
fueran llamados por sus dafensoras1 llagar frecuentemente 
tarda a l•• primaras, o no parmanacar en el despacho todo 
al tiempo prevenido por lo& reolamgntos1 
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JI. Damorar o contribuir • la danaora da las dmf•n••• o 
asuntos qua l•• ••t6n •ncom•ndados, ya por faltar al 
cumplimi•nta de su& dllb•r•• 1119al••, ya par na cumplir can 
las orr:Wnas qu•, •n •u caao y d• acu•rdo con la l•Y• 
r•ciban su• sup•rior••t 

III. EJmcutar h•cha• a Incurrir •n aml•iane• qu• tengan 
como cons•cuencia traepap•lar •Mp•di•ntaa, aKtraviar 
••critas o dificultar la pr,ctica d9 las diligencia• 
proc•••l••J 

IV. N•Qar•• inJuatlficadamant• a patrocinar la 
loa ancauaado• que, no tani•ndo d•f•n•or 
aolicit•n sus ••rvicio•J val•r•• de cualquier 
qu• •• l•• ravoqu• al nombramianto o abandonar 
sin causa Justa1 

daf•n•a da 
particular, 

medio para 
la defensa 

V, llttJar da lnt•rparuir mn titH>pa y forma la• recursos 
l•gal•• •n bon•flcia da las •ncauaedas, dasat•nd•r su 
tr .. itacidn, dll•i•tir•• da •llas a abandonarlas can 
FJ9r Juicios dll su• a.l'•n&a•1 

VII. Ac•ptar al'r•clmlantas a praaramaa, r•ciblr d'vldaa a 
cualqul•r r•mun.racidn par loa .. rviclaa qua pr••tmn a la& 
•ncau•adoa, o aolicitar de 6sto• o da las paraona• qua por 
•lla• •• int•r,..•n, di,,.ra a cualqulara otra r•tribuclón 
para aJerc•r las funciona• de au cer~os 

VIII. Cantrav•nir la dispu•sta •n •I articula 11 da ••ta 
l•y1 

IX. D•Jar da cumplir cualqul•ra da laa d•m'• obligaclon•• 
qu• la• est'n lmpu•stas. 

TII ' Raolamanto de le D•f•n•or<• da Ofictn F•d•~•l. 

La vigencia de este dispo&itivo legal se deriva de la 

aprobación por oarte da la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 

la sección veri Ficada el 18 de octubre de 1922, previa prupuesta del 

mismo, por el Jefe del ~uerpo de de~ensores de oficio de nuestro 

máximo Tribunal~ en ejercicio de la facultad concedida por el 

art!culo 7o. transit~rio de la Ley de la Defensoría de Oficio en el 

Fuero Fsideral. 



Entre muchas otros, el siguiente artículo reza: 

Art. 2o.- Son obligacion•• de loa d•fllnsor••• 

l. Aaiatir diari .. •nt• a loa Juzgado• y 
adscripción y a aus propias oi'icinas, 
•lla• todo •l ti•mpo nac•sario para •l 
laa dafenaa• qua les est6n ancom•ndadas1 

tribunal•• da su 
p•r•an•ctendo en 
fi•l d••ampaRo d• 

II. Concurrir cuando menos una vez a la ••mana, a la& 
panit•nciaria• o prision•• da la localidad dond• residan y 
•n qua •• •ncuantrwn d•t•nido• loa raca cuya• defanaas 
tangan a su cargo, para recabar de elle• loa datca 
n.cewaric• para ml 6Kitc d• la• miemaa, informarlo• del 
astado y de l& marcha de cus procaaos raapactivoa, 
•nt•r•rse d• todo cuanto loa mKprmaados reos d••••n penar 
•n su conocimiento y •obre el trato que r.ciban an loa 
.. tabl•ci•i•ntos p•nalaa y aobre al aatado da salud 
parsanal, y o••tionar los remedies nacesarias1 

lll. Eatudiar, durante la• visita• a que •• rafi•r• la 
pr•acrtpcidn anterior, la inclinacidn viciosa d• lo& reos, 
aconaeJ,ndolo• y ••hort,ndoloa aol!citamant•, •n la forma 
qua ••tim•n convenientes, para su reoan•racidn moral; 

lV. R•mitir a la oficina d•l Cu•rpo d• D•ftlnaor••• un 
•Jllftllllar del acta l•vantada en cada una da la• visitas 
ausodichas, wuacritaa por loa r•o& vtattadoa qu• .. pan 
•scribir y, •n su d•f.cto, por otra p•rsona. El alcald• o 
dir•ctor de las c'rc•l•• o p•nit•nciarias firmar'n asa acta 
en todo caao1 

V. Indicar las m•didas qu9 ti•ndan a mejorar la aituacidn 
de lea raes quejoso&J 

VI. Dar aviso al Jef• dal Cuarpo d• Defanaor•s d• las 
deaignactonas de defenaor•• hecha• en •U ~avor, •n la 
propia f•cha en que aqu611a• fuea•n diecernid••, •~preGando 
•l nombr• d•l procHado, la falta o d9lito matarial da! 
prac .. o y el astado d• la instrucción o d•l juicio, en su 
casca 

VJI. R .. itir copias de toda• laa promociona• qu• hiciaron 
•n las causas qua d•fiendan1 de la• ccnclusion•a de dafwnaa 
qua d•b•r~n pr•n•ntar d•ntro d• loa t6rminos da la lay1 da 
la• ••crttoa de int•rposicidn de racuraoa y de toda• las 
gwaticnas hechas con relación a loa inter•••• de sus 
def•n•cr••• ya sea anta los juzoadom o tribunalas de su 
adscripción o bian anta la• divaraaa autoridad•• políticas 
a admintatrativas. Estas copia& ssrvir•n para formar el 
••p•di•nt• a qua •• raflar• el art!culo 12 da aata 
reglamento. 
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VIII. Pr•••ntar en l•• audi•ncl•• de ley, precisamente par 
•acrlto, apuntes de alegato&, sin perJulc!o de alegar 
verbalmante •i fu•r• ntte•••rioa remitiendo co~ia o minuta 
de los •Kpreeadas alegato• a l• oficina del Jefa del Cuerpo 
da Defensarv•1 

IX. Dar avisa del ••ntido d• las sentuncia& racaidas an las 
cau••• d• su encargo, tanto •n primara como •n ••Qunda 
instancia, y, •n au ca•o, da lo• t•rminoa de l•• 
ej•eutorlaa dictad•• par la H. Supr•m• Carta de Juaticia de 
la Nación, vn la• aauntoa qu• 118 llevan haata •u final 
Juriadlcc!dn, enviando copia d• a perta raaolutor!a da la• 
aJ•cutar!as1 

X. La obs•rvancia de les premcripeion•• antwrioras deber4 
ant•nd•r•• ind•pendi•nt•mant• de la abligacidn impuesta par 
la fracción 6a. del articula 10 dJt le Lay dg la Dofanaarla 
da Oficia vn al Fuera Federal, de 9 dio febrera d• 1922. 

XI, SuJatar&• a lau in•trucc!an•s qua r~c!ban del J•fa dal 
Cumrpo da Dafansore• y padirlv laa qua ••timan nacaaariaa a 
eanv•nient•s para al •wtta an las d•fan•as a sllc• 
enc:cm•ndad••• 

XII. La• d•m4s quu i .. fijan la• l•yas, 

El mencionado Reglamento que se comenta de manara 

categórica señala que todos los servicios que se presten por parte de 

los defensores de o~icío del fuero· federal, serán esencialment~ 

gratuitos y que ninguna persona e>:traña al personal de dich.i 

:institución podrá prestar sus servicios en ella, .sunque los ofrezca 

gratuitamente. sin autol"izar:ion previa y esc1·íta del Je-fe del cuerpo 

de defenson~s-

II!, 6 Ley de l• Dafensari• du Oficia del fµwrg Com~n 
tn al Platrito F1d1ral. 

Es mediante el Decreto del !8 da Noviembre de 1987, 

publicado el 9 de Diciembre del mismo año en el Diario Oficial de la 

Feo~ración. que se da vigencia a la Ley de la Defensoría de Oficio 

del Fuero común en el Distrito Federal. 



La referida Ley establece de manera categórica que 

ésta institución tiene como rin proporcional obligatoria y 

gratuitamente los servicios de asesoría1 patrocinio o derensa, en 

materia penal, civil, ramiliar, y del arrendamiento inmobiliario, 

respecto, a los asuntos del orden penal establece: 

Art. 2o.- En lo• •muntes del ordmn pen•l ••rA eroporcicn~d• 
al 1cu11dp wn lpa ttcmtma• gup dteggne wl •rt<cutg 20. 
fr•sciGg IX dt 11 CgnatttusiOn Gener1l de 11 RgpOblico. 

En ~•untos ct.1 ord•n civil, fcmiliar o d•l arr•nd•mi•nto 
inmobiliario, •1 servicio mar~ proporcionado an los ca•o• 
•n que, en b••• al •studios sociot1condmicc qua •• practique 
para al ~acto, el Departamanto del Distrito Fadaral 
det•rmtn• qu• •1 solicttant• carece do los recur•ca 
econdmicoa nacaaarios para retribuir un defensor 
particular, con •Kc•pcidn d• lo ••tablacido por al artículo 
141 da! Cddigo de Procadimi•ntoa Civil•• para al Diatrito 
F•d•raJ. 

Es el artículo Bo. el que def'ine al Defensor de 

Oficio: 

Art. So.- Por d•f•n•or d• Oficio aa antl•nd• al 
pQblico qu• po1ea tal deaignacidn, y qu• tian• a 
la a•i•t•ncia Jurídica d• aqu•llaa paraonaa qua 
una daf•n•• l•Q•I particular, d• acu•rdo con lo 
•n loa artículos lo fraccidn I y 2o. d• •ata ley 

••rvidor 
nu cargo 
no tiar111n 
diapu••to 

Por lo que respecta a la organización de la defensoría 

de oficio debe señalarse que esta institución depe:idE- orgánir.amente 

para. el ejercicio de sus ütribuciones de la. Dirección General de 

Servicios Legales de la Coordinación General Jurídica del 

Departamento del Distrito Federal~ estableciendo entre otras cosas 

que dicha institución constará con el personal que sea necesario p~ra 

el eTicaz desempeño de dichas atribuciones como l~ son Peritos y 

Trabajadores Sociales. 

49 



La Ley que =~ comenta establece como obligaciones de 

los defensores de oficio en asuntos de naturaleza penal, prestar el 

ser~icio de defensa a las personas que lo soliciten o cuando sea 

ordenado por de&ignaci"ón judicial, evitándose la indefens:.ión del 

interesado, asimismo, impone a dichos servidores públicos la 

obligación de interponer bajo su más estricta responsabilidad los 

recursos legales procedentes así como la formulación de amparos 

cuando las garantías individuales de sus representados sa estimen 

violadas por la autoridad responsable corre&pondiente, imponiendo 

asímismo a las nervidores de referencia la obligación de asigtir 

diariamente a las Age~cias del Ministerio Póblico, Juzgados.y Salas 

del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal; por lo que 

respecta a la adscripcion de los defensores de o~icio resulta 

menester menciona1· que los artículos 17 y 18 d& la l&y materia a 

estudio establece que los defensores de oficio se encontrarán 

distribuidos para una eficiente prestación del servicio en las 

siguientes adscripciones: 

Penal. 

I. Averiguaciones Previas y Juzgados Calificadore~. 

II. Juzgados Mixtos de Paz en lo que hace a la Materia 

III. Juzgados de Primer~ Instancia en Malaria Penal. 

IV. Salas Penales del Tribunal Superiot· de Justicia 

del Distrito Federal. 

V. Juzgados Civiles. 

VI. Juzgados Familiares. 

VII. Juzgados de Arrendamiento Inmobilia1·10. 

v•z1. Sal~s C1v1les del ~:·:bu~al Superior da Just~cia 
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del Distrito Federal. 

Señalando además de manera expresa que los defensores 

de oficio en el área de Averiguaciones previas se ubicaran 

fisicamente en el local que ocupen los Agencias Investigadoras del 

Ministerio Póblico en el Distrito Federal, realizando las siguientes 

funciones prioritarias1 

Art. IB.- Lo• D•f•n•or•• de Oficio an el áraa d• 
Av•riguacione• Previa• y JuzgAdo• CAiificador••• •• 
ubicaran ~ialcamanta an el local de las agencias 
inv••tigadora• del Ministerio PObllca •n el Di•trita 
F•deral, realizando la• •igui•ntea funciona• prloritGrias1 

I. At•nder las •ollcitudaa da d•f•n•or{a da oficia, qua le 
a .. n raquarid<la por el indiciada o i~ractor, Agente del 
Ministerio Pllblico o Juez Call~icador. 

II. E•tar pra•onto an al momento an qua su dafandido rinda 
au declaración ante la autoridad correspondi•nta. 

III. Entravi•t•r•• con al indiciado o infractor para 
conocer de viva voz la varaldn per•onal de loa hecho• y los 
aroum•ntos qu• pu•d•n ofr~•r a su favor, para hacerlo& 
valer ante la• autoridades del conocimiento. 

IV. Aa•aorar y auxiliar a su d•f•n•o •n cualquier otra 
diligencia que ••• r•querido por la autoridad 
corraspondianta. 

V. S•Ralar •n actuacian•• las lineami•ntos laoal•s 
adecuado• y contundent•s para •xculpar, justificar o 
atender la conducta da su repra•antado. 

VI. Solicitar al Ministerio POblica dlll canacimianta, al na 
eJercicio d• la accidn panal para su defenao cuando no 
•Mistan datos sufici•ntas para su consignacidn. 

VII. Vigilar qua se ra•patan las garantias individualas de 
su repr•••ntacidn. 

VIII. E&tabl•c•r el nexo necesario con al defensor da 
oficio adacrito al Juzgado, cuando •• dafensc haya mido 
consignada, a afacta d• qua &Ki•t• uniformidad an el 
criterio da def•n••· 

IX. La• da m4• qua coadyuven a realizar una dafensoria 
conforme a derecho, qua propicie la imparticidn de justicia 
pronta y ••P•dlta. 
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Por lo que r•spacta a la capacidad d• los d•f•nsoraa d• 
oficie decir•• que por vaz primara an la hiatcria d• la 
d•fanscr!a d• oficie d•l Fu•rc CcmOn en al Diatritc 
Federal, esta L•y aatablaca la cblioacidn d• lea 
••ncicnadca servldcr•s pObllccs d• participar an lo• 
prooramas dll formacidn y actualizacidn antr• loa qua &e 
impartir4n conferencia•• curses. saminariaa, ma&aa rudondas 
e r•unicn•s de trabaje, con la finalidad d• m•Jcrar au 
nival d• praparacidn y capacidad para la praa•ntacidn dal 
Hrvlclc di! la lnstitucldn. 

Ahora bien, re5pecto que pueden 

mani-Festar los defensores de oric10 para el no desempeño de su cargo: 

Art. 31.- Los dafen&cr•• de oficio adscritos al ramo penal, 
podr•n eNcuaar•• d• ac&ptar o continuar la d•fanaa d• un 
acusado, •n lea caacs previste• por •l Cddloc da 
Proc•dlml•ntca Panal•• para •1 Distrito Faderal. 

Es decir este artículo nos llava a consultar el 

artículo &iguiente del Cddtgo de Procedimiento• Penala& para el 

Distrito Federal, que dice: 

Art. S14.- Lea daf•nscraa da oficie pcdr~n awcuaarse1 

l. Cuando intervenga un d•fanaor particular y 

11. Cuando •1 cfandidc e P•rJudicado por •l dalltc aua el 
•ismo dttf•n•or, su cdnyuQ•, •U• pari•nt•• an línea r•cta, 
sin limitactdn d• orado, a los colaterales conaanguln•oa o 
aflntt• dantrc d•I cuarte grade. 
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.:[u¡;j:icla _¡¡¡¡_¡ Dl1trito Federal an torno a la dmmu.,__<l\.IJ:iUl.l!L.U! 
avpc i 9' •ac; 6 n .p.r..atla..... 

ACUERDO DEL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DCL 
DISTRITO FEDERAL POR EL DUE SE INSTRUYE A LOS 
AGENTES DEL MINISTERIO PUBLICO EN CUANTO AL TRATO 
HUMANITARIO V DIGNO DUE DEBE DARSE A LOS 
PARTICULARES. 

Con fundamento en el articulo 17 de la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, lo. 
y 5o, fracción XXIII del Reglamento da la Ley Orgánica de 
la misma dapendencia, y 

CONSIDERANDO 

Qua el Ministerio Público, en tanto raprasantante social, 
daba asumir respona~bilidades y actitudes propias de sus 
funcionas, y •in descargo da au obligación constitucional 
da parsmouir eficazmente a los responsables da los delitos, 
ast como adoptar criterios da protaccidn a la ciudadanía, 
de oriantacidn y asesoría a quisnas lo soliciten, con un 
trato humanitario y atanto para qui•ne& sa vean 
involucrados an una avariguacidn pravia1 

Oue •l propio Ministerio Público, en au carActer de 
r•pr•••ntanta social deb• valar en todo momento por un 
rtgiman da a1trlcta lmgalidad, y pra1arvar las garantías 
individuales y los d•r•cho humanos de los particulares, y 

Du• la Procuraduría Ganaral da Justicia del Distrito 
Federal deba sumarse con prontitud a los programas de 
Juaticia y aaguridad póblica qua amprand• al gobierno de la 
RapOblica y laa autoridad•• capitalinas, antra las cuales 
raaulta fundamental y prioritario al trato digno y 
humanitario a los que sa vean involucrados en las 
actuacioneB d•l Ministerio PóblicoO, por lo que, en tanto 
se promuevan las medidas tagala& y administrativas 
pertinentes que tiendan al fortalecimi•nto de un d•recho 
panal sustantivo y adjetivo m4& realista y eficaz, he 
tanido a bien dictar el alguienta1 

ACUERDO 

PRIMERO.- Los aganta1 del Ministerio Público deberán hacer 
dal conocimiento da las personas involucradas o 
relacionadam en una avariguilción previa, los alcanc,¡s; v 
efecto& de las disposiciones que les resulten aplicables y, 
en su caso, los beneficios que la ley les otorga, así como 
las circunstancias agravantes que actúen en su contra, pa1·a 
cuyo efecto actuar4n conforme a la libre a~presión de la 
voluntad de e&os interesado$, y en la salvagu~rda dn :~s 



interases de la sociedad y da los precepto& legales. 

SEGUNDO.- La• par•onas qu• •• encuentren dat•nida• an los 
t6rminos de lay, por astar vinculadas con la investigación 
de al;On h•cha d•lictuomo~ ••rAn tratadas con el mayor 
respeto y dignidad, y al •facto no sarán trasladadas a 
••parca o galeraa, sino sólo cuando laa circunstancias 
personales o de paligrosidad as! lo ameritan, a juicio del 
agente del Mlnlst•rlo Póbllco. Se procurari asimismo, que 
durante los traslados a lom centros de detención preventiva 
para ponerlo• a di•pc•icidn dal juaz ccmpatante, ello ca 
hao• con dignidad y en condiciones humanitarias. 

TERCERO.- El Mlnlst•rlc Pabllco, a trav6s da sus agentes 
facilitar4 y ;aranti~ará el acceso Justo y oportuno de los 
abooado& o rapreaantantea lagalas do la• pmreonas 
involucradas an una avariouación previa, en el momento 
mismo qu• elloa lo coliciten, siempre qum no •• entorp•zcan 
con ello al curso do las investigaciones. 

CUARTO.- Los •Q•nt•o del Mlnleterlc Póbllcc •Vltarin la 
lncOlllunicaclón rJ. las sujeto• a averiguación pravia, 
atargtndcles la• facilidad•• "3ca .. ri•• para la 
lntervanclón d• las parsanas designadas coma defensores por 
las detenido• o las perecna• suJ•tas a lnvastlgaclón, en 
los t6rmlnas da lay. 

QUINTO.- Slampr• qu• un lft8ncr da edad queda a dispcslcidn 
del Minlaterlc PObllcc, por seRalir••le cama Infractor, las 
diligencias p•rtln•ntas •• tramltarin con preferencia a 
otras ••untos, y con la cal•rtdad del caso •• dmt•rmin•r' 
lo canduc•nt• para la protwccidn de su P•r•ona, sea eu 
remisión al Ccn•ajc Tutelar para M•ncrea Infractor•• dal 
Distrito F•daral, o la qu• •n der•chc prccada. 

SEXTO.- Todos loa s•rvldcr•• pabllcca da asta Prccuradurla 
dmb•r'n provaar lo n•cesario para la •stricta obsarvanct4 y 
cumplimiento del pr•senta acuerdo, y su dablda dlfusldn. 

TRANSITORIO 

UNICO.- Est• acu•rdo •ntrari en vigor al d!a de su 
publicación •n al Diario Oficial da la Federación. 

M6Mlcc, 
Justicia 
RObrlca. 

D.F. a 7 da marzo da 19S9.- El Procurador d• 
dal Distrito Federal, Ignacio Morales Lechuga.-

4b Publicado en el Diario Oficial d2 l~ Feder·aci.jn -=: ct(i\ 9 
de Harzo de 1999. 
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ACUERDO POR EL GUE SE CREA EL SISTEMA DE 
DEFENSDRIA DE OFICIO EN EL DISTRITO FEDERAL 

MANUEL CAMACHO SOLIS, Jmfe del D9partamento del Distrito 
Federal, con fundamento an los artículo 73, fracción VI, 
base la., de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 1o. 20. 7o. 10,. 13, 25, 26, 28, 29 y demás 
relativos de la Ley de la Defensoría de Oficio del Fuero 
Camón en el Distrito Federal1 lo, Jo, óltimo p&rrafo, y 8, 
fracción VI, de la Ley Orgánica dal Departamento del 
Distrito Federal; 1 3o, 4o, 5o, 18, 33, 40 y d•m'~ 
aplicables del Reglamento de la Ley de la Defensoría de 
Oficio del Fuero Comtln an el Distrito Federal, y lo~ 10, 
fracción VIII, y 39, fraccidn VII, del Reglamento Interior 
del Depa1·tamento del Distrito Federal, y 

CONSIDERANDO 
Qua la impartición de justicia && uno dm los reclamos m4s 
sensibles de nuestra sociedad, por lo que el gobierno del 
Distrito Federal tiene la reaponsabilidad de dar respuestas 
concratas a asta demanda ciudadana¡ 
Dua los cambios que ha experimentado nuestra soci•dad, 
plantean nuevo& retos qua obligan al gobierno de la ciudad 
a revisar permanentemente los sistema&, normas y 
procedimientos sobre prevención, procuración e impartición 
de justicia, con el fin da hacerla m~& expadita, accasibl~, 
objetiva e imparcial. 

DuR la Defensoría de Oficio es una institución jurídica 
reQulada en la Ley de la Defensoría de Oficio del Fuero 
Camón en el Distrito Federal y en su reglamento que ha 
ofrecido indudabla& beneficios en materia de administración 
de justicia a los habitante& de escasos recurso& 
económicos, por lo que e& imperativo que el gobierno del 
Distrito Federal, en cumplimiento de dichas disposiciones 
leoales y reglamentarias, establezca mecanismos idóneo& 
para darle mayor e~icacia y dignidad a esa institución 
Jurídica. 

Que con el propósito de que la Defensoría de Oficio 
proporcione una adecuada asistencia legal a los habitantas 
del Distrito Federal, se requiere de sistemas, normas y 
procedimientos transparentes y ~gile&, así como de un 
sólida capacitación de quienes tienen la responsabilidad de 
proporcionar dicha asistencia legal; 

Oue an la tarea de asistir legalmente a quien lo necesite, 
es indirr,pensable c:onvocar la participación solidaria de 
instituciones educativas y organizaciones sociales y 
proíes1onales; 



Que para contar con un Adecuado aiat•ma da defen&cria d~ 

oficio y con el propdsito de facilitar el cumplimiento de 
las disposiciones legales y reglamentarias aplicables a 
esta institucidn, es necesario que al gobierno del Distrito 
Federal defina las activida.de•, instancias 'I 
responsabilidades necesaria• que posibiliten la operación 
del mismo, he tenido a bien ewpedir el siguiente1 

ACUERDO 

PRIMERO.- Se crea el Sistema de Defensoría de Oficio en el 
Distrito Federal, cuyo objete será el da mejorar el 
servicio de asesoramiento, patrocinio o defensa que, en las 
materias penal, civil administrativa, familiar y de 
arrendamiento inmobiliario, se proporciona obligato1~ia y 
gratuitamente en los términos previstos en las 
disposiciones legales y reglam•ntarias correspondientes. 

SEGUNDO.- El Sistema de Defensoría de Oficio en el Distrito 
Federal estará integrado por1 

I. La Coordinación General Jurídica del Departamento del 
Distrito Federal; 

II. La diruccidn Genural de Servidos 
Departamunto dal Distrito Fed•ral, y 

Legales del 

III. Las instituciones públicas, sociales y privadas que 
voluntariamente participen en el cumplimiento de los 
objetivos del sistema. 

TERCERO.- El Sistema de Defenllorla de Oficio del 
Departamento del Distrito Federal, tendrá a su cargo las 
siguientes acciones1 

l. Plantear, programar y avaluar el desempeño de las 
actividades de la Defensoría de Oficio; 

II. Formular los lineamientos técnicos de la Defensoría de 
Oficio. 

III. Establecer macani&mos de colaboración con dependenci~s 
y entidades gubernamentales y con instituciones de 
aducacidn superior, con el propdsito de recibir 
asesoramiento técnico en asuntos especiales o en las área~ 
qua se soliciten1 

IV. Establecer mecanismos de participacidn para que los 
ciudadanos~ las organizaciones sociales y privadas 
propongan acciones específicas an materia de defensor~a de 
oficio. 



v. Celebrar acuerdos, convenios y acciones de concertacidn 
con les sectores póblico, social y privado qu• contribuyan 
al mejoramiento de los servidores de la Def•nsoría de 
Oficio; 

VI. Organizar cursos de especializacidn profesional a lo• 
aspirantes a ingresar a la Defensoría de Oficio1 

VII. Organizar cursos y conferencias de actualización 
profesional para los defensores da cficio1 

VIII. Gestionar el otorgamiento de bacas para el personal 
encargado de la Defensoría• 

IX. Aplicar aKámmnes de admisión a los aspiranta& a 
ingresar a la Dafenmoría de Oficio¡ 

X. Practicar visitas periódicaa a los diferentes lugares 
donde pr&$tan sus servicios los dofenaores de oficio, y 

XI. Formular la biblioteca de la Defensoría de Oficio. 

CUARTO.- Para coadyuvar a la reolizacidn da las acciones a 
cargo del Siatema de Defensoría de Oficio a que se refiere 
este acuerde, se constituirá un Comité Asesor, el cual ser• 
presidido por la persona que designe el Jefe del 
Departamento del Distrito Federal. 

Para apoyar los trabajos del comité, el presidente del 
mismo designar~ a un secretario ejecutivo. 

QUINTO.- Serán invitados a formar parte del Comité Asesor: 

I. Un repre&&ntante de la asamblea de rRprasantantea dal 
Distrito Federal; 

II. Un representante del Tribunal Superior de Justicia del 
Distrito Federal; 

III. Un representante de la Procuraduría General de 
Justicia del Distrito FedQral; 

IV. Un representante de la áreas de derecho de las 
instituciones de educación superior; 

V. Un representante de las organizaciones da abogados; 

VI. Un representante del Colegio de Notarios; 

VIIw Un representante de la Procuraduría de la Defensa del 
Menor y la Familia: 



SEXTO.- El Comlte A•••or a qua sa raflera al punto cuarto 
da a•t• acuerde, tandr' la• •lgulant•• funciona•• 

l. Opinar y formular r•ccmwndacion•• sobra políticas, 
pro;ramaa y acciona• relacionadas con la D•f•n&oría de 
Oficio dal Fuaro ·Ccnion an al Dl•trlto F•daral, ••l como 
dllsahogar la• conaultaa qu• sobra eata materia •• le 
plant••n1 

11. Propiciar la colaboracidn da Instituciones, organismo• 
y ~•ociacionaa pObllcaa y privadas, para m•Jorar al •i•t•ma 
da la D•fansorla da Oficio an al Diutrlto Faderal1 

III. R•cotnandar, o en su caDo, realizar, aatudio• relativoa 
a sistemas da asistancia lagal, y 

IV. Las demas qua la •ncomi•ndll su praaldant•. 

9EPTil10.- El Comlt• A•asor a que •• raflara al presante 
;:~f~~ .. ~=~:~1~~:;~1~~~47 propias. r11glH da organhacidn y 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- E•t• acuerdo mntrara an vigor al dla •iguianta da 
su publicación an •l Diario Oficial d• la Fadaración. 

SEGUNDO.- Publ{quas• an la Gacata Oficial del Departamanto 
da! Distrito Fedaral. 

116xico, D.F., a 14 da marzo da 1989.- El JRfa dal 
Dapartamanto del Distrito Fadaral, Manual Camacho Soll•.­
RCJbrlca. 

ACUERDO A/001/90 DEL PROCURADOR GENERAL DE 
JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, REGULADOR DE LAS 
AVERIGUACIONES PREVIAS, EN LO DUE SE REFIERE AL 
TRATO DE LOS INDICIADDS EN HECHOS DELICTUOSOS. 

Con fundamento en al articulo 17 da la Lay Orgtnica de la 
Procuraduria G•n•ral da Justicia da! Distrito Fedaral, lo y 
~o. fracción XXIII dal Raglamento da la Ley Organica da la 
misma Dependencia, y 

CONSIDERANDO 

Due nuestro país ratificd al 23 da enero d• 1986 la 
convención contra la tortura y otros tratos o penas 
eruelas, inhumanas o dagradantas, adopt~das por la asambl•a 

!
7 P~blicado en el Diario Oficial de la Fede~ación el día b 

de Ab1·i 1 de PJl89. 
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general de la organización de las Naciones Unidas, el 10 de 
diciembre da 19841 

Que en cumplimianto de dicho convenio el Congreso de los 
Eatadoa Unidos Mexicanos dacratd la Lay Federal para 
Prev•nir y Sancionar la Tortura, publicada en •l Diario 
Oficial de la Fedaracidn el 17 de marzo de 19Bb, bajo cuyo 
artículo to. cometa el delito da tortura cualquier servidor 
p6blico de la FYderacidn o del Distrito Federal que, por sí 
o valiéndose de tercero o en ejercicio de sus funciones, 
infrinjan intencionalmente a una persona dolores o 
sufrimiento& graves o la coaccione ~isica o morales, con el 
fin de obtener de ella o de un tercero información o una 
confasidn, de inducirla a un comportamiento determinado o 
da caatigarla por un acto que haya comotido o se sospeche 
que ha cometido; y el sucesiva artículo 2o señala al que 
cometa el delito dM tortura, entre otras, una pena 
privativa de la libertad de dos a diez años¡ 

Due por los dam~s ya con anterioridad, la Constitución 
Política de los Entadas Unidos Mexicanos, en el óltimo 
párrafo de su artículo 19, precisa que deberán ser 
corragidos por las ·1eyes y reprimidos por las autoridad2s, 
todo maltratamiento en la aprehensión o en las prisiones, y 
toda molestia que se infiera sin motivo legal, los cuales 
aon considerados como abusos de laG autoridades. 

Qua por otra parte desde hace varios años existe una 
verdadera alarma social y un claro rechazo de la 
colectividad contra loa actos de tortura, y en general de 
las malos tratos que pudieren o de hecho llevaren a cabo 
miembros de la policía judicial o del Ministerio Público 
para obtener confasiones de los indiciados en una 
averiguacidn previa, o de los testigos y demás personas 
involucradas en las investigaciones correspondientes, lo 
cual es obligacidn del suscrito Procurador General prever y 
reprimir con la mayor energía. 

V finalmente, que deben aprovecharse las disposiciones se 
estructuren para enfrentar las situaciones concretas a que 
se refiere este acuerdo, para poner de manifiesto el manejo 
da las averiguaciones previas bajo el total control y lD 
estricta responsabilidad de los miembros del Ministerio 
P6blico qua deben instaurar y desenvolvet· las 
averiguaciones previas. bajo la vigilancia de los 
ancargados de ellas y con el auxilio de la policí~ 
judicial, los servicios médicos y los servicios periciales 
en general, que deben estar bajo su mando; he tenido a bien 
dictar el siguiente: 



DECRETO 

PRIMERO.- La misión que el articulo 21 constitucional le 
-Fija al Ministerio Pllblico para intervenir en la 
persecucidn de lo& delitos, debe desempeñarse por la 
Institución con estricto respeto y aJust• a las garantías 
individuales que precisa la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. en este acuerdo se regula a&a 
•tribucidn en relación al tratamiento que deba darse a los 
indiciados o implicados en los hechos dalictuosos 
denunciados, o de lo& que se tenga conocimiento en los 
ttrminos de ley, por el Ministerio Público del Distrito 
Federal, por la policía judicial y los miembro& adscritos 
al servicio periciAl a su mando. Sus procedimientos deber4n 
regularse por las disposiciones legal es vigentes, y su 
2 nst rumentac i dn por G&te ordenamiento. 

Ministerio Póblico 

SEGUNDO.-El Ministerio Público del Distrito Federal es el 
aupremo y ónice rasponeablv da la bumna inteQracidn de las 
averiguaciones pr•via• que me inicien en la lnstitucidn, y 
d• l•s constanci•s de h•cho& que re•ulte pertinente 
levantar para examinar •ctoa que pudieran evaluars• como 
illcitos penales. 

TERCERO.- El Ministerio Público sdlo puede intervenir 
previa denuncia, acu&acidn o querella de parte, an los 
término& señalados por la Constitucidn y las leyes panales 
raolamentariae. En su& inveatioaciones será auxiliado por 
l• pol icí.a judicial, los Siervicios médicos y d•más 
auxiliare• autorizados, en la medida en que solicite •1 
responsable de una averiguacidn previa. 

CUARTO.- El interrogatorio de los indiciados y de los 
testigos que lo acusen, es da estricta responsabilidad del 
Ministerio Públ ice, el cual pracisarei a dichos indiciados 
el derecho que tienen de nombrar deFensor o persona que los 
asesore. No podrá ejercerse, directa o indirectamente, 
violencia física o moral con~ra los declarantes y el trato 
que se le aplique deberá set- digno y resp&tuoso. 

QUINTO.- Antes de iniciarse el interrogatorio de un 
indiciado, 'y después de concluido, aquél deberá sar 
examinado por un miembro de los servicios médicos que 
auxilian el Ministerio Público, para dar Te del astado 
psicoF.ísico de esa persona, en previsión de torturas o 
malos tratos que pudieran habérsele inFringido, o que 
posteriormente alegue en su def'ens.;., expidiéndose de 
inmed1~to una certificación al respecto. Solo en casos de 
e><trem:3i urgencia. o de impedimentos insuperables, podrá 
d&!~rse de cumplir· esta disposición, pero en la actuación 
, ~SpAr~1 -~ ~ebera razonarse la urgencia o el impedimento 



alegado&. 

SEXTO.- El Mlnlat&rlo Póbllco responsable d& una 
averiouacidn previa, no considerar4 culminada 
satia~actcriamente ésta por al hecho de constar an alla la 
confesldn del Indiciado. Consldarar4 dicha confasidn como 
uno da 101 elementos valioso6 de prueba, pero continuará 
reuniendo elementos que la corroboren~ fortale:zcan y 
permitan acreditar la probable ragponsabilidad del confeso. 

SEPTIMO El deflilnsor o represuntante nombn•do por el 
indicado podrá estar presente en los interrogator1cs, y 
proponer el desahogo de pruebas dentro de la aver!guácidn 
previa, pero no podrá guiar las contestaciones de su 
repre»entado, o hacer manifestaciones para indicarle lei 
forma en que debe conducirse, de manera que pudiere influir 
en la espontaneidad de la declaracidn. Cuando no fuere 
posible el pleno desahogo de pruebas propuestas por la 
defllnaa, y que hubieren aido aceptadas, se re&ervará gl 
derecho da ésta para ofrecerlas ante la autoridad judicial 
compatante, en al case da que al Agmnte del Ministerio 
P~blico datarminase que vn la indagatoria respectiva se 
encuentran •atisfechoa los r•quisito& par~ ejercitar acción 
panal en contra de su representado. Tampoco deberá la 
defensa obatacullzar h tramitacidn fluida da la 
a1111rlguaddn. 

Polk!a Judkial 

OCTAVO.- La policia Judicial estar~ bajo la autoridad r 
mando inmediato del Ministerio Público, y se regirá en lo 
o•nvral por las leyes y reglamentos que le resultan 
aplicables y por su Manual Operativo. 

NOVENO.- El CddiQa d11 Procedimientos Penales del Distrito 
Federal fija los casos on qua puada proceder de oficio bajo 
su m~a eatricta responsabilidad, en la investigacidn d~ 
hechos ilícito&, pero en general debe actuar en 
cumplimiento d11 In drdann qua le gira al Mini&tat"!o 
Póblico. Sdlo an eventos dv emargencia puede actuar en 
forma pravantiva, informando inmediatamente a su& 
sup•rioraa de los motivos que se tuvieron pára la 
intervancidn que se efectúe. 

DECIMO.- La confesidn del indiciado producida 
espontáneamente ante la policí,¡¡¡ judicial no dgbe entende1·~w 
como elemento conclusivo de sus responsabilidad en los 
ados !!!citos invutigados, puesto qua dicha conra1cr. 
corraaponde integrarla al Ministerio Público, an 
cumplimiento de sua facultada¡¡ exclusivas. :..a.1a p.st't~~ ¿, 
informas que producen lo& agante3 de la. policía jud¡cial. 
constituyen alemantost de la invea.tigac1on qu~ J;úi;,, 
lñEBf'3fH'lirf9"1 a. 1-. averigua.c1Gn r.·1·.::via corraspond1er.te. ¡:,J.1 .1 



la evaluación final del responsable en la indagatoria 
respectiva. 

DECIMOPRIMERO,- La policía Judicial, an auxilio dal 
Ministerio Público, y como apoyo a ol, d•b•r' afectuar 
diligancia& a investigaciones para praciaar la& d•nuncias 
las persona~ que ma ancuentre implicada& como autoras 
cdmplices o encubridoras; la identificación de posible& 
tastigoa; la toma de huellas, vaatiglos u obJetos qu• s• 
encuentren en al luoar da lo• hechos y qua estén 
ralaclonado& con los delitos¡ y la obtancldn da tnntlmonlon 
o p1Btae útiles para conformar la avariouacidn previa. 
Todo ello bajo instruccioneG del Ministerio Público o con 
informa a ésto. 

DECIMOSEGUNDO.- Las personas aprehendida& al ser 
sorprandidan Qn flagrante delito d•bar4n aar pu•atae 
lnm•diato a dlsposicion dal Mlni•t•rio Público qua d•b• 
intervenir para inve&tigar lo& hecho&. Cuando aa tr•t• do 
drdan•• da aprahenaidn, reaprehensidn o comparecencia 
corraapondianta& a toda claaa da delitos lrnprudanclalD• 
cuya pana máxima no aMcada de cinco aAoa da prisidn, así 
como laa drdanaa da arreste por corraccionaa 
di•cipllnar!as o madldas da apramlo, obsequiada& por 
autoridad judicial compatanta, molo se har4n afactlva• por 
Agantms da la Policía Judicial daapués da las doce horas 
dal día domingo y anta• da laa doca horas d•l día vlarnaa 
d• cada s•mana, las dam4& órdanea qua fueren ~iradas con 
•xcluaión de las antarioraa, se proc•d&rán a hacer 
efectivas da inmediato. Se reitera la pravención de quedar 
prohibida la ratanción en lugares difarantas a lo& 
saAalados oficialmente como geparo• preventivos. as{ como 
todo maltrato o coacción fí&ica o moral an ésto•. 

DECIMOTERCERO.- En cumplimiento de las instrucciones qua la 
imparta al Ministerio, la policía Judicial actuar~ 
aatrachamente vinculada con los servicios médicos. 
Cualquier discordinación o falta de apoyo en esas tareas 
&RrÁn puestas en conocimiento de la Unidad de Inspección 
Interna de la Policía y la de Servicios Médicos a que sa 
refiere el artículo decimoséptimo de este acuerdo, por el 
Ministerio Público responsable de la averiguacidn previa 
correspondiente. En la misma forma procederá éate cuando 
ob&erva irregularidades da los peritajes, espacialmente en 
los que se produzcan para regir las actas levantadas con 
motivo del tránsito terrostre. 

DEC!MOCU~RTO.- Cuando a9entas de la pnlici• preventiva o 
Judicial, s& encuentren involucrados en lo& hac:hcs que i.~ 
investigan y se desprenda de las diligencias practicadas de 
la averiguación pr&via de que se trate, que •qutllos 
actuaron en ajercicic con motivo de su~ funciones. 
demostnindose en su favor la existencia de c.ualqu1era 



circunstancia excluyentes de raaponsabilidad a que hace 
rafarancia al artículo !~ del Cddigo P•nal para el Distrito 
Fadaral, al Agante da! Ministario POblico, provaara lo 
n•c•••rio para qua no se vea afectada la libertad personal 
y si fuera al caso, ordenará su libartad inmediata. 

Si con motivo o en ejercicio de sus funciones los agentes 
da la policía preventiva o judicial cometieran exceGo de 
cualesquiera de las e>icluyentes de responsabilidad a que 
hace alusión el artículo ló del ordenamiento antes cit•do, 
al Agante da! Mini&tario POblico podra otorgarles el 
beneficio del arraioo domiciliario en loa términos de la 
lay da la materia. 

Esos beneficios surtir~n sus efectos hasta que sea 
determinada por al Agente del Ministerio POblico, en la 
indagatoria corraapondiente, el no ejercicio da la acción 
penal o la consionación d2 los hechos investigados a la& 
autoridad Judicial competente. 

Con dependencia d& lo anterior, la auparioridad en tanto se 
ra&ualva la &ltuacidn Jurídica da los agentes de la policía 
Judicial involucrado& an avariguacidn previa, podrá 
determinar si tato& continOan o son suspendidos de las 
funciones que les son propias de su caroo. 

Servicios Médicos. 

DECIMOQUINTO.- Les &mrvlclo& m6dicos auwillara~ d•l 
Mlnl•terlo POblico, sa coord!nar'n con é&ta para 
instrumentar la forma da cumplimentar satisfactoriamant~ 
los ax~mRnes a qua se refiere el artículo quinto de este 
acuerdo, y espacialmente para examinar loa signoa av1dent•• 
o Indirecto• da la poaibla pr4ctica da actos de tortura o 
da malos tratos qua pudieran haberse llavado a cabo •n los 
indiciados. En sus dict4menes no se limitarán simplemente~ 
concluir que no hay signos de tortura, sino que utili%aran 
una adecuada t6cnica integral para ese fin, con mención de 
sua observaciones en loG sistemas oro4nicos apropiado~. 

DECIMOSEXTO.- La cartificacldn a qua "ª refiera al artículo 
antarior, ua dabara da valorar dab!d&m•nte la poa!billdad 
d• aMiDtencia de lesiones que no fueren producto de tortura 
o de malos trato&, sino que se hubieren causado an al 
acontecer da los hecho• objeto de una av9riguacidn, o bien 
la poaibll !dad da que &e hubieren producido por la pt·opla 
mano del e><aminado, para lo cual daberán evaluar 
cronoldgicamante la antic;¡iledad de las lesiones y ubicai1• Ofl 
lo posible el momento en que se produjeron. 



Da la visitaduria y unidades de inspaccidn interna. 

DECIHDSEPTIHO.- D•ntro da la Diraccldn G•n•ral d• Sarviclca 
P•rlclal•a1 •• cr•ar4 una Unidad d• lnsp•ccidn Interna, en 
cuyo aano d•b•rA •••minar•• •l d•bldo cumpllml•ntc d• asta 
acumrdc por parta d• le• aarvidor•• pOblico• adacritos a 
aaa Diraccldn Gan•ral. La Vlaitaduria, la Unidad da 
Inapaccidn lnt•rna da la Policía Judicial craada an acu•rdo 
A/029/96, y la Unidad da In•p•ccldn Interna d• S•rvlclca 
P•ricial•• qu• •• craa en asta acuerdo, supervis•r•n las 
actividad•• da lo• Agant•• d• Hinl•t•rlo PObllco, dm la 
pollcia Judicial y de loa pRritos r•spectlvamanta, y en 
c••o d• detactar•• lrragularldadaa an al cumpllml•nto da 
su• dabaraa la podr4 an conocimiento d• la Contralorí& 
Interna o Comlaldn Disciplinarla d• la Pollcia Judicial, 
•lfllOn corresponda. 

Comlaldn lntarna y Comlaldn Disciplinaria 

DECIHDOCTAVO.- En cumpllmlanto de la• atrlbuclone• qu• la 
fijan la• fracciona• VI a VIII del articulo 11 del 
r1111lamanto d• la Lay Org4nlca d• la Procuraduría Gan•ral da 
Juaticla dal Dlatrlto Fadaral, y loa artículo• 49 1 :50 1 ~l y 
~2 dal Manual Dparatlvo da la Policía Judicial, la 
Contralor!• Interna y la Comlsldn Dlaclpllnarla dab•r4n 
invaatlgar loa lncumpllml•nto• •n qua Incurran lo• agantan 
1191 Hlnlatarlo PObllco y aua auwlllaraa, ya saa de oficio, 
par conalgnacldn qu• la hagan la Vl•ltadurta, la• unidad•• 
a qua •a rafl•ro el articulo antarlor, o por queja d• los 
particular••• y procadar4n •n loa t•rmlnos da aua 
r•apactlva• atrlbuclonaa. SI encontrar•n la poalbl• 
coml•ldn da h•choe dallctuosoa por parta da loa 
incumplido•, turnar4n las conatancla• nac•a•rl•• a la 
Dlraccldn Ganara! d• Av•rlguaclona& Pravlaa, para au dabida 
lnvaatlgacldn. 

DECIHOOCTAVD.- Cuando r••ultare n•casarlo &Hpedlr reglam 
quw d•t•ll•n o pr•ci••n, en au caao, normaa de aplicacidn, 
•l Subpracurador da Avarlguaclonaa Pr•vl•• de la 
:~~~~:~~::~49 propondr4 al Procurador Gan•ral la 

TRANS ITDR I O 

UNICD.- El pra••nta acuardo antrar' •n vigor al día 
•iQutent• d• •U publicacldn an •l Diaria Oficial da la 
F•daracldn. 

40 Publicado en el Diario Oricial de la Federación el día 
de Enero de 1990. 
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M6xico, D.F., a 3 d• •n•ro d• 1990,- El Procurador Ganara! 
dR Justicia d•l Distrito F•d•ral, Ignacio Moral•• Lachuga,­
R6brica. 

JJX.B .Iuri.•prudencia. 

Inatancia1 Prim•ra Sala 
Fuant• 1 Seminario Judicial de la F•daracidn 
Epoca 1 7A 
Voluman 1 76 
P41glna 1 33 

RUBR01 DEFENSOR, FALTA DE, EN LA AVERIGUACION PREVIA, NO ES 
VIOLACION ATRIBUIBLE AL JUZGADOR. 

TEXT01 Si bien RS cierto que la Oltima part• da la fraccidn ix 
da! articulo 20 cona ti tucional aatablaca qua1 "al acusado podr41 
nombrar dafanaor dasda •l momento an que ••• aprahandido y 
tandra d•recho a que RSta •a halla pras•nta an todos loa actos 
dal Juicio", tambi6n lo as, que si al acusado no haca uso da asa 
daracho al aar datanido, la omiaidn •n la d••lgnacidn ralativa 
.. atribuibla al propio inculpado y no así a la• autoridad•• da 
inatancia, an virtud da qua al pracapto conatitucional an au 
parta anta• tranacrita, aa rafiara a la• dlligancias d• 
avarlguacidn pravia v no cuando al acu•ado ya ha sido conaignado 
anta al Juaz, an donda &1 propio artículo citado ~stablaca otras 
raglaa. 

PRECEDENTE• 

Amparo Dlracto 5770/74 Ignacio García Coronado. 9 da abril d• 
1975 5 votos. Ponanta1 Ernasto Aguilar Alvaraz. 

Instancia• Tribunal•• Colagiadoa da Circuito 
Fuante 1 Seminario Judicial da la Fadaracidn 
Epoca 1 7A 
Voluman 1 24 
P41gina 1 27 

RUBR01 DEFENSA, INSTITUCION DE LA. 

TEXT01 Constituya una violacidn substancial al procadlmlanto, no 
tomar en consideración la designación dal dafanmor particular 
hacha an primara instancia por •1 acusado, para que atienda 
también la segunda, porque la garantía constitucional contanlda 
on la fracción IX del artículo 20, da al daracho al acusado da 
ser oído en su defensa, por si e por parsona d• su can,ianza o 
•mbos, sagón su voluntad. 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL PRIMER CIRCUITO EN MATERIA PENAL. 
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PRECEDENTE1 

Amparo Diracto 2Sl/69 Jos• Ldp•z Gonz4l•z, Unaminidad d• votos. 
Pon•nt•1 Farn•ndo Ca•t•llano• T•na. 

Nota1 Enviada •in m•ncidn da la facha dal fallo a la Diraccidn 
dal Samanario Judicial d• la F•d•racidn. 

In•t&ncia1 Prim•ra Sala 
Fu•ntm 1 S•minario Judicial dtt la Fadaracldn 
Epoca :sA 
Volum•n LXXXIII 
P•gi na 1 2390 

RUBR01 DEFENSA, FALTA DE. 

TEXT01 Si al r•o da•ignd d•f•n•or particular, •D"alando su 
domicilio, y ol Juaz d•l procmso da•cuido h•car la notificacidn 
r•spactiva aI dttfan•or, no ob•t•nt• la cual, continuo la 
in•truccidn dttl proce•o, ••to produjo un a•t&do dtt ind•f•n•idn 
dtt dicho rRo, qua amerita la r•poaicidn dal procmdimi•nto. 

PRECEDENTE! 

TClllD LXXXIII, P•g. 3390.- Eacamilla Jo••·- 2 de marzo d• 1943.­
Cuatro voto•· 
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CAPXTWL-0 CUARTO 

LA GARANTIA DE DEFENSA EN LA FASE DE AVERIGUACION PR!V?A fN 
EL PROCEDIMIENTO PENAL MEXICANO 

III 1 La funciOn p•r•~utnrta, 

La Averiguación Previa o etapa preparatori~ dEl 

ejercicio de la acción p9na1 como la denomina Colin 5~r.c~a~9, o 

instrucción administrativa como la llama García Ramírü~O~ es la 

primero en lm; conceptos que de ella han dado prominentes juristaG 

mexicanos. 

Al hahlar de la Averiguación Previa, García Ramírez 

indica: 

"L• Av•riguacidn Previa de l• que 11en.r•lm•nte •• 

11aatl•n11 au naturalaza admini .. traUva, •aguida ant.• l&a &Utlll'illiaii 

del Miniat.erio Póblico y dlt la Poltc{a Judicial, ti•n• como objetivo 

dir•cta prepar•r l• determinación dd, Ministmrio POblico, entt111dié& 

íiti ifl illlfllla 1entido, por iQU•l comprensivo del eJerclcio de la 

acción pen•l a d•l no eJ•rclcio, QU• •• tradUce an il illbrii&imiiRt6 

administrativo, d•nomlnu!o r•11ularm•nt• arckivo•~ 1 • 

Por iau parte Colín Sánche:z afinn,; Y"-"'"·· "La preparación 

del •Jerciclo dD l• acc!On P•nal •• r•~li~¿ WR li AVifÍQUiEiáA 

Previa, etapa procedimental en la que el Ministerio PQblico en 

Colin SAnchez Guillarme, 
Procpdjm1gnto•---E.ena..la.a!., Ed. Porrúa, 
232. 

"Darer;hn Mewtcano de 
S.A., MéK1i::o, 1970, p~g. 

Gracia Rmírez Sar9io, ~ru::.&cila. pror;ae.al 
S.A , :".B. E•:hcción. Mé):ico, 1980, P~g. 56. 

García Ramlrez Sergio. Opus cit.~ 198;1. 

panal". Ed. 



•j•rcicic d• la facultad de pclicia judicial, practica tedas las 

diligencia• n•c•sariaa que le permit•n estar •n planitud de •Jercitar 

la accidn P•nal, dabiandc Integrar para •stc• fines •l cu•rpc del 

delito y la praaunta raapcnaabilidad~2 • 

Juan José González Bustamante dice: 11El Códi90 Fadaral 

da Prcc•dlmlentcs, divide al prcc•dlmlantc p•nal en cuatro fa•a•1 la 

primara •• da la Av•rlguacldn Pr•via a la Ccnslgnacidn a les 

Tribunalas, llamada tambi'n Fasa Praprcc•sal, qua tlana por objete 

invaatigar •l d•litc y racog•r las pru•bas indlspansablaa para que al 

Minlstario POblicc •• ancuantra en candlclcn•• da ra•clvar si 

aj•rcita e no la accidn p•nal. 

Es •n otros t'rminaa, •I media preparatoria al 

•J•rcicia da la accidn"ll. 

Fernando Arilla Bas, sostiene: "El p•rfoda da 

pr•paracidn dal •J•rcicia d• la accldn p•nal, qu• las leya• dal 

pracadimi•nta acastWllbran a d•naminar Av•riguacidn Previa, ti•n• par 

abJata cama su mlamo nombr• la Indica rnunlr lea raquisita• aMIQidB& 

par al art,cula lb da la Canstitucidn Gan•ral d9 la República, para 

el •Jercicla da la accldn panal. El d•••rrollo dn ••t• p•r,odo 

ca11pat• al Mlnl11t•ric Públ lca"ll. 

,. 
J .. Colín Banchaz Gutllo~mo, Opus cit., P.ig. 232. 

5~ Gonz,l11z Bustamant•, Juan Josdt, "Der•chn Procesal Panal 
Mexicana 11 , Ed. Porróa, S.A. México, 1971, Pág. 123. 

54 Arcilla Baa Fernando, ~ en México 11
• 

Ed. Méxicanos Unicos, S.A., MéMico, Sa. Edicción, Pág. 57. 
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La Averiguación Previa, CDO$iderando las opiniones de 

los tratadistas, es la primera etapa del Procedimiento Panal 

Me~icano, que se efectóa ante la autoridad administrativa denominada 

Ministerio Público y es en la que se rOOnen en forma secreta los 

elementos de prueba qua sirven no sólo, para integrar el cuerpo del 

delito y la probable responsabilidad del inculpado para ejercitar o 

no la acción penal, sino también como pruebas plenas en el período 

del juicio Ca pesar de no habor sido presenciados por el Juez> para 

fundamentar con el los total o parcialmente la sentencia definiti.va. 

La Averiguación P~avia principia con cualquiera da los 

dos siguientes actos: 

a) Denuncia 

b) Cluerolla 

La denuncia es el acto por el que cualquier persona 

puede ini=armar a la Autoridad investigadora la comisión de un hecho 

que pueda con~tituir un delito. El hecho denunciado puede ser 

realizado en perjuicio del denunciante o de otra persona. 

La querella es la facultad exclufii'la del ofendido por 

un probable delito~ que tiene por objeto informar de su realización a 

la autoridad investigadora y consentir en su persecución. 

Ambos deben realizarse ante el Ministerio Público. la 

¡·elación de actos debe ser hecha al órgano investigador. En efecto, 

teniendo por objeto la denuncia que el Representante Scc:ial s2 ant2;·a 

dal quebrar.to =uf~ido por la sociedad, con la comisión del delito, es 

cbvio qui? la ,-elación de acto5 debe ser llevada a cabo .:.nte el propio 

Repri::sen't ante Social. 
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La relación de actos delictuosos hec"la ar.te :u;;.Iul1:ar 

autoridad que no sea la investigadora, constituirá una denuncia. desde 

el punto de vista general, más no la denuncia jurídico-procesal que, 

como ya eupresamos, siendo un medio para hacer conocer al Ministet·io 

P..:i.blico la ccmisión de un hecho, debe presentarse ante 9ste•B5. 

Como anteriormente ya se había seríalado~ la etapa de 

Averiguación Previa en ~l Procedimiento Penal, c~nsiste en la 

prep~racidn y ejercicio de la acción pen.r,l que reali:;:a el Ministerio 

Público a fin de comprobar el cuerpo del delito ,· la presunta 

re9ponsabilidad del inculpado. 

La accidn panal ti•n• como or-igen, com:. dice !_6pez 

Leyva: 

"Al d•lltc, y ccmp•t• al 111ni•t•ric Pl1blicc por 

di•pc•iciOn ccnatitucicnal, •l aJ•rcicic dm la acción p•n•l cuandc 

t•nga ccnccimi•ntc d• un ilícita, ya s&a que •e• conocimiento ,llegue 

por d•nuncia, quer•llo1, ••citativa e d•lito flagrant•, •te. u,l! 

Ante:-iormente ya de-finimos los conceptos de denun-:: •.:; r 

de querella, por lo que en cuanto a la Flagrancia Rafael de Pina dice 

lo siguiente: Flagrante delito. Considérese que E·l delito e-s 

flagrante cuando es descubierto en el momento de su ejecucic.n~ o er. 

aquél en que el autor e~ sororendido cuando lo acal:·a de cometer 11 .!7 

SS Rivera Silva Manual, ~Procedimiento peo~. ::d. 
Porrúa, S.A •• Héxicc, 1970, Pág. 110.1:.t. 

s~ Ldp•Z Layva Ja1a.. "L• d•f•Dfi& gn le. Ayprigu&1:.J.do 
~' Anuario Jurídico, Instituto de ~nvo.;;st1ga.ciones Jut"!C~-:.:-: 

UNAH, Tomo XII, Héuico, 1985, Pág. 452. 

s7 D• Pin•, R•faal, "Dtcc:ipoarta de Derecbo''., ·=-- '_ 
S. A., ! 7a E die i6n, 199~, F'c1g. 291. 
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IV t 1 1 a 4cttyidad tnvewttgadnca, 

Como hemos expresado, el artículo 21 constitucional 

establece que: 

11 La persecución de los delitos incumbe al Ministerio 

Póblico y a la Policía Judicial, la cual estará bajo la autoridad y 

mando inmediato de aquél". 

La función persecutoria, 11 con11i•t11 en pers•;uir los 

dalitca e le qua •• le mismo, buscar y raunlr le• •l•m•ntcm 

llllC•aarlca y hacar 1&8 Q8atlcnaa p•rtin•nt•a para procurar qu• A lea 

autor•• d• •llca •• l•• apliqu•n la• ccn••cu•ncla• ••tabl•cldaa en la 

l•y".~ª 

De esta definición sa desprenden dos aspectos, el 

primero es un contenido de 11 realizar las actividades necesarias para 

que el autor da un delito no evada la accidn de la justicia 11
• Y lo 

segundo es una finalidad que consiste en "que se aplique a los 

delincuentes las consecuencias fijada$ por la Ley 11 ,59 

De la función persecutoria se desprenden dos aspectos: 

a) La. actividad Investigadora. 

b) El ejercicio de la Acción Penal. 

La primera de estas dos circunstancias que impone la 

función persecutoria, es decir, la actividad investigador-a, consiste 

en la búsqueda constante de las pruebas que acrediten la e~istencia 

de ¡vs delitos y la res~~nsab1lidad de quien en ellos participaron, 

constit1.1ye Ltn presupuesto forzoso de la acción penal, ya que e;.;cita a 

55 Rivera Silva Manuel, Opus cit Pc1g 41. 

'' .lb.tdam. P1g 41. 
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los Tribunales a la aplicaci~n de la ley al caso concret~l en la 

actividad investigadora y en general, en toda la persecución de los 

delitos, se actúa atendiendo a los intereses sociales, es decir, 

teniendo en cuenta el orden normativo establecido. 

IV.1 t.1 prtncipioa qup la cigwn. 

A> Iniciación.- Para comenzar con la investigación no 

se deja a la iniciativa del órgano de Representación Social, sino que 

se requiere la reunión de elementos exigidos por la Ley. 

Bl Oriciocidad.- El órgano encargado de la 

Jnvastigacidn no necesita la solicitud de parte para iniciar la 

trusqueda de pruebas, inclusive en los delitos que se persiguen por 

querella necesaria. 

C> Legalidad.- Es decir. el órgano investigador pese a 

que para la búsqueda de pruebas actúa de oficio, no queda a su 

arbitrio llevar a cabo la investigación, sino que debe acatar las 

disposiciones legales establecidas. 

IV.1.2 El •1•cctc1a de l• •ccido ppn4l 

Es la segunda ~uncidn que reali•a la actividad 

parsec::utot·ia, es oarte de la base de que cometió el hecho delictuoso, 

surge el derecho obligación del Estado, derech>J en cuanto e; que no 

queda a su arbitrio ejercitarla, sino que debe hacerlo forzosamente. 

Para que el estado pueda actuar debe tener conocimiento del hecho y 

ya investigado, llegar a. la conclusión de que es del ictuoso, para 

acudir ante la autoridad judicial, reclamando la apl icac:ién de la lay 

a1·~aso concreto. 
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El Estado tiene en abstracto la función persecutoria, 

la cual es permanente e indeclinable; cuando ~e comete un delito el 

derecno abstracto del Estado se concrEta surgiend~J la obligación de 

actuar, es decir, aparece la acción penal constituida por el derecho 

concreto de acudir al órgano Jurisdiccional para la aplicación de la 

ley; previa veri~icación de la existenci~ d2l delito, es n~cesario 

que el órgano encargado de la exigencia del derecha persecutorio, 

prepare idóneamente su petición, cerciorándose tanto d~ la e~istenciti 

del delito, como se apuntó anteriormente, como de los autores del 

misma. 

A9otadu la averiguación y cerciorándose el HioiGterio 

Póblico de la existencia ~e una conducta típica, se prepara el 

ejerc!c!o de la acción penal. En base a la certeza de lo 

anteriormente expresado~ nace eritonces, el ejercicio de la ac:ci6n 

panal (la consionacidn> con la necesidad de excitar al drgano 

jurisdiccional para que se aplique la ley al caso concreto. 

Terminando en este momento la etapa de preparación de ejercicio de la 

acción penal e iniciado el ejercicio de ella. 

JV.1.J 1 • Accidn P•n•l y 1• Acctdn Pcac•••l P•nal 

IV.L:S,t 1 •Acción panal 

La acción penal es l"' f.;cultad, el den:~cho y el debe1· 

que tiene el Ministerio Público de oedir una pena en el proceso 

penal. 

La acc1ón penal es abligi=ión constitucional impuesta 

por e-1 artículo 21 al Ministerio Póbl1co, el que a.ctúa con calidad ::le 

autoridad y exclusividad paril que conforme a los requisitos indicados 

en 1.:s leyes reglamentarias ejerza la accion penal; prec:..sa; do 



técnicamente el delito refiriéndose a hecho, circunstancias de 

derecho y determinando. Así provoca la actuación del drgano 

Jurisdiccional constituyéndolo para que aplique la pena adgcuada a la 

conducta ilícita enmarc.ada. 

La accidn penal tiene las siguientes características: 

A> Obligatoria.- por estar regida por el principio da 

legalidad a contrario sensu del sistema dispositivo. Para el 

ejercicio de la acción panal se deben encontrar satisfechos los 

elementos del artículo 16 constitucional. 

BI Pllblica. - lnterouoa al Estado para guardar b .. PllcZ y 

seguridad social, elementos sin los cuales no puede realizar el 

progreso. 

C> Atractiva.- Porque provoca la acumulacidn de los 

delito» cometidos por el inculpado. 

La acción penal corresponde originariamente a la 

sociedad, y se ejercita como ha habíamos mvncionado, par medio da los 

drganos del Estado. Los ó1·ganos que lifjercitan la acción, puoden ser 

mediatos a inmediatas, y para promoverla doben tenerse en cuenta dos 

principios: el principio oficial y el principio dispositivo. La 

accidn Ee pone en mov1nner.f:o a impL.lso del principio oficial. cuando 

se inicia de mutu propi por los órganos del Estado creados con ese 

objeto, de esa manera, es evidente que si la accidn penal· tiene un 

carácter público, debe regirse por un principio oficial, sin que esto 

signifique que se desconozca la actuación del principio dispcsiti·wc 

l:jLiE tiene un carácter subsidiario. 
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En el ejercicio de la acción penal e~iste además dos 

principios directrices: el principio de legalidad y el principio da 

la opot"tunidad. 

El principio de Legalidad se funda en que, 

invariablemente, debe ejercitarse la acción penal siempre que se 

ancuentrQn satisfechas las condiciones m1nimas o presupuestos 

generales y cualquiera que sea la persona contra quien se intente. El 

drgano de acusación se encuentra subordinada a la ley misma, tiene el 

deber de ejercitar la acción, tan luego como las condiciones legale~ 

se encuentren satis.fechas; en consecuencia, el ejercicio de la acción 

es obligatorio. 

El principio de oportunidad consiste en que la acción 

penal no debe ejercitarse cuando así convenga a las razones del 

Estado, porque se perturbe la paz social o se quebranten intereses a 

de utilidad pública. 

El ejercicio de la acción penal constituye un deber 

para los órganos del Estado, cuando se encuentren los requisitos 

legales satisfechos para que sea promovida. 

Las principales caracter1sticas da la acción penal son 

las siguientes: pública, única, indivisible, irrevocable e 

intrascendente; las que se detallan a continuación: 

A) Pública.- Porque persigue la aplicación de la ley 

penal frente al sujeto, a quien se le imputa el delito. 

B> Unica.- Porque envuelve en su conjunto a los 

delitos que se hubieren cometido. 
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C> lndivi5ible.- Porque comprende a todas las personas 

que han oarticipado an la comisión del delito. Este conc~pto se funda 

en un principio de utilidad pr~ctica, con el objeto de evitar que los 

que hubieren participado en la comisión del delito se sustraigan a la 

acción de la justicia. 

Dl Irrevocable.- Una vez que interviene la 

jurisdicción, el órgano que la ejercita no está facultado para 

desistirse de ella, como si fuera un derecho propio. 

El Intrascendente.- Está limita da a la persona 

respon&able del daltto y na debe de alcanzar a sus parientes ni 

all11gados. 

Para i:.?l normal ejercicio de la acción, es; 

indispensable que se satisfagan determinada~ requisitos expre$amante 

señalados en las leyes que son las condiciones mínimas para que la 

acción se promueva., en el procedinaiento mexicano, los prasupue6tO& 

generales eGtán en el artículo 16 d& ·la Constitución Política de la 

Est~dos Unidos Me~icanos y consisten en: 

a.- La existencia de un hecho u omisión que defina la 

ley penal como delito. 

b.- Que el hecho se att·1buye a una persona F.ísica, ya 

que no se puede juzgar ni enjuiciar a personas morales. 

c.- aue el hecho u omisión llegue al conocimiento da 

la autoridad por medio de denuncia o querella. 

d.- Que ~l delito imputado merezca pena corporal, y; 

e.- Que la afirmación del denunciante o quer2-llant~ 

CCit~ .;;..:;;.·a.da por declaración de persona G1gna de fe, o por otros 

elementos de p1-ueba que hagan pt·esumir l.:. responsabilidad del 
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inculpado. 

García Ramíre~ cita lo que Garraud define como acción 

p•rwl, seA'alándola como: 11 el recurso ant• la autoridad judicial 

•J•rcitado en nC1111bre y •n int•rt• da la •oci•dad para ll•o•r a la 

comprobacidn dal hecho punible, d• la culpabilidad del delincuente y 

a la apllcac:idn dit lH panas establac:idaa por la lRy".1º 
Por Oltimo, la Suprema Corta de Ju•ticia ha dictado 

divar••• Juri•prudanciaa an relac:idn a la ac:c!On p•nal, sobra1aliando 

la• ai;uiant••• 

"Basta con la consignación de que del reo haga el Ministe1·io 
Público Federal, para que se entienda que este funcionario ha 
ejercido la acción penal, pues justamante es la consignación lo 
que caracteriza el eJercicio de dicha acción a re~erv~ de que 
después ya como parte dentro de la controversia penal, el 
Ministerio Público promueva y pide todo lo que a su 
representación corresponda". 

Quinta Epoca, Tomo XVII. Pág. Martínez Inocente. 

º" igual -forma nuestro más alto Tribunal ha 

astablecido: 

ºNinguna ley establece una solemnid·:ad especial para f'ormul.:r.r la 
accidn penal, basta con que el Ministerio Público promueva la 
incoaccidn de un proceso para que se tenga por ejercitada la 
acción penal relativa, tanto más cuanto el exceso de trabajo en 
los Tribunales penales no cansejaría ni permitiría juzgar con un 
criterio muy riguroso la for·ma de esa promoción bastandc para 
los fines de un procedimiento regular con quE e:üst;¡, el 
pedimento respectivo". 

Quinta Epoca, Tomo XXX, Pág. 1402, Carrasca García Marina 

"El ejercicio de la acción penal se realiza cuando el Mini=.teric 
Pablico ocurre ante el Juez y le solicita que se avoque al 
conocimiento del caso y la marcha de esa acción pasa durante el 
proceso por tres etapas; inv~stigación, persecuciGn y acusación. 
La primera: tiene por objeto preparar el ejercicio de la acción 
que se -fundará en las pruebas obtenidas; en la persecL1cio,, hay 

60 García Ramíraz Sargio, "Dar•cho Proces;;aJ pem.ql". Ed. 
Porróa, S.A •• 2a Edición. México, 1977. Pág. 159 
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ya ejerci~io de la acción ante los Tribunales y en lo que 
constituye la instrucción; y en la tercera; o sea en la 
acusación, la exigencia punitiva se concreta y el Ninisterio 
Público puede establecer con precisiór. las penas que serán 
objeto de análisis judicial y por lo mismo ~sta etapa es la 
constituye la esencia del juicio, ya que en ella pedirá en su 
caso la aplicación de las sanciones privativas de la libertad y 
pecuniarias, incluyendo en éstas la reparación del daño por 
concepto de indemnización o de restitución de la cosa obt~nida 

por el delito". 

Sexta Epoca, Segunda Parte, Volumen XXXIV~ Pág. 9 A.O. Luis Castro 
Malpica. 

JV, t 3.2 1 a At:;:ejóo Proc•••l panal 

Es la facultad que tiene el Ministerio Pablico de 

evitar al drgano jurisdiccional para que éste declare el derecho. 

Rivera Silva en 11 El Procedimiento Penal" define la 

accidn proc•aal diciendo que "•• el canJunto d• actividadaa 

r~alizad•• por •1 Mini•t•rio POblico anta un drgano Judicill cQn 18 

#in1lid1d d• qu• ••t• pu•d• d•clarar •l d•r•cho •n un acto qui •l 

propia Mlnl•t•rio PObllco ••tima d•llctuoao, ••• 1• 1ccldn ~FBE!@al 

~Uffll •• Inicia cu1ndo c•••n ••a• actividad••• •• decir, r1firl•ndo•m 

a nu1atro procmdiml1nto l1111al y, a un caeo 1n qu• no •• lnturfympe le 

t@EUBli narmal d•1 proc1dlmi•nto, la accldn prat:•s•l penal principia 

con la conalgnacidn y t1rmlna con al actc r1alizado por 11 Mlnint@fiB 

P'1blica qua proc•d• a la aent•ncia firm•,il 

La acció'l procesal penal ldgic.:;¡,nente reclama c~mo 

presupuesto la eKistencia de un delito. Por razones lógicas, debe de 

existir una independencia entre la acción procesal penal; la primera, 

nace con el delito; y ic segunda, se inicia cuando principian las 

activ¡dades ant~ el órga~o jurisciccional. 

íilv""~ !1 ! lva, 11anu•l. C¡¡us_c:.LtL. Pág 
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siguientes: 

Las caracteristi=as de 

TESIS Na DEBE 
DE LA BIBLl01EGA 

la acción penal son las 

A. Pública.- Tanto el fin como su objeto son p1:1blic:os 

poi· lo tanto, queda excluida de los ámbitos en los que se agita!'\ 

únicamente intereses privados. 

B. Indivisible.-· En tanto el derecho de castigar como 

el ejercicio de aquél, alcanza a todos los que han cometido un delito 

sin distinción de persona. 

ry 1.3.2.1 Finalidad•• d• la Accion Proc•••I P•n•l 

La acción procesal penal tiene diversas finalidades 

sobresaliendo las siguientes: 

a) Lograr que el órgano jurisdiccional actúe,es decir, 

qua la maquinaria judicial se ponga en movimiento. Esta finalidad 

persigue que el juzgador decida sobre determinada situación que se le 

platea, convirtiendo en su caso el delito real en delito jurídico, y 

en consecuencia, lograr la aplicación de la norma penal; el 

Ministerio Póbl ice al perfeccionar el ejercicio de su acción pt·ocesal 

penal, fija al Tribunal los extremos que él estima se deben en!azar .• 

por una parte el hecho concepto, -.¡ por otra los preceptos jurídicos 

aplic,.bles. 

b) Hacer efectiva la relacidn entre un beche y unos 

preceptos legales, es decir, obtener un enlace entre el rr.ul"ldo fác.t ivo 

y el mundo normativo. 

c) Ll'?va en sí misma el poder de obligar al órgéino 

jurisdiccional a que decida sobre una situación concreta que se l& 

Plantea. Por ell~, quien tiene la accióri penal, ti:~rie el poder de: 

echar a andar la maquinaria judicial. 



IV 1.3 2 2·er•1111pu••tQ5i Jdgtco• de Ja •cc1dn procesal 

Las presupuestos ldgicos que dan origen a la acción 

procesal penal son también los motivos que engendran la accidn 

procesal y pueden ser mediatos o inmediatos: 

Los mediatos son: 

- La comisión de un hecho delictuoso, con lo que sur~a 

el derecho persecutorio en concreto <la acción penal l. 

- Que ;..1il acto sea dado a conocer por denuncia o por 

querella a la autoridad investigadora, y; 

- Que la autoridad inv&&tigadora averigue las 

carActerísticas del acto y la imputación que del mismo pueda hacer a 

una persona, así como la culpabilidad de éstas. 

Los inmediatos son: 

- El suceso que directamente motivü el ejercicio de la 

acción penal. 

- La creencia del Ministerio Público de poseer el 

derecho para exigir la aplicacidn de una sanción en ·.¡irtud de que 

basado en la Averiguación Previa estima que existe un del ita real. 

Por todo lo anterio1·, la acción procesal ;:¡enal nace 

con la actividad que el Representante Social realiza ante el órgano 

jurisdiccional para que éste aplique la ley al caso concreto. 

IV.2 Drgano facultado p•r• Ja preP.AUcidn y phtrcicig 
dp la acción procesal penal 

IV 2. J El Miniwtgrio POblico 

El Ministerio Público es une institucicn dependiente 

jel Estddo (Pad~~ Cjecutivo> que actúa en representación del interés 

soci~i c~n El ejer:icio de la acción penal ) de la tutela social, en 
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todos aquellos casos que le asignan las leyes62. 

Pieza fundamental del proceso penal moderno. en los 

más de los paises, es el Ministerio P6blico o Ministerio Fiscal o 

Fiscalía, acusador del estado cuya aparición en el panorama del 

enjuiciamiento apareja uno de los caracteres relevantes de todo 

sistema mixto. Hoy día, &l Ministerio Público constituye 

particularmente, en México un instrumento toral del procedimiento; 

así en la importantísima fase averiguatoria previa, verdadera 

instrucción parajudicial o administrativa, como en el caso del 

proceso judicial dende el Ministerio Público asume. 

monopolísticamente o no, el ejercicio de la acción penal en nombre 

d&I EstadJl. 

Fenech define al Ministerio Fiscal como 11 una parte 

acusadora necesaria, de carácter público, encargada pcr el Estado, a 

quien representa, de pedir la actuación de la pretensión punitiva y 

de resarcimiento~ en su caso, en el proceso pena114. 

IV 2 2 tilatL1c•l•z• tlucicUc• d•l t:lioi•t•cia 0.1bl aca. 

En la doctrina Jurídica se ha dado diversos puntos de 

vista con respecto a la naturaleza jurídica del Ministerio Póblicc, 

se 1~ ha considerado1 

¡¡ Ca Un S•nc:hez, 
Procpdieei ntg• P•n•l••11, 
1986, Pág 87 

Guill•rmo. 11 D•rm:hg M~ví~.::ant1 rla 
Ed. Porróa, S.A. lOa. edicción. México, 

63 García Rardraz S11r9io, "D•r•chg Proce••l Panal". Ed. 
Pcrr6a, S.A., 3a. edición, Héwico, 1980, Pág 227. 

b( Citado por García Ramírez Sergio, Op~. Pág :i::g, 
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IV.2 2,1 Reprp••ntante dp Ja cgctedad en pl p1ercicin 
da lag accjnnps pnnaleg 

Esta postura se fundamenta en el hecho dP. que el 

Estado al instituir la .autoridad da el derecho para ejercer la tutela 

jurídica general, con el efecto de que judicialmente se persiga a 

aquél que at.?nta contt·a la seguriCad de las sc::iedad. 

Al respecto Francesa Carrara apunta: 

Aunque la potestad para la p•r••cucidn d• delito• 

•manan d• la l•Y accial qua crea l~s formas y facilita los modos de 

.. ta peraecucidn, y hace m6• aa;uros nu• r••ultadoa, na e~•• •1 

derecho que tiene un origan anterior a la aociadad civil, y ea m'a 

bien, la razdn Onica da la asancia da! cambio da la aaoclacidn 

natural an aociadad civil, ya qua la con•titucidn da la autoridad an 

el E•tado •• un madia n•cHario para la tutela Juridica",65 

Por su parte Rafaal da Pina considera que el 

Ministerio Público: 11 ampo.ra an todo momento el inter•s general 

implácito an •l mant•nimienta da la lagalidad",66 

Es decir, de l::1s anteriores opiniones SE? concluye que 

el interés general que co'rresponde originariamente a la. sociedad se 

le delega al Estado, para que este mantenga Ja legalid~d a través de 

sus diven;os drgano, entre el los el Ministerio Póbl ice. 

" Citado 'º.- CaUn S4nchez Guillarma, D1u.11L..1:i±..+ Pág. 90. 

Com:tarios al Código de Prccedimi2nto~ Pen~les 
Distt·ito ~ede1·al Y Territorios Federalf=s, Ed. He··1·ero, 
!961, ?ág. 31. 

a::: 
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IV 2 2 2 Organg Adminjatratiyg. 

En la doctrina principalmente, hay autcr·es que tiacen 

la aseveración de que Ministerio Público es un órgano administrativo. 

Entre ellos contamos a Guarneri, Manzini, Massari, etc. 

Al respecto Guar-nerí señala: "como el Miniatario 

Pllblico no d•cid• controv•r•ia• Judicial••• no •• poalbla 

con•iderar••l• como dr;ano Juri•diccional, •ino mA• 

admini•trativo, dariv•ndo•• d• ••to •u cardct•r d• part•, pu••to qu• 

la r•pr••idn p•naria part•n•ce a la BOCi•dad y o1l Estado, 

p•r•onificacidn d• la ml•ma, para qu• la Ley no qu•d• violada, 

persiQu• •1 dmlito y al •uJetivar•• la• funcione• ••tata!•• mn 

"E•tildo-L•Qi•lacidn, E&tado-Administracidn, pidl•ndo la actuacidn del 

dttrecha p•ro •in actuar lo 01" .67 

.~simiSmo, Guarnerí considera que los actos d~l 

Ministerio Público son de naturaleza administrativa, tan es así que 

estos actos pueden ser ~evocable~, comprendíendose también la 

modificación y ~ustitución de los mismos. 

Con lea ~nterior, podemos concluir que el Ministerio 

Público actúa parte haciendo valer la pretensión punitiva.. ejerciendo 

poderes de carácter indaga ter io. preparator- io y coet·c i -:-.i ve-. 

67 Guarn•ri Jos6, 11 Las P•rt•s •n •l Prtu~•l;l,M Penal"• 
Traducción de Constancia Oernaldo de Quiro::. Ed. José '1. Ca.HcS: 
Jr., México, 1952, Pág 169-170. 
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IY~2.2.3 Orgaon Judici1l 

Esta postura está encabezada por Giussepe Sabatini ~' 

Giuleano Vassalli, y se establece que el Ministerio P!tblico tiene el 

carácter de órgano jurisdiccional, o bien, perteneciente a la 

judicatura. 

Se apoyan en el hecho de que si la potestad judicial 

tiene por objeto el mant~nimiento y actuación del orden jurídico. 

como esta ultima abarca el poder judicial Y' éste a su vez, a las 

otras actividades no jurisdiccionales comprendidas en el objeto 

indicado, el Ministerio Público es entonces un órgano judicial pero 

no administrativa. 

En el Derecho Mexicano no se le considera al 

Ministerio Público con tal carácter, es decir, como órgano 

jurisdiccional, toda vez que la aplicacidn de ~a Ley ea una 

atribución e>eclusiva del Juez. Nuestra Constitución se~ala en su 

artículo 211 

"Lú imposición de las penas es propia y exclusiva de las 
autoridad judicial ••• " 11 La persecucidn de los delitos 
incumbe al Ministerio F"·úblico y a la Policía Judicial 

En b:i.se a lo ar.teriot·. nue&tra Carta Magna concent 1·a 

1.:i fucultad Ce ..-,pl,.;..at· el Derechc. C!. lo.;, órganCJs jur1~d1ccionales y al 

Ministerio Público la persec:uc.ión de los delitos, por lo que no se 

puede considera en nuestra legislación que la Representación Social 

tenga car~cte1 de órgano judicial. 

Iy.2.2.4 Cglabgrador dp lg funcidn 1uriadiccignel 

Esta posición encuentra su a~oyo en el hechc de que el 

Ministe1·ii: =úblic:o reali<:.;. actos encaminados a un Fin Ultimo: 

aplic~~i~~ ae la let ~l caso concreto. 
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A través de sus funciones especificas .::o:abot·a ;:;;n la 

actividad jurisdiccional, el Estado encomienda deberes a sus diversos 

órganos para que en colaboración plena .¡ coordinada se manter . .;¡t.1. el 

orden y la legalidad: el Ministerio Público lo mismo persigue éelitos 

que hace cesar toda lesión jurídica en contra de los partic~lares, 

comprendido así en au>eiliar de la función jurisdiccional. 

IV.2 2 :S Powtctdo Rui Gwnwrte. 

Esta postura encuentra fundamentada en argumentos de 

notables juristas como Colín sinchez quien a~irma: 

"Actualm11nt•, al Mlnlmt•rlo P11bllco corrHpond11 una 

eafera muy variada di> atrlbuclonaa, d11bldo a la evolución d11 la• 

ln•tltuclon.• aoclal11•, la• qua para cumplir aua fin••• han con11ldora 

lndl11p11naabl11 otor;arl• lnJ•r•ncla en ••untos civil•• y m•rcantll11a 

collD Rapr•••ntanta d11l Eatado, y en al;unaa otra• actividad•• da 

car,ctar lt111al. 

Mlnhtarlo Público ti•na una 

actividad pollfac6tlc111 actúa como autoridad admlnlatratlva durant11 

la faa11 pr•paratorla da! •Jarclcla da la acción p•nal, coma •uJeto 

proc11sal, como auxiliar d• la función juriadiccianal, ajare• tutala 

;enmral aobr• 1D1tnor•• e incapacitado• 

pratn;lando aus lntar .. aH, 11tc. ~9. 

y representa al Estado 

6a Colín Sanch•z Guillermo, opus ctt , Pág 95. 

85 



IV.3 La dpfensa pn el CddiQP de Procwdimi•ntos penal•• 
para pl Distctto Fedpral, dpntro de l.A._Ay•rtguacidn Pr•Yi•. 

l..\l...J. t An41i•i• del •rtácqlp ·1;s4 Bis p'rr•fo cuarto. 

El articulo en comente" a·¡ter::.orme.-.te a .a t"eforma del 

10 de e~ero de 1994. establecí~: 

Art. 134 Bis,- "En los lugares de detenci6n dependientes 
del Ministerio Público no existirán reJas )' con las 
seguridaoes debidas funcionara;, salas de esr:c""a. 

Las personas que se encuentren el estada de ebriedad, baja 
el influJ~ de estupefacientes o substanciüs psicotropicas, 
aquéllas que ~u situación mental denote peligro5idad y 
quienes a criterio de: la autoridad investigadora. p.·etendan 
evadirse, serán ubicadas en áree1s de seguridad. 

El Ministerio Público evitará que el Presunto 1·esponsable 
sea incomunicado. En los lugares de datención del M,P. 
estará instalado un aparato telefónico parci que los 
detenidos puedan corr.unicarse con quien lo estimen 
conveniente. 

Lo• det•nidc• d••d• •l memento 
nambr•r abogada o p•r•ona d• au 
d• •u d•f•n••· A falta da una u 
l• nombrara une de oficie. 

dtt •u epr•h9n•idn, pcdran 
confianza qu• •• •ncar;u• 
otro •l M1ni•t•r1o POblicc 

Como puede observarse éste p~rrafo no era otra cosa 

sino una repetición de la pr1mera parte del la fracción IY del 

artículo 20 constitucional fdesde luego anterior a la reforma de él, 

pero insistimos de nueva cuenta que el desa.¡::ortunado termino de 

aprehensión, se debía de comprender conceptualmente en su. sentido m.1is 

amplio. es decii·~ como pal.;bra sinónimo de detención, lo que sin 

estar literalme:nte establecido, nos ubicada pt·ocesalmente en la -Fase 

de la Averiguación Pri1'via como ya lo hemc·k expresado ariter ... ormente. 

€1 hoy ref'rJrmado artículo 13.: bis, por virtud del 

Decreto del 10 de Enero de 1994, establece: 

El Mi~iste lo Público e~1t11·á que el p¡·obable re5ponsable 
sea inc:omun cado. intimidado o tnrtut-ado. En los lu90.res 
del drte..-.c ~n del Ki;;i.:;terio Público astará :nstC1ic.do ur. 



apare.to telefónico para que ·'-'=1 det¿n1doii 
comunicarse c:in quien lo est1r.ien con·.e:nientes. 

Lea lndlcladcm d••d• la avarl9uaclón pr•via podrán nembrar 
abogado o persona de su con~ianza qua ae •ncarou• d• 1u 
d•f•naa. A falta da une u otro, al Ministarlo P6bllco 
nombrar6 uno de oficio". 

Es decir. el Código de ·ocedimientos Penales para el 

Distrito Feder.:i.l, de acuerdo a lo :::¡1..1e prescrib:: el ordenainier.t..:J 

constitucional, establece claramente el derecho a la defens~ en la 

misma averiguación previa~ el imi nanda toda duda res¡:·ectc al momerito 

del nombramiento del defensor. 

xy.J 1.1 El d•c•cho de d•f•n•• dp1 Presunta 
r••pnnaAble en la .ayeriguacidn preyi1. 

A lo largo de la presente tesis se ha venido apuntando 

reiteradamente Ja facultad que tiene el detenido de ser asistido por 

un deTansor tanto en términos constitucionales como en los tét"minos 

procedimentales, ya que de no sar así el Ministerio Público obtendría 

una declaración viciada afectada de nulidad. 

El espíritu de las reformas que hoy nos ocupan 

consiste en posibilitar una defensa más adecuada y exitosa de la 

persona. 

xy.;s.t.2 I • nhlígacton del Hintstpria p(1blfco de 
dqai9nar defensor en 1 a pyar i QU•e i ón prwyi iJ 

La única limit~nte legal para que una persona defienda 

a otra en materia penal, se encuentra en el siguiente at"t.ículo del 

Código Federal de Procedimientos Penales que establece: 

Art. 160. - No pueden ser· defensDt'>?S los que se t-.a l l 2;, 

presos ni los que estén procesados. Tampcco podt·án ser· le 
los que hayan sido condenados por algunos de los del1t:Js 
señalados en el capítulo II, título decimosegundo. de1 
libro lI del Ctdigo Penal. ni los 3Usentes qua por el lugar 
en que se encuentt"an no puedan acudir arite el triounal 
dentro de 1 :=.=- veint tcuatro horas en que debE hace1·:oe .:.:;be1· 
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su nombr·amiento a todo defensor ••• 11 

1y.z.2 An41iwtw dw lga act<culg• 69 y 270 del Cddigo 
de Prnc•dtmiwntas P.n•l•• p•r• wl Dtwtrtto Ewdllral. 

Para la .mejor compresión del análisis de los art.ícLtlos 

anteriormente mencionados transcribo el contenido de los mismos de 

acuerdo a como se encontraban redactados antes de su reciente reforma 

del 3 de septiembre de 1993. 

Art. 69.- En todas las audiencias el acusado podrá 
defenderse por sí mismo u por las personc=.s que nombre 
1 i bremente. 

El nombramiento del defensor no excluye el derecho .. di:i 
defenderse por sí mismo, 

El juaz o presidente de la audiencia preguntará siempre.al 
acu6ado, antes de cerrar el debate, si quiere hacer uso de 
la palabra, concediéndosela en caso afirmativo. Si algOn 
acusado tuviere varios defensoree. se aíra más que a uno en 
la defensa y al mismo o a otro en la réplica. 

Art. 270. - Antes de trasladar al pre6L1rito responsable a la 
cárcel preventiva, se le tomarán sus generales y se le 
identiTicará debidamente. El Minister.io Póblico recibirá 
las pruebas que el detenido o su defensor aporten durante 
la avo1·iguación previa .•. 

Actualmente establecen: 

Articulo 69 En todas las audiencias el inculpado podrá 
defenderse por si ·mismo o por las personas que nombre 
libremente. 

El nombra.niento di: defensor r,o 2xcluye el derecho de 
defende-rse por si mismo. 

El juez o presidente de la audiencia, o el Ministerio 
PlJbl ico, según el caso, preguntarán siempre al inculpado, 
antes de cerrar Ja mio::ma, s; Q'-dere hacer uso de la 
palabr~, concediéndosela en caso afirmati~~. 

St a:.gür, :nculpA.:!o tu·-1iere varios defenscres, ~o s~ aira 
más que a uno en la de.fensa y al mismo o a otro en la 
réplic;:, 
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Respecto al artículo 270 del Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal tenemos que establece: 

Articulo 270.- Antes de trasladar al probable responsable 
al reclusorio preventivo, se le identificará debidamente. 

Parece que es en el artículo 269 donde se espec1~1can 

los derechos del indiciado en la fase de averiguación y la labor del 

defensor. 

Articulo 269.- Cuando el inculpado fuere detenido o se 
presentare voluntariamente ante el Ministerio Público, se 
procederá de inmediato en la siguiente forma: 

I. Se hará constar por quien haya n~alizado la Cetenciór. o 
ante quien aquel haya comparecido el dia, la hora y el 
lugar de detención o de comparecencia, así como en si case 
el nombre y cargo de quien la haya ordenado, cuando 1a 
detención se hubiese practicado por una autoridad na 
dopendiente del Ministerio Público, se asentará o se 
agregará. en su caso. la información circunstanciada 
suscrita por quien haya realic:ado o haya reci!:Jido al 
detenido; 

11. Se le hará saber la imputación que ehista en su contra 
y el nombre del denunciante, acusador o querellante. 

111. B•r• Informado d• las d•r•chas qu• l•n av•rlguaclón 
previa con•lgna en au favor la Conatltucldn Pal!tlca d• loa 
Eatadas Unido• M•Micano•, 

Dichos Derechos, son: 

a) No declarar si así lo desea. 

b) Oue debe tener una defensa adecuada por s1, por abogado 
o por persona de su con~ianza o si no quisier~ ~ no pudiere 
designar defensor se le designaré desde luego un dPfensor 
de oficio; 

c) Ser asistido por su defensor cuando declare. 

d) Clue su defensor compare.::oca en todos lC·S actos de 
desahogo de pruebas dentro de Ja aver-iguac.ión, y é::te 
tendrá l• obligación de hacerlo cuantas vei:::e:s Si? !e 
requiera. 

e) Gue se le -faci 1 i ten todos los datos que sol ici ti"· su 
defensa y que consten en averiguación previa, par~ lo cual 
se permitirá a el ¡ a su defensor consultar ::n la Q.fi.ctr.a 



del :·1Lni:>ter10 Público y en presencia del personal. el acta 
de averiguación previa: 

f) Due se le reciban los tastigos y demás pruebas que 
ofrezca las cuales se tomarán en cuenta para dictar la 
resolución que corresponda concediendo, el tiempo necesario 
para su desahogo, 'siempre que no se traduzc~ an dilación de 
la averiguación previa y las personas cuyos testimonios 
ofrezcan se encuentren presentes en la oficina del 
Ministe,-io Póbl ice. 

C1Jando no sea posible el desahog..J de pruebas. ofrecidas por 
el inculp~do y su def'ensor, el jl1zgador resolver..:. en su 
oportunidad, sobre ln admisijn y pr~ct1ca de las mismas; y 

g) Oue se le conceda, inmediatamente que lo solicit.-, su 
libertad provisional brtjo caución conforme a ~os dispuesto 
por la fr~cci6n I del artículo 20 de la Constitución 
F2deral y en les términos del artículo 566 de este código. 

Para los efectos de los incisos b), e) y d) se. lt? 
perm1ti,·á al indic:ic=do comunicarse con !as perso11as: que 
solicite, utilizando el teléfono o cualquier otro medio da 
que ssa disponga, o personalmente si se hal 1 aren presantes; 
y 

IV. Cuando el indiciado fuere un indígena o extranjer,J w1e 
no habla o entienda suficientemente el castellano, se la 
designar~ un traductwt qL•e le hará saber los :1erechos a que 
se refiere este artículo. Si se trataré de un extranJero la 
detención se comunicará de inmediato a la representación 
diplomática o consular que co~respcnda. 

En todo caso se mantendran separ~dos a los hombres y a las 
mujeres en los lugares de detención. 

Estos artículos c:oi-.::idE·• en ::;eñalar QU'? el indiciado 

tiene el derecho inalienable ::1e nombrar defer.5-or para su persona, 

rigit:ndose igualmente al mismo sentido y esencia del il:-tic:ulo 20 

constitucional, fracción IX; estos dos artículos enriquecen y 

fortalecen la cláusula constitucional invocada reforzando el derE·c:ho 

y actividad de la defensa, inc:luyéndose los conceptos dE> autodefensa 

y persona de confian:a. 
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xv.:s.3 An4Jiaig del Ac11prda A/56/Bt da fecha a dp 
nct11hr9 de 19a1, emitido par t• Proc11r1d11rí• G•n•r•l da .luatiei• d11_l 
Dfetc1tn Federal 

Bajo el Gobierno del Señor Licenciado José López 

Portillo (1976-1982>, la Procuraduría General de Justicia del 

Distrito Federal a través de su titular Licenciado Agustín A!anis 

Fuentes, en base a una nueva filosofía del Ministerio Público l con 

el propdsito de llevar a la ciudadanía me){icana el beneficio de la 

Leyes; 11 con un profundo sentido humano". emitió una serie de 

disposiciones internas de gran trascendencia en la prccuracidn y 

administración de justicia mediante la expedición de circulares y 

acuerdos, Jos cuales, en alguncs casos, sirvieron de guía y 

orientacidn al legislador para convertirlas en actuales disposiciones 

de observancia general. 

Dentro de estas disposiciones, por si contenido, 

importancia. y trascendencia dentt·o del ámbito del perí.Jdo 

procedimental denominado Averiguación Previa, destaca el Acuerdo 

A/56/81 expedido el B de octubre de 1981 precisamente po .. el entonce=> 

Procurador Licenciado Agustín Alanis Fuentes, ratificada su 

vigencia mE!diar-.te la circul.:.r C/006/83~ de fecha 2: de ~bril de 1983~ 

emitida por la Licenciada Victoria Adato de Ibarr~ en su :~lidad de 

Procuradora G~~eral de Justicia del Distrito Federal. 

Tres fue~on las razones fundamentales esgrimidas para 

la elabo~ación del presente Acuerdo, d saber: 

1.-· Nuestra Carta Fund;•mental orler.ta '-''1 procedimiento 

Penal humano, por corresponder a un ~-égi"len de libertades que ti:;:nden 

evitar d11 igenc: !as secr:tas y procedimien•.os ocultos, para no 

restringir el derecho a la defensa por si misr.-.o e por medio de c.trc.i~ 
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y que el inculpado pued8 ofrecer- pruebas y asistir a su recepciiin, 

puesto que son actos que le afectan. 

2.- Si las $Ociedades por medio del Ministerio Público 

tiene complet3 libertad para formular todos los datos que hay1. contra 

el inculpado, es gran injusticia que a este se le pongan tral>as para 

su defensa. 

3. La práctica cor.:;tante, lndica oue quien es acusado 

y se encu.antra en libertad puede oFrecer todas l,r,s pruebas y 

argumentos de que dispone en un término mds o menos largo y no 

resulta lógico que quien está detenido no tenga ese derecho, cuando 

además la sola privación y de la libertad lo coloca en una situación 

muy desventajosa respecto a su acusador, por lo que debe introducirse 

.fc;:lrmalmqnte un derecho a nombrar defen&a1· desde el inicio de la 

Averiguación Precia, cumpliendo con el espíritu de la Constitución 

Política de los Estados Unidos ~exicanos. 

El acuerdo en coment'o está conformado por cuatro 

articules principales y lres tr4nsitorios. 2n los siguier.~2s 

términos: 

Art,culo Primero.- El inculpado podr' nombrar d•f•naor 
d••d• •l mom•ntc •n qua d•t•nidc y pu•ato • d!apoaicidn d•l 
H!niataric POblico, •n lo• c••c• da fl•grant• delito, o &in 
••tar d•t•nidc, da&d• •l inicie d• la Av•riguac!dn Pr•vie y 
t•ndr' d•r•cho • qua •• hall• pr•••nte •n tcdca lea actos 
del prcc•dimianto. 

Este primer Artículo contiene, en orimet· ténr.ino, un 

rec:-Jnocimiento e~p,.eso del derecho de defens.=.~ consagrado como 

garantl.;. individual que posee todo inculpado dent~·,, del p•·ocedimiento 

per.al 1.1e>;i¡:;:anc p:asmadc· ero la Fr~.::ción ~X deJ ?-··tí;:u::. :!O de la 

Ccns":.it.•.1c:ión P:J:.l+-.i;:a de los Esta.dos Unido-:; Mexicanc.c;;. 



Por otra parte, este primer Artículo pn:vee dos 

situaciones distintas, la primera, el derecho de designar defensor 

por parte del indiciado cuando es presentado al Ministerio Pl1bl ico 

como órgano constitucionalmente .facultado para investigar y perseguir 

los delitos y debe quedar en calidad de detenido en los casos de 

flagrante delito y la segunda, el mismo derec:ho de defensa, ::::uando el 

indiciado aún 2stando sujeto a una a·1eriguación previa, .:::¡"! virtuU Ue 

una denuncia o querella .formulada 211 su contt·a. no puede ser ~1·ivado 

de su libertad personal; por lo que renpecta a la prime~a hipótesis, 

be apuntarse en 1·elación a Jos casos de -flagrante del ita a que se 

refiere el Artículo a estudio, que debe entenderse que es inculpado 

es aprehendido en flagr·ante delito no sólo es detenido en el momento 

mismo de estarlo cometi~ndo, sino cuando, después de ejecutado el 

hecho delictuoso es perseguido materialmente, o cuando, en el momento 

de haberlo cometido, alguien lo señala como responsable del mismo 

delito y se encuentra en su poder el objeto del mismo, el instrumento 

con que aparezca cometido o huellas o indicios que tia<;.ian prt:sum:1· 

fundamentalmente su participación en los hechos del ictuosos, 

distinguiéndose doctrinariamente la .flagrancia la 

cuasi.flagrancia, señalando el Código de Procedimientos F'enales pisa 

el Distrito Federal en su numera 267 literalmente lo s1gulente: 

Art. 267.- Se entiende que el delincuente es ""prehendido en 
flagrante delito; no sólo cuando es arrestado en el ~omento 
de estat·lo cometiendo, sino también cL1ando despLtés de 
ejecutado el acto del ictucso, el jel incuente O!:; 

materialmente perseguido. 

Resulta oportuno =:~ñu.lar en rel,:,cí6r. 

hipótesis que una persona presentada ante el Agente del M1nister·.o 

Público relacionaoa a una 1~verigu.:.ción Previa únü:amente '.)Ued¡: ser" 



detenido cuando el delito que le es imputado tiene ~e~clada una pena 

pc5vativ.:i de libertad Cprisión) o una sanción cumulativa (prisión y 

mult:i., 1Jr1sidn y suspensi6r. de derechos. etc.); e::ta primera 

hipótesis s~ iJresenta ·en la prác:tic:a generalmente er. las agencias 

investigadoras del Ministerio Público o agencias centrales de 

Averiguaciones Previas. 

P.::ir Je,. que respecta a ka segunda hipótesis, esto as, 

al derecho de defensa existente cuando el inculpado no debe ser 

detenido, deb~ anotarse qu~ cuando el delito que le es atribuido ni 

inculcado tiene se~alada una pena que no sea la de prieidn o una 

sanción alternativa, el indiciado sujeto a una averiguación pr.evia no 

podrá ser privado de su libertad personal pos así enseñarlo do manera 

catagdrica el artículo 16 Constitucional. 

Artículo B•gundo.- Lo• inculpado• podr~n val•r•• d• lo• 
.. rvlclo• dtt ori•ntacidn 11111•1 con qu• cu•nta l• 
ln•titucidn par• el di•frut• dtt todo• lo• b•n•flcio• qu• •• 
han cr•ado a ravor d• l• ciudadanía, en •1 .,.reo dtt la 
numva procuracldn d• Ju•tlcla con profundo ••ntido 
hwnanltarlo. 

Este segundo ~rtículo, revise una vital importancia ya 

que de su conte.,ido se puede esbozar el génesis de la institución de 

la defensoría de oficia dentro de la Averiguación Previa, ya que ~e 

habla como un derecho de todo inculpado sujeto a investigación ante 

el Ministerio Público de valer~e de los ~er~icios de orientacidn 

legal con el objeto principal de darle a conocer el alcance y 

dist=rute de les ben(.lficio:> otorgados a la .:1udadaníc.. por parte de la 

P1·ocu1aouría de Justicia Capitalina. 



En C'!'ie entonces: 

L3 Le, Orgánica de la Procuraduría General de :l';Js4:.iCi,a 

del Distrito Fedei·al~ p1.1blicada en el Diario Oficial de la Fede"rac·:idn 

de 'facha i5 de diciembre de 1977, en su Capítulo Décimo Primare, 

¡.. proveía la e>dstencia de los servicios de orientación legal brind&dos 

por la Institución a través del Departamento de Orie~tacidn Legal de 

la Dirección Gerieral de Se1··.ticios Socialus (a.her'°' Dirección General 

de Servicios a la Comunidad) establecienrlo r.omo una de sus 

atribuciones brindar en general a todas las personas orientación y 

asistencia legal, instruyéndolas acerca de les derechos y 

obligaciones de todo ciudadano frente a la Procuraduría General de 

Justicia del Distrito Federal. 

Del contenido de estos dos Artículo~, así como del 

Acuerdo A/:56/81 a estudio, surge la figura del 110rientados Legal", 

adscrito a las diversas agencias investigadoras del Ministerio 

Público en el Distrito Federal como antecedente del defensor de 

of=icio en la Averiguación F·revia como anteriormente estaba señalado 

dichos ordenamientos debían cubrir durante las 24 hora::. las 

veinticuatro horas del día precisamente los servicios dP orientac1ón 

legal en las distintaa agencias investigadoras del Ministerio Público 

aunque en la práctica lamentable~ente era frecuente su ausencia! 

debiéndose hacer notar que tan impa~tante y trascendente Tunción s~ 

encontrara generalmente encomendada a personas de buena volunta.::! pero 

carentes de la experiencia y pr~ctica necesaria, como pasantes je la 

carrera de derecho y meri:orios. 
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Artículo Tareero.- El d•f•n•or podr~, previa propuesta qua 
otorgue ant• al Miniatario P~blico, •ntrar al d•••mp•~o da 
au com•tido¡ •l inculpado t•ndr6 la obligacidn d• hacerlo 
comparecer cuantas v•c•• •• neceait•. 

ArUculo 
y •• l• 
A/3:1179, 
ocho. 

Cuarto.- Al inculpado sa l• tomar~n sus g•neralas 
identificar• dabidam•nte •tandi•ndo al acu•rdo 

d• cuatro da Julio d• mil nov•clantoa aet•nta y 

El acuerdo anterior que nos ocupa, en al mes de 

Diciembre de 1981 dejó de tEner el ca1·.1cter de disposicidn 

admfnistt·ativa interna de la Procuraduría General de Justicia del 

Distrito Federal, para convertirse en una norma da observancia 

general y obligatoria. al incorporarse su contenido a nuestra ley 

adjetiva penal vigente; usí, el contenido del Acuerdo A/56/81, 

materia a estudio. se encuentra actualmente en el artículo 134 bis, 

p'rrafo cuarto del Código de Procedimientos Penales par~ el Distrito 

Federal, creando o adicionado mediante el Decreto de fecha ~6 de 

Diciembre de 1981, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

29 del mismo mes y aFio y que a 13. letr·a señalai 

••• 
11 Los detenidoa, dttad• el memento 

podr'n nombrar abcQado o peraona de 
•nca~gu• de au d•f•n••· A Falta 
Mln!ataric P6bllco l• nombrar• uno da 

d• MU •P~•hana!dn, 
su confianza, qu• •• 
da una u otro, el 
oficio. 

IV 3 4 El d•~•n•nr de Oficio en l• Av•rto~ 
en Rl E11•ro ComOo 

La Averiguación Ptevia como parte del proceso penal es 

indispensable~ puesto que los elementos ¡:.robato1·ios del cuerpo del 

delito, por" r-egla IJE:neral figuran en ella y poi· q ... rn los Jatos en que 

se runde el ejerc¡cio de lA ac:citn penal, también tian de E;:tar 

Por· disposición constituc:ionc:il, r::ara y e;.:presa el 

defer~cl" tiene- de .. ~cho a encontr~rse presente, ni: sol amente en los 
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actas procesal es que t=nga lugar ante el Jr;iano j._a· isdiccional, .;ir.!1 

que también podrá estar presente en los actos de aJeriguación previa 

que practique el ~inisterio Público. 

Anteriormente el Ministerio P~blico en su etapa 

indagatoria, anti= el temor fundado de que e! defensor pusiere 

obstáculcs en el período preprocesal penal o bien se enterat·~ de 

detalles de la investigación, que por convenienc:a de la mism~ no 

debíarJ ser revelac.a:. y ante la no disposición e>~pr~sa de nue~t~·a 

má>.imc-· ordenami:nto j, .. rídico, no se :.:rermitíc. le. intervención de 

defensor alguno siendo esto en perjuicio de los indiciados, quedundo 

indefensos durant~ la averigua~ión previa. 

En 2fscto, el jerech':.1 v. la de;ensc· .:.:;, ... e: .::c'TID gurar:~ia 

astablece el artículo 20 constitucional, no es un derecho optativo 

para el indiciado, sino obligatorio, que se traduce en obligacidn 

para el Ministerio Público. 

tV.4 la dwfwnaa •n •l Cddigo E•decat .da Prncgdimientn5 
P•ºt'e• dentro de l.¡ Ayar1ow1cidn Pr•yja. 

Ul i! Ac•l ir.is d•l act,c11lc i2a d•l C:ddlgc d• 
e:cccadi mi aatcs Eacal•• 

A continL·.ación el siguiente cuadrr CGi'1er.tado 

analllzado er. e! Coloquio "Re-formas a la Constituc1on y Divc1·sos 

Ordendmientcs L;;gales en Materia Pen.:. t" organi:.:ado por el Instituto 

de Capacitación de la Procuraduría General de la Repúblic¿. en Mayo 

del presente añd9. nos penr.ite ·..¡isL•alizar de r:;;?j:ir manera !a 

riquezajurídic.:. del a•-tículo eni:>:Jmento, de una.manera clan-.. · precisa: 

61 Coloquio dr.: "Reformas a la Co;,stituciCn . úiven:~s 
Ordenamientos Leg.:-..Ies en Materia Penalº~ P.5.P. InStituto de 
Capacitación, Mayo 1994. 
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mroiHTERJCi, 
8llW:l.iUll 

mro~EFORllAJO 

WlW.m 

Cuando 1l 1nculp1da fulrt Cundo 11 lnculpldo fu1&1 drttnldo o 
1pr1h1ndJdo, d1t1n1c:, n 11 prn1nt1r1 ·1olu11~irhHntt 1nh d 
prrnnhrt ·~lunt1r;1nr.t1 1 H l'inhhrlo P~bllco F1d1r1l H 
prot1d1r& " tn11dhto d1 h proctdui dt budilto 1n h 
slqultnh faru: 1!9uhnh f~r1.11 

J, Sthu' con1hr 11 dl1, hcr1y 
luqu dt 111 ~1t!n:1~~. u 111 cuo, 
uf co111 11 no1br1 v carqo dt ~uaru 
h pr1ctlcaron; 

JI, SE 11 imi u~tr !1 ilput1c16n 
qut utlh tn 111 ~ilntr& y 1r. su ~110 1 
1lno1br1 dtl d1nuncilnh 1 Hí :010 
1011l9uhnt11 dtrechasi 
¡I El dtco1unlcaru ln11dlahunh 
ccn qul1n 11tt11 ~onv1n11nh1 
11 El d1 duJ¡nor 1Jn dm11 pmm 
d11uconFhnu pua qut lodtflnHo 
&nilit1 quitn hndri dtrlCho 1 
carioctr 11 nlturahu y uuu dt 11 
IMKlln, y 
ti El dt na dtchrar 1n1u contra y 
dino d1chr1r 11 ni lo dn11. 
P1r1J,.1hct,.d1J01 Jnclm11y 
11 U 11 pmltlrl utlllm 11 
lllllana a cu1lqultr 11dla d1 udlo 
d1 coaunlmidn. 

111, Cuindo 11 d11lnlda fum un 
lndlgm q" na ~•bh mlllhno, 11 
11 d11i¡nirl •ntriductor qulin h 
hui IOtr la• d1mh01 1 qui 11 

nfJ1r1 h tu:cidn&nterior. Si H 
trahn d! un utr•nJtro 11 d•!1r.:Un 
11 co1uniur• d1 lnu~htc 1 la 
npre11nhcUn dlplodtlca o co11¡~hr 
qui corr119ond11 

IV. El ~inilhno Nblico nclbir~ 
111 ori11b11 qut ti dlhnida ;: 111 

dtflnnr 1port1n d1r.tr~ ~' h 
IYtriQUICidll pnvi1 y PUi :01 finu 
dt uta. q•J1 11! tcaara~ u cuenu, 
CDIO llg1!11ntt co~rupond1 tn tl 
1:tc d1 coisig~•ci '11 o ~• 11 ~1rtad 
dtl d1tf 11 ldc, Ir· 11: ene. tuan~t •; 
tu ~:mblt 1l :u1~0¡0 :1 pruthn 
olnct=n pcr 1! d1~1nt~o o '" 
t1hr.1cr, i: :~:g1dC' rn:;,1•i1 

I. 61 hui con1hr por ~uten haya 
rullt1dcll dtt1mldno1nt1 quien 
·~-..ti hitya co1oarecldo ti ~il, hora y 
lugu dt dthnclón e dt 11 
COlpfrlUnch, Hl CDIOtr. liU ene el 
ncabrt y tHqo dt quitn 11 h11y1 
ord1n1do 1 cuand~ 11 ~thncUn u 
nubi111pnctir:1dopt1r u.;11utcrld1d 
no d1p1ndilntl d1I Klnisllrlo 
Pdbltto, u urntui o se 1;r1gu~, 
ID 1u cuo 1 I& 1nforutl6n 
cJm1n1llnchd11111crlhporqul1nh 
h1y1 rull11do o h1y1 rtellldo al 
ditinido¡ 

U. 31 h horl 11l1r 11 l1put1Clln 
q111 11l1tt 111 111 contra y 11 no1br1 
dll dinuncllnh o quir1!11nh, 

Jll, S1 h horln uttr IOI d1mhoi 
qUt h otar¡1 11 Con1tltucldn 
PaUtlCI d1 ¡,. E1hd01 Unid" 
Knic1no1 y p1rtlc11tir11nt1 111 h 
Avsrl;uicldr. Pr1vl1 1 dt IOI 
ll9uil!nt11 :uau 

11 H11 drcl1·1~ u ni lo d1111 1 a 111 
cu~ contruJo, 1 d1chrar nlittdo 
d111nd1frn1or¡ 
bl T1ntr una ~rhnu 1~1cud1 por u, 
por 1~oq1do o pcr persona di! su 
ccnfl1nu o 1i no quhilrr o n:i 
pudhr1 dtsiqnu d1f1n1ar u le 
dnlgn1r~ d11d1 lurqo un d1f1nsor dt 
ofltio1 
et Out 111 d1f1111cr co1piruc1 tn 
todo1 101 1ctc1 dt druhogo dt 
~rutbn dtntrc ~t l11vE•lguac:,n¡ 
di lut11 I• ll<llltin toda las 
datos qur .~licltt t11r1 111 d1ftnu f 
=Jt cai1t1.i 1r. htrig~1tUn 1 tarl :; 
!<Jl111Ol'lltlra11! y 11.1 :1hn1:· 
{l}ñ;y)tsr 1r. 11 oflc~r.1 dtl 
lf1n11teri: 'd~li~¡¡ , rr ;rnucu ~e'. 

C111nc~ 11 inculpado fu111 d1t111ido o 
H pn11nUr1 .otuntarhnnh 1nt1 11 
fllnilterto Pi:i;1w1 F1dtrd se 
prcctdui dt tnudiato an ll 
1l9uhnt1 fan11 

J. Se hU'' c;~sur par quiin hly1 
ruliudo 11 dehncidil 11 ante qull~ 
1qu1l h¡y¡ca1?¡r1odctl jí¡1 hor1y 
lugu d1 11 j1t1ncidn o dt h 
cc1~1nc1nci1. Así coaa 1.i su ene 11 
no1br1 y c1q3 ~1 quun la h1y1 
orduado. C1,1•ndo la d1hnci6n u 
hublt11 practicad~ cor un1 1utorld1d 
io d1pendi1nt1 d11 ftinhhdc 
P.~bllco, 11 aunt.r• e u 1~t1qara 1 
111 111 cu3, la infor11ci~r1 

clrcunthntilda 1u1crih por quhn h 
h1y1 mlludoo haya mlbldo al 
d1hnldo, 

11, SI 11 h1rl 11b1r 1111puhclln 
qUI uutl en 111 contri y 11 notbrt 
d1I donun<lanto o qumllanh. 

llJ, S& I• har~ ut11 101 d1rtcho1 
qui h otcr¡1 :1 Con1tltuc!On 
Polltlci º' IDI hhdDI ur.ljos y 
putlcularunlt 1n h 1v1rt9u.cldf' 
pnri:, d1las1l911l1rt111 

11 ~o a1chr1r si ni lo ~nH, o 111 
111 CHO contr1r10, ¡ ~eclartr 
11t1Uáopw 1ad1fer.1or¡ 
bl Ttntrun1dr=1n111dtcv1a1p"r1I, 
por su a~llqtd!i o por p1r1cn1 dt u 
conflanu 3 ¡¡ no ~ui1hrr o no 
pudt1n dH:inu dlf1n1cr 11 11 
dnlgnara de1d!I iu1;0 un dthnsor 01 
oficlOJ 
el Cut su ~1hn1or :01~u11c1 1n 
todo1 lc1 1cto1 d1 dtu.,oqo di 
pr1:1bu ~rntro dt l11vtrl¡u1cUn, 
di 0111 11 11 fu:llhn todos los 
d1ta1qu11ollc:t1p1r11ud1fln11 y 
~u1 conshn in 1nnguac~tn, pu1 :; 
~ual >r ~t·11 t lri ¡ t: y 1 s~ 
dlh~s:r c:~111it1~ 1n h oflctnl ~11 
"intsttrlo ~~blito f 1n Prnr~c:1 ~el 
01r1c·¡¡, 11 ttaau~:i dt 



TEITO INTERIOR 
WlW.m 

10broll 1d1J1tlny prl<llC1d1J11 
1111111 YI 

V, En tcdo CHO 11 Hnhndr•n 
11p1r1do1 a 101 h111br11 y 1 In 
ouJ1111 on IDI Ju¡1m de d1tm11n. 

rmo mom;o 
w.wu.uz.¡ 

omanal, 11 upedilnh d1 h 
1vrrlqu&e16r. pr1vh1 
tl Ov1 H lt r1cib1n 101 t11tl;o1 y 
d1U1 prutbH QUI ofruc. 'f QUI 11 
tour1r, 1n cutntl pua dlchr 11 
rnoluclO;: au1 :arrn;~nd1 
conc1d:t~do11l1 tl t111pa 1m111rlo 
pu111lo, littprt QUIRDU tr1Cutc1 
1n1ntorp1cl1ilnto dt l11v1rl;u1uc.i 
y Ju penanu c:.iyos tnt11onio1 
ofmc1 u 1ncu1ntr1n tn 11 h1;1r 
dondt 1qu1l11 H lhn 1 cabo. Cu1ndD 
nosu. paslblt ti dnaha;o dt prutbu 
ofmidas por 11 innlp1do o u 
dlhn1t1r, ti ju191dor r11olv1ri sabre 
h 1d1i1idn y prictlca d1 lu 1111111 
y 
f) Oilt 11 11 connd1 ln11dilt111nh 
qut lo 1olicit11 111 1:b1rhd 
provllional bija caucUnccnforH 1 
IDI d11pu11topor lllrmtln Jd1l 
1rtl<ulo 20 d1 11 ConititU<Un y tn 
lat Ur1tnoa dll ~~rufo n;undo dtl 
utlculo m dt 11t1 <ddl¡o, Pir1 loi 
1f1tl01 dt 101 tnci101 bl y el u 11 
ptr1ltJrt al indiciado co1Untcu11 
co11 lis ptnonat qui ~I sollclh, 
utlllundo 11 hlllono o mlqultr 
otro 11dlo dt :01unlc1t1dn d1l qui 11 
p111d1 dl1pon1r o p1non1l11nh1 11 
lllH 11 halhrfn pnnntu. 01 h 
lnforucUn ll tnc1.1lp1ao 1o~n 101 

d111cho11nt1111nclon1do1 11 ~1J1r• 
const1ncJa 1n ln1ctU1clon11. 

JV, CU1nda 1: d1t1nldo f\itrt un 
indíg1n1011tranJtro que no h¡bh a 
1ntl1nd1 1uflci1nh11ntl ti 
cuhlhno, 11 11 dnlgnar' un 
tnductor q111 h h1r4 11~1r 101 
dtnchDllQUIHrtfilrthfracciOn 
anhrlor. Si H tr¡tlri d1 un 
utnnjtro h dthncídn u co111nlurA · 
do ln11dllto • ll roprmn\1<1dn 
dlp!Olfü<I miullr qur 
cm11pond11 }. 
V, En teda cuo u unttndrAn 
11par1do1 a 101 hotbrn, 1 lu 
1uJ1r111n 101 lu;ar11 d1 d1t111ctOn a 
r1clu1idn, 
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htri~Jlt:~ri :r1vl11 
e; Ou1 u lt r1c1o¡n 101 ~e~:i;o1 y 
d11&1pru1bu qu1o+ruca yc111 u 
to11ru1 1n curnh ~ira did1r :& 
r1101ucih Ql.I car•n=ond1 
conudljndcu:¡ 1: tiup: m1n-•= 
par11llc, 1t11pre Qlii n:: u ~r&dllZCi 

tn 1ntcrp1cl1¡1r,t= de !:. •;lr'ii~lti~r. 
y 111 Pl'ior.u ci.yci tntit:n1~1 
ofrnrn1 u 1n:u1ntr1111n al lu;ar 
dar.di 1q~1lll u lleva 1 e•~~. Cm::: 
·,o 111 pcsib:¡ 111 du•h:;c :¡ ~ru1bu 
ofr1udu por il lnc1.1!p100 ~ su 
d1flnm, 11 JU!Qldcr filDlYU,IDbrt 

la ad1i116n ~ pr•ctica 01 lu •aut1 
y 
fl Out n 11 ¡:cnctda ir.11d!1tu1nlt 
QUI lo sollclh, 11. llbtrhd 
provhian1l b1Jo aucidn .:onforu 1 
lodl1puuto porl1 frm1l'I d1I 
1rUcula 2~ :1 h Constitucldn y 1n 
!DI tlnlnDI d1: plrr1fo ugundo d1l 
articula ll5 d111hcddl90, P1.r1 :01 
1l1ttG1 dt lDI lnctm bl y <I 11 lo 
p1r1lt1r• d tndi~i1do co1un1cu51 
can tu ~1nanu Qui 11 1alictt11 
uttllundo el ttlHcnJ o cua:quter 
otro11diod1 co1unlcaclen d1l q¡,¡r H 
p111d1 dlspor.er o puson¡l11nlt, u 
11111 u h11lar61pr111nt11. 01 h 
l:ifcrucU~ 11 inculpado 1o~re los 
du"llo11ntli 11ncion1.do1 u d11ir' 
con1t1nch 1n !u 1ctu1.:!:~u. 

IY. Cuando rl d1ttntdc fu1r1 :.· 
¡ndlg1n1 Q ntranitro qui ~D nibla e 
1nthnd1 1uficilnt111ntt tl 
c11t1111no, 11 11 d111~nari un 
traductor Qur lt hari ubu los 
dtrKho11 q11111 nfi1r1 la fracc:':'i 
antlrlc•. Si 11 trahr~ et ur. 
11tranjtr11 la ~,~,~~¡~" u cc1wn1wi 
dt t.iudl1~0 1 la r1pnnntm6~ 
diplolltlca ccn1i.1 lar :~• 
:crr11oond1;) 

Y. En tcdc cu: u u-a~j~1· 

11par•m a los ~ar.era í; las 
1uj1r111n lo' tu;a•u jf d1h~:i:r.: 
~1e1~1t'r, 



IV.4 t.1 L1 dmtgrmin•cido d• datpneido dictad• por pl 
Mi ni •tar to pt1hl i ca F•dara l 

Toda determinación del Ministerio Público sea del 

fuaro federal o camón, deberá tener por satisfechos los requisitos 

que marcan los artículos 14, 16, 21 y 192 de la Constitución P.:Jlítica 

de los Estados Unidos MeKic~nos. 

Un¿ determinación de esta naturaleza presupone la 

satisfacción suficiente del binomio jurídico-penal que rige la 

actuación del Ministerio Públi~.:J. es decir, deber~ estar compro~ado 

el cuerpo d•l delito, esto de manera indubitable y como rasgo mini.no~ 

indiciariamente la probable responsabilidad del inculpado en la 

comisión de un ilícito. 

Estas resoluciones también tienen presente la 

flagrancia o inmediates del hecho delictuoso cometido, los cases de 

urgencia graves y finalmente los razonamientos de cuasiflagranci E., en 

los que se puede incluir la gravedad. tra5cendencia e intervención de 

personas en un h&cho del ir:tuoso. 

Sobre particular el COdigo Federal 

Procedimientos Penales establece reglc.s muy claras ::i~ra arder.ar la 

detancidn de 'Jna persona, aspectos l"'egidos por el .:irtículo 1:::3 'f 

siguientes, relativos a las "Reglas especiales para la prJctic:a de 

diligencias y levantamiento de actas de policía judicial".• así como 

los artículos que se refieren a ló comprobación del delítc y la 

presunta responsabll1dad. 
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IV.4.1.2 ComunicaciOo al d•tuoido d• la imputacidn guw 
obra pn s11 contra 

Anteriormente el artículo 128 del Cdó1go de 

Procedimientos Penales para el Distrito ~ederal 1 est•blecía en &U 

último párrafor 

ºDesde el momento en que se determine la detenc;.jn, el 
Ministerio Público hará saber al detenido j.a imputación que 
se le hace. 

Actualmente se~ala: 

Cuar.do el inculpado fuese de~en1do a se pres~~tare 

voluntilria;nent¿ ante el Minú;terio Fi.:1blico Federal se 
procederá de inmedia~o en le. siguiente for -a: 

II. Se le hará sabet· !a imputai:-it;n que existe er, su contra 
y el ;iombn~ del denLinc:iante o querellante. 

lll.~.1.;s Cami.iniC1c i 60 •l dlltilaidg del d•~•cba 
ct.&la•• q11• J• ••i•t• 

Respecto al momento en el que sa le comunica 

d• 

al 

inculpado el der~cho defen5a que le aeigte, la Constitución da forma 

clara y precisa a establecido, como ya lo hablamos a;-,otado, que: 

rirt. 20.- En todo p1·oc.eso de orden pgr.al, te.ndr.:. al 
inculpado las s~guientas garantías: 

IX, Desde el inicio de su proceso será info1·mado de ~os 
derechos que En su -Favor com;igna esta Con~tituci..:¡;i y 
tendrá d~re~ho ~ una defens~ adec:uarja, por sí, por abogado, 
o por una persc-.a de su c•.-:rf:°idr·;-a. S1 rio quiere o iO ouede 
nor .:irar defer.sor, de!:;pués i~e haber $-.do .. equeridc:; pare; 
,ac:erlo, ~l juez 18 des1gnará Jno de o~ic10. T: 1bién tendrá 
der:=!cho a que su defen~ot· c:o;r,parezca er, todos lo'.: a=-:os del 
pri:::eso y és:e ':.é2'1:lr.~ c-hlic;,:1c:ión de h~·=e:1·lo cu..-ntas ·vec2s 
se le requ1er·a, y, ••• '' 

L~s garan~i~s p:-e\istas e~ las f, ~cc!ones V, VII j ¡x 
t.o,mbién serán obse1· ,;acJas durante !.:1 averiguación previa, en 
los tér-min1J:. y con loe:. requi:;itos y · lmite~ que las laye~ 

~-~~blezca~! lo :revl~to en las frac=ione~ I y ¡¡ no es~ar~ 
s1det.:i a ccr-.::lición a:.:u;--,a. 
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el art.::.culc 

Procedimientos Penales establece: 

"Cuando el inculpado fuese detenido o se presentare 
voluntariamente ante el Ministerio P~blico Federal se 
procederá de inmediato en la siguiente ~orma: 

l I. S;:i le harán saber 
Con'3tituci6n Pc·líticñ ~.::> 

parti:ularme~te e~ -~ 
siguiente~ =asas: 

los derech-:.s que le otorc;a la 
los Estado~ Unidos Mexicanos y 
averigu~ción p~evia, de los 

Tener una defensa adecuada. por si, por· aboga.do o p;::...­
persona de su confi,;.nza o si no quisiere o r.o ~udiei"2 

designar defensor se le designará Ce~de luego un defensor 
de oficio; ••• " 

ce 

IV. 4. L 4 Obligactdn del Hiniatarig pObl i~tl.bi.1: 
pco11h•s apartad•• par •J dwtwni da a Al' Mf•n•nr_._ 

El artículo 1:a del Código Federal de Pr-ocedi; .. ientcs 

PEnales se;;ala: 

Cuando el inculpado fuese det~nido o se presentare 
voluntariamente ante el Ministerio Pi.Jb¡ica Federal se 
procederá de inmediato en ~a siguiente forma: 

III. Se le hJ.rán sabe~· los derechos c;ue le otorga la 
Constitución Polít1cc de ¡os Esta.dos Unidos y 
particularmente en la aver-iguación previa, de los 
siguientes e.ases~ 

e) Que su .:.afensor comparezca en todcs los 3ct=s de 
desahogo de pnteb.as dentro de la a ver ig .. ,ac i ór·. 

e> Que se le reciban los testigos y demás pruebci<.:. o·-·,~ 

ot=rezca y que se tomaran en cuer.t::i para d1cta1· la 
resolucir'5n que -:arresponda cancetiiéndosele el tir:.r.po 
necesario para ello. siempre ouE no se tradu.;:c'"t en 
entorpecimiento de la averi~uaciór. y de las personas =uyos 
testimonios ofre2can se enc:uent··e-n en el lug.•r dar.de 
aqL.:el la se 11.eva a cabo •• , ' 

consistent& en l.:i :iportaci~n de pr:.Jebas un~ .:.bl igaci6n correlil!:J·J,;. c. 

cargo del Ministerio PUblico, durante la e~_ap.ol inc'¡::.gat:it"!._ .• ,jE: 

recibirlas. 



El Ministeri~ Público. es por su naturale~a, un 

represeonti'.;;te de la socied.:.d una instituci~n de buena ~& y equidad, 

que en todo mo~ento, e:.tá obligado a desplegar su; acciones =on 

,.espectci y reestric:to a los der"ei:.hos del inculpado y con apego y 

sol'idaridad.;,, los int-aresE>s de la sociedad. 

IV 4 2 El d•f•n•ar da gfiGia en 1A Aypri9u1siOft 
l!r.•v1a, pn et E11•ro f"ed•r•l. ... 

El defensor ~e oficio ~ederal en la fase indag~tor:a 

encuen~1·a su sustento legal en e! inciso b) de la f··acc:idn III, que 

dic:e respect~ al inculpad~: 

" ... Se !P. harán saber 
Constitución Política de 
part icu.larmente en 1 a 
siguientes casos: 

los derechos 
los Estados 
averiguación 

que le otcrg~ la 
Unidos Mexicanos· y 

pf..evi•, de !Os 

b) Tener una defensa a.decL·3da por si, por abogado o por 
persona de su con-Fianza o si no qu·isiere o no pudiere 
designar defensot c::;e !e designar.i desde luego 1 ... n de-Fensor 
de oficio: .•. " 

El espíritu de la !E:oy. proc.:!ial penal transcrita, al 

referirse al defensor d~ o~ic:io, es el de prestar al indiciado una 

adecu8da d2Fer.soría desde el inic::io de la etapa .je averigLt:;.c:ión 
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CAPJ:TULCJ QUXNTO 

NUESTRO PUNTO OE VISTA 

V Prnhlem4tic• •n torno al twm1. 

El proceso penal me~icano, antes de lograr la 

fisonomía que actualmente tiene, hub~ de tran~itar durant~ buen 

número de años por diferente;;; f'ases. La ei<periencia, y ante todo al 

desan·ol lo social fuer-en determinantes p,;,,,...a logr ;.r el di se~~ del 

actual prot::Edi1Tiiento; por· otn:. l.;,do, muy propio del Vt7i.ís, con las 

singularidades que acusan una comple.:a real1dud es el prc.::eso de t.::U/o 

producto del momento politice y soclal de :Q vida colectívaJú 

El Ministerio Público, dGbe ser por su propia 

naturaleza, un Representante de la Eocied.ad y Un<l Instjtcción de 

buena ~e y equidad, que, en todo momento, esté obligado a d~sp!egar 

sus acciones con respecto irrestricto a loa derecho!$ del inculpado y 

con apoyo y solidaridad a los intereses de la sociedad. Por su -;~rta 

la de.fensa, r:omo institución a nivel de Averigu.;:ici6r. Pr-evia. debe 

.Jalar porque el racor1oc:ifr;.er.to da la5; garantíaE d~ 1 ibertad 

seguridad juridic:as en el Oer~cho de ne autodisc:riminaciOn, sea una 

realidad con5-tante y pe1·manente del acontecer- pena! mt....:icano. En 

suma, velar porque todo acus.=do o detenido goce de la verdad!:'··,; 

auténtica garantia de d~fens~. 

Sin embargo, es de sobra conoc1do por todos los 

interesados estud1osos dE la m~ter1a. el c6mul~ de confli=l=~ 

existentes Gl ~n~er1or de la Instituc:~n del Minist~ ·:; ~ot:i=c. :;~ 

'" Medr•sc, C"r:loa. 11 E1 D•fsnsor dpt Indtc.pdo en. el Período 
da lfl Avar1g11•cfdn Pr•vf4 11 , Estudios Jurídico~. C·..1ad2rnJS del 
Instituto Naciona! de Ciencias Penales No. 190. t':é~:ic.c, 19E'=. 'J,!J 

161. 
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~rot::amá:.ica que s~ ider.tific~ esencialm9nte ccn -fallas 1:.éc11ic.:..a al 

r.:;;:>lver.. ..mpreparaci:mas por carencia de conocimientos jurídicos 

pr:::ifundos, errcres de ap•·eciacidn er, los hechos que ::onceen y una 

c:rec1ante corrupc' .• 1n entre ott·os; por otra par·te~ la pr.ict1ca como 

también ott·o pt·oblema que debe ser errad1cudo y que son las 

actividades equivocadas de inculpados v defensores. 

V t t falla•, impr:•p•r•cton, Rrror..aa____ y corrupcid.n.__da.1. 
Minj•tecin Pób.li.c.c~ 

El P'"otlema que E;e plantea obliga a. repensv.r las fine& 

de esta Ir.stitución, Eídgiendo quE se ar-radiquen las prcictica.s 
0

inquisitorias en la mci.-yor.ía di= ~.ts actuacion.:·:=: .,: e¡ ... ~ o!\l in·,·estigitr 

los h~cho~ que se ponen en su canocimiEnto actúe con pleno apego a la 

Ley. sin entrar en componend.~s con los denunciantes. siempre con la 

imparcialidad que la buena· -fe y equidad e~dgen. Aaí, al tomar 

conocimiento de un hecho, su objetivo .debe ser llegar a la VEH dad 

histórica, sin prestarse a armar y fabricar delitos t delincuentes, 

&iempre valorando en jugticia la realidad del avento ~ntisacial ~ue 

se le hace saber. 

Por la propic. naturaleza de su inves~idu~a, el 

Ministerio Público debe tener la preparación suficiente 1 renov•da 

que haga qu<? sus investigaciones estén siempre apeg3das a Derecho, 

debiendo actuar siempre =en sensat2~ y cuidado, con rea!ismo y 

justici¿i. Su condL'.cto no debe leDionar intet·~:;r:s del inculpado n:. 

q'..lcbrantar lo~ de la sociedad; debe en todo caso, pru-fund:zu.r ~u 

ind~.gac.. .ón agudizar . .:. persecuc.ión dal deli':o ¡ i=:--incuen"'::e, 

valcr.:..ndo con equil.i.bi-10 ·; d2 ur. modo justo los h2chos, si?mpre 

tenien:Jc. comi:' marco dt~· ,,ctuac:ión el princ1plo de !egalidad. 



y.1.1 Actitudas aquiygcadas dg tncylpadns y defensores. 

Es de conoc:imientc. cona.in, que algunos defensorc:s 

tergiversan la ve dad histórica, pues en afán de ; iber-=ir a S..J el :en".:e 

de imputaciones. encubren los hechos, corromperi a los Agentes de: 

Ministerio Póblico y desvian el Derecho; en suma, practican ~aFensg~ 

fraudulentas, clter&n le. rec.l idad jurídica, ~abric:an testi.;ps. 

compran peritos y scborn~n ~uncionarios. Es decir, tran5formar una 

profesión que deben enalt.ec.ei· y CigniFic:ar, p 1Jes se vuelven 

encubridores y cómplices del delincuente. Se trata de defensores sin 

escrópulos ni étic:e1 profesional que sólo obstruyen la Administracióri 

de Justicia y levantan un obst~culo externo a la lógica del proceso 

penal. 

Por todo ello, se debe rescatar la fig,1ra del defensor 

an la Averiguación Previa, procurando que su actuación sea un Factor 

qua coadyube en el conocimiento de la verdad histdrica, e~ decir, de 

Ja realidad de los hechos. Es válido, hacer u&o de todo, o que 

beneficia al inculpado dent~o de las propiñs técnicas jurídi=as, más 

nunca para alterar la verjad de los hechoa. 

Por todo lo anterior, ambas problemáticas obligan A 

tales Instituciones, el Ministerio Público ¡ la Defensa.. a que no se 

vean en la Averiguación Previa como enemigos irreconciliübles, sino 

que sean coadyuvantes de un fin último, que siempre debe ser, 

enco~trar :a verdad histórica de ios hechos que se investigan, 

dejando de lado prácticas inidóneas que sólo destruyen y vinlentan eJ 

universo jur1dico de la indagación pünal. 
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v.2 Cnnsidaraetanp¡ 

En apego al mandato cor.=.tituciona1 tanto el código 

adjetivo local como ~l federal. reconocen y aceptan la intervención 

de la de~ensa en la Averiguación Previa. 

Sin embargo debemos reflexionar en que en torno a 

dichas disposic1ones existe un respeto irrestricto d las garantías de 

legalidad y seguridad jurídicas. que permiten que sin violentar toles 

prircip.i.os en agravio del inculpado se pued:-, lograr llegar al 

conocimiento de los nechos que se investigan. Es deci~, cbtaner la 

verdad historie~ sin conculcar der2chos del acusado; Rsa debe ser la 

fórmula: justicia t legalidad. 
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CONCL.USIONES 

1. El derechc. a la defensa durante la avet·iguaci:n 

previa es una garantía consagrada por nuestra Constitución en su 

articulo 20 pemHtimo párrc..fo, que como tal debe hacer~e ·.:;;¡ler y 

reconocerse desde el memento en que la persona es aprehendi oa o 

detenida. 

Con la c:omis1cn de! delito :;;t..:.rge la 

punitiv.:;.,. por lo tanto, el derecho a :a def.:1.sa se da d.:;:sde el 

inicio del procedimiento, es decir, desde la 1ndagaci6t:"1 de lci2 

hechos. 

3. LiJS artículos 134 bis y :7 del Código de 

Proc::: dir.ientos Penales para el Distrito Federal, añ:í como al ·artículo 

128 del Código Federal de- Pro!:edimientos Penales reg1 . .1lan ~a garantí.a 

de defensa en la Averiguación Previa. 

4. La defensa puede apor"tar al Ministerio Público 

durante la A·...-eriguación Previa los elerr.entos que estime pertinentes 

pC1.ra que pueda. en su momento, ejen:::1tar la acci.:11 ;::iena:, E: no 

ejerc:c10 de la acción, o en su defect~ la reserva. 

La garantía de? defen:.a durante la Ave1·iguación 

Previa, constituye una segu,-idad jurídica v un esfuerzo complejo Y 

delicado que no puede ni debe vu lner ;;rse en pe1· ju ic la de l.::.::: 

intereses de la sociedad. 

6. El defensor tie:;-ie -:Jos func .. :l'1eS :z.·:;pc;:i:f':.c,.s :lUC 

son: la asistencia y la 1·epresentación. en la ¡:i-im21·:. :.e- ubic.; a; 

lado ::lel imputado, ejerciendo actos de defensa conjuntame:-,t~ "'lpov.:i.nCo 

técnicamente a su defensa; en ] °" segunda, como representante. 

oc:tuondo sin la preseric ia físic.:i de su defensc, b•Jt·=J.. ;:Jo :.~ -.-;..,;:: :: 
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tenefi=ic de é~te. 

Es importante qu~ l.& ée+ensa de oficie corra a 

cargo de un Licenciado en Derecho con amplia e><per ienc:ia jurídica, 

dado que en la práctica en las Agencias del Ministerio Público del 

fuero común~ la defensa corre a cargo de Pasantes de Licenciado en 

Derecho, quienes cubren la p~estac:10n gr3tuit~ del ~ervicio social. 

8. Det~ buscarse una concertación y amalgama da 

intereses tanto del Ministe1-io Públ ~ co como de la defensa, a fin de 

que sa vean mutuaml:nte como coadyu~ante<..., aunque con intereses 

diveroentvs, con el objato da que l• indagatoria an"'oje como 

com:lusión la verdad histórica de los hechos. 

·7. La dafe-r.::.a en la Ave1-.guación Previa ra ... ific:a lo~ 

principios de libertad y seguridad jur!oica de que todo gobernado 

debe gozar plenamente. 
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